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RESUMEN 
Esta investigación jurídica de tipo descriptiva, tiene como antecedentes 
históricos el enjuiciamiento del Presidente de la República José Ramón 
Guizado, en 1955 por la Asamblea Nacional, quien fue acusado por el 
Licenciado Rubén Miró de ser el autor intelectual del homicidio del Presidente de 
la República Coronel José Antonio Remón Cantera. 
A raíz de este magnicidio surgió la problemática constitucional y legal en el 
sistema panameño sobre a quién le correspondía el juzgamiento del Jefe de 
Estado por la comisión de delitos comunes. 
Con el propósito de desarrollar este trabajo recurrimos a diferentes 
estudios sobre el tema, tanto en el derecho interno como el comparado; al 
análisis de las normas consagradas en la constituciones y leyes; y por último a la 
jurisprudencia. 
Al finalizar la investigación concluimos que si existe un vacío jurídico en la 
legislación positiva panameña, concerniente al juzgamiento del Presidente de la 
República por la comisión de delitos comunes; y que requiere por tanto una 
reforma constitucional y legal, para adscribirle competencia al Órgano Judicial. 
SUMMARY 
This descriptive legal research has as historical antecedents the President 
José Ramón Guizado prosecution in 1955 by the National Assembly, who was 
acussed, by the attorney Rubén Miró, of being the intellectual author of the 
President Colonel José Antonio Remón Cantera homicide. 
Due to this magnicide, a legal and constitutional problem arose in the 
Panamanian Law system, about who is in charge of prosecuting the Head of the 
State for the commission of common crimes. 
With the main purpose of developing this paper, we recurred to different 
studies on the topic; both in the Internal Law, as well as in the Comparative Law. 
Then to the analysis of the regulations established in the constitutions and laws; 
and finaily to the field of jurisprudence. 
At the end of the research, we conclude that there is a juridical hole in the 
Panamanian Positive law, concerning to the prosecution of the President of the 
Republic for the commission of common crimes; and that in requires, therefore, a 
constitutional and legal reform, to attribute that competence lo the Judicial 
Organ. 
INTRODUCCIÓN 
XII 
Según el ordenamiento constitucional y legal de la República de Panamá, 
el Presidente de la República es la autoridad máxima del Estado, por 
consiguiente el mismo tiene numerosas atribuciones que la Carta Magna y la ley 
le conceden, pero atendiendo al régimen político y constitucional de derecho no 
resulta razonable que el funcionario que está investido del máximo poder y 
autoridad respectiva, carezca casi totalmente del contrapeso y equilibrio de una 
efectiva responsabilidad en los planos político y penal frente a los excesos o 
arbitrariedades en que pueda incurrir en el ejercicio de sus funciones o en su 
conducta personal. 
La Constitución actual plasma que por ciertas conductas que la misma 
establece, el Presidente es responsable, creándose el principio de la 
responsabilidad limitada, tal como lo consagra el articulo 191, N° 1 y N° 2 
(causales de naturaleza política), mientras que el N° 3 contiene algunas de 
carácter penal. Sin embargo, existe la discusión que si el Primer Magistrado de 
la Nación es o no responsable penalmente, por la comisión de delitos comunes 
y por ende, si la Asamblea Nacional o la Corte Suprema de Justicia es 
competente para juzgarlo, o si por lo contrario existe un vacío constitucional y 
legal que debe ser subsanado mediante los trámites respectivos. 
Atendiendo a las consideraciones expuestas, creemos prudente y 
necesario el desarrollo de este trabajo de investigación que hemos intitulado La 
Competencia de la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de la 
República por la comisión de delitos comunes"; y que servirá de base para 
los estudiosos, tanto del derecho penal como constitucional. 
XIII 
Este trabajo está formado por cuatro capítulos: 
El Capítulo Primero titulado El Problema de Investigación: Consta de los 
antecedentes, el planteamiento del problema, la justificación, los objetivos 
generales y los específicos, los alcances y limitaciones, y por último la hipótesis 
de trabajo. 
Posteriormente desarrollamos el Capitulo Segundo intitulado Marco 
Teórico, que comprende puntos como Jurisdicción y la Competencia Penal, la 
Responsabilidad de los Altos Dignatarios del Estado, el Juicio Político, los 
Delitos Comunes u Oficiales y las Faltas o Contravenciones de Policía, el 
Enjuiciamiento del Presidente de la República en el Derecho Comparado, al 
igual que en el Derecho Constitucional y Legal Panameño, y finalmente los 
juicios seguidos a los Presidente de la República, en Panamá. 
El Tercer Capítulo es el referente al Marco Metodológico, y comprende el 
tipo de investigación, las fuentes de información (materiales, secundarias y de 
datos), el sistema de variables, la población y muestra; el tipo de instrumento y 
el tratamiento de la información. 
El Capitulo Cuarto trata sobre el análisis de los resultados obtenidos por 
medio de la aplicación del instrumento señalado, la encuesta. 
Para terminar, presentamos las conclusiones y recomendaciones 
obtenidas al finalizar la investigación; la bibliografía consultada y los anexos. 
CAPÍTULO PRIMERO 
EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
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1.1 	 Antecedentes del Problema 
En Panamá, la Asamblea Nacional juzgó en 1955 como autor intelectual 
del asesinato del Presidente José Antonio Remón Cantera, al Ingeniero José 
Ramón Guizado. Antes de tomar posesión del cargo, Guizado se desempeñaba 
como Primer Vicepresidente, además ejercía el cargo de Ministro de Relaciones 
Exteriores, mientras que el señor Ricardo Arias Espinoza era el segundo 
Vicepresidente de la República. 
A raíz del homicidio del Presidente de la República José Antonio Remón 
Cantera, el Ingeniero José Ramón Guizado asume la Primera Magistratura de la 
Nación. Luego de diez días de los hechos, el abogado Rubén Miró declaró el 12 
de enero de 1955 que él había asesinado al Presidente Remón y que lo había 
cometido solo, sin la participación de cómplices, cooperadores o instigadores, 
con una ametralladora comprada a un excombatiente de Alemania, pero 
posteriormente el día 14 de enero, al ampliar su declaración indagatoria 
manifestó que el asesinato había sido planeado conjuntamente con el Ingeniero 
José Ramón Guizado. Surgió la problemática constitucional y legal sobre a quién 
le correspondía la competencia y si la Asamblea Nacional era el ente 
competente para juzgar al Presidente Guizado por este delito de naturaleza 
común. Algunos sostenían que la Asamblea Nacional no era competente, ya 
que el delito imputado a Guizado había sido cometido antes de la toma de 
posesión del cargo de Presidente de la República. Observamos que Guizado 
desempeñaba el cargo de Ministro de Relaciones Exteriores, y la Ley N° 61 de 
30 de septiembre de 1946 no le asignó la competencia a la Corte Suprema de 
Justicia para el juzgamiento de los hechos punibles (delitos comunes y faltas), 
cometidos por los Primer Magistrado de la Nación. El artículo 74 de la citada ley 
indicaba que: "La Corte Suprema de Justicia conocerá privativamente y en una 
sola instancia de los asuntos siguientes: ". .9. De la causas por delitos o faltas 
cometidas por los Ministros de Estado, el Procurador General de la Nación, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, los Fiscales de 
Distrito Judicial, el Contralor General de la República,.., y los demás empleados 
que tengan mando y jurisdicción en todo el territorio de la República o en dos o 
más Provincias cuando éstas forman parte de Distrito Judicial distintos; 10. De 
las causas que se sigan por delitos o faltas cometidas en cualquier época por 
individuos que, al tiempo que deba decidirse sobre el mérito del sumario, 
desempeñen alguno de los empleos enumerados en el ordinal anterior"; pero la 
Corte Suprema de Justicia por fallo de 18 de enero de 1955, manifestó que la 
Resolución N° 35 de 15 de enero de 1955 dictada por la Asamblea Nacional la 
cual negaba la solicitud de licencia pedida por el Ingeniero Guizado para 
separarse de la Presidencia de la República y que ordenaba su detención no era 
inconstitucional, por tanto la competencia radicaba en la Asamblea Nacional, por 
razón del alto cargo que ostentaba el Presidente de la República, y sin que fuera 
preciso determinar el momento en que se ejecutó el hecho. 
La Constitución Nacional vigente en su articulo 160 dispone que el 
Presidente de la República, es responsable por los actos ejecutados en el 
ejercicio de sus funciones, y que le compete a la Asamblea Nacional juzgarlo, 
pero por las causales descritas en el articulo 191 de la Carta. 
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Es necesario destacar que en el Código Judicial de 1916, Libro Tercero 
(procedimiento penal), Título V, Capítulo IV, se establecía el procedimiento de 
antejuicio ante la Asamblea Nacional. Los delitos y faltas de naturaleza común 
en que incurriera el Presidente la República y los Magistrados del máximo 
tribunal eran de competencia exclusiva de la Corte Suprema de Justicia. En 
primera instancia el proceso se iniciaba en la Asamblea Nacional, la cual se 
limitaba a decidir si había mérito para el enjuiciamiento, y si la Asamblea por 
mayoría de votos, admitía la querella, decretaba la suspensión del funcionario 
acusado, y lo ponía a disposición de la Corte Suprema de Justicia. Al recibir la 
Corte la acusación, comenzaba de inmediato la investigación en contra del 
acusado y con el resultado del sumario respectivo la Corte resolvía si el caso 
ameritaba un llamamiento a juicio o un sobreseimiento. Si se llamaba a juicio a 
la persona, la Corte seguía la causa observando las reglas de lo dispuesto en el 
capítulo V del citado Código. En el curso de la investigación no hemos 
encontrado casos de funcionarios que hayan sido sometidos al procedimiento de 
antejuicio. Posteriormente, la ley N° 52 de 28 de marzo de 1925 reformó el 
Código Judicial, derogó el artículo 2328 y  todo el procedimiento del antejuicio. 
1.2 	 Planteamiento del Problema 
¿Cuáles son las razones por la que existe en Panamá un vacío 
jurídico para juzgar al Presidente de la República por delitos comunes? 
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1.3 	 Justificación de la Investigación 
Interesa el asunto porque los autores del derecho constitucional y penal 
no se ponen de acuerdo sobre a quién le corresponde la competencia para 
juzgar al Jefe de Estado por la comisión de delitos comunes. 
La Constitución establece que el Órgano Legislativo puede juzgar al 
Presidente de la República, por los actos ejecutados en el ejercicio de sus 
funciones, esos actos son los referentes a las causales descritas en el artículo 
191 de la Carta Magna. 
Se justifica el presente estudio para que sirva de compilación lo señalado 
por la doctrina, el derecho comparado y la jurisprudencia sobre a quién le 
corresponde el juzgamiento del Presidente de la República por la comisión de 
delitos comunes. 
	
1.4 	 Objetivos de la investigación 
1.4.1 Objetivo General 
Conocer las normas jurídicas que regulan el proceso y el procedimiento 
para juzgar al Presidente de la República por delitos comunes. 
1.4.2 Objetivos Específicos 
• Identificar los criterios de competencia de la Asamblea 
Nacional para juzgar al Presidente de la Republica por delitos 
comunes en la doctrina , en la Constitución , en la ley y el 
derecho comparado. 
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Estudiar los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados 
con procesos seguidos para el juzgamiento del Presidente de 
la República, por la comisión de delitos comunes. 
1.5 	 Alcances y Limitaciones 
1.5.1 Alcances. 
La competencia de la Asamblea Nacional, está consagrada en el articulo 
160 de la Cada Constitucional al conocer de las acusaciones o denuncias 
criminales que se formulen contra el Presidente de la República, y los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia para juzgarlos, si a ello hubiere 
lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones en perjuicio del libre 
funcionamiento del poder público o violatorios de la Constitución o las leyes. Es 
decir, la competencia es solamente por los actos que ejecute el Presidente de la 
República en el ejercicio del cargo, de conformidad a las causales N° 1, 2 y 3 
del articulo 191 de la Cada, que son de naturaleza política y penal, pero 
haremos énfasis en aquellos conductas ilicitas en la que pueda incurrir el Jefe 
del Ejecutivo mientras que ocupe el cargo y que no tienen que ver con el 
desempeño de su función. 
1.5.2 Limitaciones 
Dentro de las limitaciones de la presente investigación tenemos: 
• La poca disponibilidad de bibliografía especializada, ya que en 
general los tratadistas nacionales y extranjeros se dedican con mayor 
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énfasis tratando el tema del juicio político por las causales de 
responsabilidad política. 
1.6 	 Hipótesis de Trabajo 
En Panamá existe un vacío jurídico para juzgar al Presidente de la 
República, por la comisión de delitos comunes debido a la falta de voluntad 
política del Legislador. 
CAPÍTULO SEGUNDO 
MARCO TEÓRICO 
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2.1 	 La Jurisdicción 
Al tratar el tema de la jurisdicción, Jorge Fábrega Ponce dice que: "la 
jurisdicción constituye la función pública de administrar justicia, que es 
encomendada por el Estado, fundamentalmente, al órgano judicial" (Fábrega 
Ponce, 2004, pág. 640). 
Desde el punto de vista de la jurisdicción penal, Carlos H. Cuestas G. 
expresa que es la: 
"Función estatal que tiene como objeto la aplicación de las 
normas penales sustantivas a los casos concretos mediante la 
actividad desempeñada por los jueces del Ramo Penal. La 
jurisdicción penal, en general, junto a la legislación y a la 
administración constituye la tripartición de los poderes 
fundamentales dei Estado" (Cuestas G., 2004, pág.1355) 
El artículo 277 del Código Judicial dispone que la jurisdicción es la 
facultad de administrar justicia. Este es el significado jurídico del término, ya que 
etimológicamente; de acuerdo al latín, la palabra jurisdicción significa iuris dictio, 
que equivale a decir, el derecho. En la República de Panamá, la administración 
de Justicia, de acuerdo al Título VII de la Carta Magna Vigente, le corresponde 
al Órgano Judicial, conformado por la Corte Suprema de Justicia, los tribunales y 
juzgados que establezca la ley. Hay que hacer la observación, que el Ministerio 
Público no forma parte del Órgano Judicial, es una institución autónoma que 
participa en la administración de justicia como funcionario de instrucción al 
ejercer la acción penal. 
lo 
Es importante, destacar que en situaciones especiales, el Órgano 
Legislativo ejerce jurisdicción, es decir, administra justicia, tal como lo preceptúa 
el artículo 152 de la Carta Constitucional vigente que dice: 
Se denominarán sesiones judiciales las dedicadas al ejercicio 
de las atribuciones jurisdiccionales de la Asamblea Nacional, 
sea cual fuere el tiempo en que se celebren y la forma como 
dicha Asamblea Nacional hubiere sido convocada. Su 
celebración no alterará la continuidad y la duración de una 
legislatura, y sólo terminarán cuando la Asamblea hubiese 
fallado la causa pendiente. Para ejercer funciones 
jurisdiccionales, la Asamblea Nacional podrá reunirse por 
derecho propio, sin previa convocatoria." 
A su vez, el artículo 160 de la Constitución dice que: 
"Es función judicial de la Asamblea Nacional conocer de las 
acusaciones o denuncias que se presenten contra el Presidente 
de la República y los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia; y juzgarlos, si a ello diere lugar, por actos ejecutados en 
el ejercicio de sus funciones en perjuicio del libre funcionamiento 
del poder público o violatorios de esta Constitución o las Leyes." 
Se deduce que en Panamá, el Órgano Legislativo actúa como máximo 
Tribunal de Justicia, cuando juzga al Primer Mandatario de la Nación y a los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, por los actos que cometan en el 
ejercicio de sus funciones. En la situación del Primer Mandatario de acuerdo a la 
causales del articulo 191 de la Carta Fundamental. 
2.2 	 La Competencia Penal. 
Un tema muy ligado con la jurisdicción es la competencia. 
Wilfredo Sáez manifiesta que: 
"Algunos autores consideran que el término competencia tiene 
estrecha relación con el de jurisdicción, otros le dan el carácter 
de sinónimos, sin embargo las corrientes mayoritarias 
concuerdan en que la competencia es una medida de 
jurisdicción, pues podría darse la situación de un juez con 
jurisdicción en la provincia de Panamá, pero sin competencia 
para conocer determinados negocios o delitos, por tanto 
debemos aceptar que la competencia es un segmento o 
fragmento de la jurisdicción que corresponde a un juez" (Sáez, 
2002, pág. 26) 
En conclusión, jurisdicción y competencia no deben confundirse, ya que la 
primera es una sola, pero como función pública se reparte entre diversos jueces 
y magistrados llamados por la ley a ejercerla. 
2.2.1 Factores que determinan la Competencia. 
En el régimen procesal penal panameño, se determinan como factores 
que precisan la competencia: el objetivo, subjetivo, funcional y el territorial. 
2.2.1.1 Factor Objetivo 
Aquel que guarda relación con el objeto de la controversia o del negocio 
(competencia material). 
2.2.1.2 Factor Subjetivo 
Este guarda relación con la calidad de las partes o del sujeto activo, se 
refiere a aquellos casos en donde el servidor público será juzgado por la 
autoridad jurisdiccional correspondiente a su nivel jerárquico, conforme a las 
reglas previstas en el Titulo IX, Capítulo II, Libro III del Código Judicial 
(Procesos Especiales contra Servidores Públicos por abuso en el ejercicio de 
sus funciones oficiales, o por falta de cumplimiento de los deberes de su 
destino). 
Acerca de la introducción anterior, esto denota que los funcionarios 
públicos de alta jerarquía, en relación al puesto que desempeñan disfrutan de un 
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sistema particular de procesamiento penal, mediante el cual se le asigna 
determinadas garantías, que luego se transforman en materia de excepciones 
ante el derecho común. En el caso del derecho panameño vemos que el 
Presidente de la República goza de ciertas prerrogativas de carácter funcional, 
ya que el mismo puede ser juzgado por la Asamblea Nacional, según las causas 
enumeradas en el artículo 191 de la Carta Magna. El procedimiento para hacerle 
el juicio ante la Asamblea Nacional está contemplado desde el artículo 2478 al 
2492 del Código Judicial. 
Por otro lado, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, también 
tienen prerrogativas para ser juzgados por la Asamblea Nacional por actos 
ejecutados en el ejercicio de sus cargos, en perjuicio del poder público del libre 
funcionamiento del poder público o violatorios de la Constitución o la ley(articulo 
160 de la Constitución actual). 
Otros funcionarios que tienen prerrogativas en cuanto al régimen especial 
de juzgamiento son los enumerados en el articulo 86, ordinal 2, literal b del 
Código Judicial vigente que le adscribe competencia al Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia para conocer las causas por delitos comunes y faltas que 
cometan los Ministros de Estado, los Miembros de la Asamblea Nacional , el 
Procurador General de la Nación, el Procurador de la Administración, el 
Contralor General de la República, los Magistrados del Tribunal Electoral, los 
Arzobispos, Obispos y Gobernadores eclesiásticos. 
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2.2.1.3 Factor de Carácter Funcional. 
El funcional o también denominado de atribución, que depende del círculo 
especial de funciones en un proceso (primera instancia, apelación, casación). De 
suerte que en un mismo proceso, puede tener competencia un Juez de Circuito, 
Tribunal Superior y la Sala de la Corte. 
2.2.1.4 Factor Territorial 
Se vincula con la circunscripción establecida en la ley (Distrito Judicial o 
de Circuito), dentro de la cual el Juez puede administrar justicia o ejercer su 
jurisdicción. 
2.3 	 Responsabilidad de los Altos Dignatarios del Estado en Ejercicio de 
sus funciones. 
La responsabilidad de los funcionarios públicos constituye un principio 
elemental del Estado de Derecho, y representa el fundamento mismo de las 
Instituciones Políticas. La misma es vital para afianzar la natural credibilidad que 
debe tener el pueblo en sus gobernantes. 
Por otro lado, hay una estrecha relación entre el Estado y los servidores 
públicos. La misma surge con un acto administrativo, que es el nombramiento 
del funcionario como expresión unilateral de la potestad soberana del Estado. 
La violación de las normas da origen a responsabilidad, es decir, la obligación 
que tiene el servidor público de responder por los actos indebidos o ilícitos. La 
responsabilidad que trataremos aquí será la política y la penal. La penal que 
existe cuando un funcionario realiza un acto que constituye un delito previsto en 
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el Código Penal o en las leyes penales especiales y la política que se puede 
originar por la comisión de los hechos conocidos como delitos políticos, pero 
haciendo la salvedad que también puede ser civil derivada de actos ilegítimos o 
irregulares con que los funcionarios causan perjuicios a terceros, al Estado y la 
administrativa que tiene por objeto sancionar conductas que lesionan el buen 
funcionamiento de la administración pública y se origina por una inobservancia 
de los deberes inherentes a la calidad de agente público. 
En la doctrina se hace referencia a distintos tipos de responsabilidad 
como son: Civil, Administrativa o Disciplinaria, Política y Penal. 
2.3.1 Responsabilidad Civil 
Esta se presenta desde el momento en que el funcionario o empleado 
realiza un acto que cause daño o perjuicio, daño que deberá ser reparado. 
Manuel Osorio define la responsabilidad Civil como: "La que lleva consigo el 
resarcimiento de los daños causados y de los perjuicios provocados por uno 
mismo o por tercero, por el que debe responderse "( Osorio, 1999, pág. 878). 
En relación a la responsabilidad de los poderes del Estado, en el sistema 
jurídico panameño no se acepta la irresponsabilidad civil de los altos dignatarios 
del Estado, y éstos son responsables civilmente, pero cuando se trata del 
Presidente de la República, mientras esté en el cargo no se le puede exigir este 
tipo de responsabilidad, ya que no existe una norma que le imponga una 
sanción civil, en virtud de los actos que éste cometa en el ejercicio de sus 
funciones. 
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2.3.2 Responsabilidad Administrativa o Disciplinaria 
La Responsabilidad Administrativa o Disciplinaria emerge de la 
contravención del ordenamiento jurídico administrativo y de las normas que 
regulan la conducta del servidor público y que da origen a sanciones 
administrativas. Estas sanciones administrativas se aplican a los servidores 
públicos, que incurran en actos u omisiones que vayan en detrimento de los 
principios de legalidad,  honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia. 
El autor Enrique Sayagues Laso, citado por Gustavo Enrique Rodríguez 
al referirse a la misma considera que: 
La administración tiene la obligación de asegurar el correcto 
funcionamiento de los servicios a su cargo. Para lograrlo es 
menester que pueda exigir a los funcionarios el cumplimiento 
estricto de sus deberes y eventualmente sancionar a quienes 
cometan faltas... "(Rodriquez, 1989, pág. 7). 
Consideramos que las sanciones disciplinarias no se le pueden aplicar al 
Primer Magistrado de la Nación, ya que dentro del engranaje gubernamental, 
éste no tiene un superior jerárquico, y solamente responde por las causales 
estipuladas en el articulo 191 de la Carta Fundamental vigente. 
2.3.3 Responsabilidad Política. 
La responsabilidad política de los funcionarios es un tema de capital 
importancia en el Estado de derecho. No se concibe, en la actualidad, un 
gobierno que no sea responsable de sus actos, y normalmente esa 
responsabilidad esta consagrada expresamente en los textos constitucionales. 
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Al tratar los diferentes sistemas de gobierno, en especial el Presidencial 
manifiesta Fernando Berguido que: 
"La figura del Presidente reviste una importancia vital en los 
sistemas presidenciales o presidencialistas. Sin lugar a dudas, 
es el personaje más importante del Estado. Se convierte en el 
Jefe del Estado y del Gobierno, es el representante de la 
República, en el símbolo de la unidad política y en depositario 
del principio de autoridad"(Bergu ido , 1987, pág. 6). 
Si bien es cierto, el Presidente de la República ocupa la primera 
Magistratura del Estado, esto no lo exime de responder por los actos que 
cometa en el ejercicio de sus funciones, pero a diferencia de los particulares 
tiene ciertas prerrogativas en función de su cargo. 
El alcance de la responsabilidad política, difiere según el sistema de 
gobierno. En el parlamentarista, hay responsabilidad política cuando el 
Parlamento obliga al gabinete a dimitir en virtud de un voto de censura; de ahí 
que tanto el voto de confianza como el voto de censura, a los que son sometidos 
el Primer Ministro y su gobierno en el Parlamento, y que pueden hacerlo 
renunciar, es una forma de controlar su responsabilidad política. 
En los sistemas presidenciales, el Presidente y el Congreso son 
independientes entre si, de allí que éste no pueda obligar al Presidente a 
remover a sus ministros. En el presidencialismo, la responsabilidad política es 
ejercida mediante el procedimiento del juicio político, que consiste en la 
remoción de los funcionarios a quienes la Constitución les ha conferido la 
estabilidad necesaria, por actos tipificados en la ley fundamental, es decir, por 
las causales previstas en los ordenamientos constitucionales. En la legislación 
panameña, la Carta Magna describe en el artículo 191, N°1 y  N°2, las causales 
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de naturaleza política (Extralimitación de funciones constitucionales, los actos de 
violencia o coacción en el curso del proceso electoral, el impedir la reunión de la 
Asamblea Nacional, obstaculizar su funcionamiento o de los demás organismos 
o autoridades públicas). 
Como se verá a continuación el mecanismo para hacer efectiva la 
responsabilidad política de los gobernantes es el juicio político y que tiene como 
única finalidad la remoción o destitución del funcionario, por las causales 
previstas en las constituciones, sin perjuicio de las responsabilidades citadas y la 
penal. 
2.3.3.1 El Juicio Político 
La responsabilidad política de los gobernantes se materializa a través del 
juicio político o lmpeachment. Nos dice Manuel Osorio que el mismo: "Constituye 
un procedimiento para exigir responsabilidad a determinados funcionarios 
públicos"(Osorio, 1994, pág. 547). 
Aníbal 	 Pérez Liñan dice que: "El juicio político es un proceso 
constitucional por el cual el congreso delibera para remover al presidente de su 
cargo". (Pérez Liñan, 2000, pág. 7). 
El juicio político solo alcanza a los funcionarios expresamente 
enumerados por la Constitución y donde el acusado conserva el derecho de 
disponer su extinción, pues si renuncia al cargo agota la competencia 
jurisdiccional del Congreso. Por otro lado, es importante destacar que en el juicio 
político el fallo no vincula a la justicia ordinaria, ya que puede el Senado destituir 
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por considerar que el acusado estuvo incurso en delito y ello no significa que 
necesariamente en el ámbito pena; se vaya a condenar al mismo. Inversamente, 
puede absolver el Senado al enjuiciado y ello no lo exime de que al término de 
su mandato sea juzgado por la justicia ordinaria. 
El juicio político persigue la remoción o destitución del funcionario y su 
inhabilitación para desempeñar funciones públicas, pero serán los tribunales 
ordinarios a quienes les corresponde juzgar la responsabilidad penal o civil 
correspondiente. 
2.3.3.2 Antecedentes 
Los tratadistas coinciden en que el juicio político tiene sus antecedentes 
en los juicios de Residencia y de Visita de la España colonial, igualmente 
consideran que tiene origen en el lmpeachment Inglés y Norteamericano. 
2.3.3.2.1 	 La Residencia. 
Algunos juristas sostienen que el Juicio de Residencia nació en España 
en el año de 1501, bajo el reinado de Isabel La Católica al nombrar a Nicolás de 
Ovando Gobernador de Las Indias, quién recibió instrucciones para efectuar 
residencia a su antecesor Francisco Bobadilla y con este acto quedó establecido 
el juicio en cuestión. 
Los objetivos de este juicio eran cesar los actos violatorios e investigar las 
conductas ilegales de los servidores de la Corona, pudiéndoles imponer, en 
casos de ser culpables, penas, tales como: el resarcimiento pecuniario, la 
inhabilitación perpetua, el destierro, e inclusive la pena de muerte. 
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2.3.3.2.2 	 La Visita. 
La Visita era secreta, y abarcaba a todos los funcionarios de una región o 
provincia, y ninguno de ellos, en particular sabía sí se le hacia cargos, de qué, 
ni por quién, ni aún después de que se encontraba culpable y se le sentenciaba 
no por el Visitador, quien formulaba el sumario que debería remitirse cerrado y 
sellado al Consejo de Indias, sino por éste. 
Los integrantes del Consejo de Indias no estaban sujetos al juicio de 
Residencia, pero sí al procedimiento de Visita , en tal sentido el Rey Carlos V 
efectuó una visita al referido Consejo, encontrando culpables al Dr. Beltrán, en 
virtud de haber extendido carta de recomendación para un pariente suyo en 
Perú, y por haber recibido dádivas de Almagro y Pizarro. 
2.3.3.3 El lmpeachment. 
La institución denominada lmpeachment por la doctrina y que puede 
traducirse aproximadamente como acusación o impugnación, tiene sus raíces 
históricas en Inglaterra. El primer caso dala de 1376, cuando el Parlamento 
dedujo juicio político a un amigo del rey y a su concubina por delitos oficiales y 
comunes. Pero con el advenimiento del régimen parlamentario, al retirar el 
Parlamento la confianza de los ministros, se evitaba el engorroso procedimiento 
del juicio político, y de esta manera comenzó a dejarse de utilizar, a partir de 
1805, al acusarse al vizconde Melvilla. Posteriormente la figura es acogida en 
los Estados Unidos de América. Más larde la institución pasó a los países 
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latinoamericanos entre los que están los Estados Unidos Mexicanos, Colombia, 
Argentina y Panamá. 
Hauriou, citado por Estif Aparicio al referirse a los antecedentes de esta 
institución en Inglaterra manifestó que: 
"...en ese pais cada condado tenía un jurado encargado de la 
acción legal. Como la Cámara de los Comunes representaba a 
todos los condados, se consideró, por lógica, que podia ser un 
jurado de acusación para intentar acciones penales contra 
ministros, ante la Cámara de los Lores, que era un tribunal 
donde se ventilaban tanto los procedimientos de acción privada 
como pública" (Aparicio, 1992, pág. 57). 
La aplicación del lmpeachment en Inglaterra evidenció más que controles 
democráticos una de las formas de lucha política entre la Corona y el 
Parlamento en lo que éste no sólo destituía, sino que aplicaba penas. 
Antes de continuar, hacemos la observación que el Impeachment en el 
Reino Unido es un proceso de tipo penal, que acaba con sanciones, que pueden 
ser de todo tipo principales y accesorias. El juicio político en Inglaterra ha caído 
en desuso luego de la aparición del voto de censura, por el contrario en los 
Estados Unidos no tiene carácter penal, sino político y termina con la destitución 
del funcionario. En general el proceso denominado lmpeachment es un juicio de 
tipo político, que se desarrolla en el Parlamento y que tiene como finalidad 
destituir al alto funcionario que ha sido acusado e inhabilitarlo para desempeñar 
el cargo. 
En lo que respecta a la institución en los Estados Unidos de América, hay 
que señalar que tuvo su origen en el lmpeachment Inglés y se encuentra en las 
Constituciones de algunos Estados, tales como Virginia (desde 1776) y 
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Massachussets (desde 1789), y  donde se consagra que el Presidente, el 
Vicepresidente y todos los funcionarios civiles de los Estados Unidos pueden ser 
removidos de sus cargos a raíz de acusación y convictos, en otros crímenes o 
delitos por el Congreso. 
El articulo 2 de la Constitución norteamericana señala que: 
"El Presidente y el Vice-Presidente y todos los funcionarios 
civiles de los Estados Unidos serán removidos de sus cargos 
cuando a consecuencia de una acusación, estén convictos de 
traición, cohecho, u otros crímenes o delitos". 
El lmpeachment angloamericano de acuerdo con la Constitución 
norteamericana se desarrolla en dos etapas: una de ellas corresponde a la 
investigación sumaria¡ de la causa y la cual puede ser desechada si no hay 
méritos para proseguir con ella o puede concluir con la formulación de una 
acusación o solicitud de llamamiento a juicio por lmpeachment y la otra 
comprende el acto de llamamiento a juicio y el proceso en si, es decir, del juicio 
por lmpeachment propiamente dicho. El Senado podrá conocer de las 
acusaciones que formule la Cámara de Representantes, cuando al efecto se 
constituya en tribunal. Los senadores prestarán juramento o harán la formal 
promesa de llenar fielmente su cometido. Quien preside la audiencia es el 
Presidente del Tribunal Supremo de Estados Unidos y el cual dirige el 
procedimiento. Una declaración de culpabilidad necesitará los votos de dos 
tercios de los senadores presentes y votantes. La sanción que solamente puede 
aplicar el Senado es la destitución y la inhabilitación para todos los cargos 
retribuidos y de honor y confianza de los Estados Unidos, a excepción de los 
miembros de las Fuerzas Armadas y los miembros del Congreso que son 
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juzgados por sus propias Cámaras. En relación a la responsabilidad penal, le 
corresponde a la justicia ordinaria juzgarlo y condenarlo si hubiera lugar a ello. 
El constitucionalista César Quintero Correa cuando se refiere a los 
principios fundamentales del lmpeachment manifiesta: 
que el órgano legislativo sólo puede penar al funcionario - 
que juzgue y condene en virtud del juicio- con la destitución del 
cargo e inhabilitación para ejercer cargos públicos. 
El otro principio del impeachment es el de que el funcionario 
una vez penado con la destitución y la inhabilitación por la 
autoridad legislativa, puede ser luego- si hay base para ello-
acusado, enjuiciado, condenado y castigado conforme al 
derecho común "(Quintero, 1967, pág. 541). 
Según la historia constitucional de los Estados Unidos de América los 
antecedentes relacionados con la impugnación de un Presidente son limitados. 
Como algo ya cumplido aludimos al caso del Presidente Andrew Johnson, quien 
en 1868 fue denunciado por la Cámara. Johnson evitó ser destituido por el 
Senado por apenas un voto, cuando la votación de 35 en contra y 19 a favor se 
quedó corta del margen de los dos tercios, es decir, no hubo mayoría. Tal hecho 
sucedió cuando Andrew Johnson suspendió a M. Staton, Secretario de Guerra y 
designó a Grant para reemplazarlo. Cuando llegó este suceso al conocimiento 
del Congreso, esta institución rechaza los hechos invocados por Johnson y 
confirma el nombramiento de Staton en su posición de Secretario de Guerra. El 
Presidente finge aceptar la resolución del Congreso y transcurridos varios días 
separa a Staton e instala en la posición al General Grani, un amigo de toda su 
confianza. El mismo día de tos acontecimientos el Presidente remite una nota a 
Staton y otra al Congreso, respondiéndole este último que según lo instituido en 
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la Constitución y las leyes no poseía poder para cambiar al Secretario de 
Guerra, sin embargo Johnson mantuvo su posición. Como consecuencia 
inmediata la 	 Cámara de Representantes yola por mayoría tal acusación y 
confía a una comisión para que disponga todo lo concerniente. Aquí la 
acusación está caracterizada por un defecto, ya que no se acusa por variar 
ninguna ley penal, sino que se pretende encuadrar el asunto dentro de la 
cuestión política por el hecho de haber usurpado las funciones del Órgano 
Legislativo, y unido a esta acusación todas aquellas que le hiciera el 
Representante de Ohio en el año anterior. En su defensa el Presidente designó 
a reputados abogados entre ellos Benjamín R. Curtis, y el Senado debatió varios 
meses, y el Presidente obtuvo garantías. Aquí resalta el hecho de que por 
primera ocasión se le concede a un funcionario público la exención de ser 
acusado, sin que se le suspendiera del puesto. Así Andrew Johnson tuvo el 
privilegio de ser acusado sin ser suspendido del cargo. 
Otro ejemplo lo referimos al Presidente Richard Nixon, quien enfrentó una 
amenaza grave de ser impugnado como consecuencia de las acusaciones 
derivadas del conjunto de escándalos que llegaron a conocerse como 
Watergate. A raíz de este caso, el Presidente republicano Richard Nixon fue 
obligado a renunciar el 8 de agosto de 1974. Los acontecimientos se iniciaron 
con la aprehensión de cinco personas en las oficinas del Comité Nacional del 
Partido Demócrata, ubicado en el edificio Watergate de Washington D.C. El 
propósito era el de adquirir los archivos de los demócratas acerca de las 
relaciones comerciales de Donald Nixon, hermano del Presidente con el 
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multimillonario Howard Hughes. Con fundamento del allanamiento de 
Watergate, siete hombres fueron llamados a comparecer ante la justicia. Luego, 
entre el 11 y  15 de enero de 1973 cinco de los enjuiciados aceptaron su 
culpabilidad y los dos restantes fueron declarados culpables. 
El resultado penal anterior corroboró la existencia de suficientes indicios 
de una posible labor de encubrimiento nacida e impulsada por la Casa Blanca, 
mas el Presidente Nixon negó toda participación de la Presidencia con los 
acontecimientos y el Senado anuncio entonces el inició de una investigación. 
A partir de tal investigación por el Comité del Senado comparecieron los 
individuos allegados a Nixon: el ex Fiscal General John N. Mitchell, el jurista 
personal del Presidente, Herbert W. Kalmbach, y los directores de la CIA 
Richard M. Helms y M.L Patrick Gary, e inclusive los participantes en la entrada, 
en el complejo Watergate. El asesor personal de Nixon, Dean fue el primero en 
manifestar que el Presidente estaba involucrado en el asunto, y lo hizo el 25 de 
junio, y días posteriores, el testigo Alexander P. Butterfield mostró las cintas 
magnetofónicas conteniendo la mayor parte de las conversaciones que se 
realizaron en la oficina de la presidencia desde comienzos de 1971. Tales 
grabaciones desempeñaron su parte indispensable en el proceso. Frente a la 
oposición de Nixon a presentarse y admitir el acceso del Senado a sus 
documentos manifestando en carta el 7 de julio, tanto el Comité y el Fiscal 
Especial, Archibald Cox le remitieron una solicitud para que entregara las cintas 
grabadas entre el 20 de junio de 1972 y  el 15 de abril de 1973, mas el 
Presidente negó tal solicitud. La lucha legal siguiente terminó el 1 de septiembre 
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con una conclusión de compromiso frente al Tribunal de Apelaciones de 
EE.UU., que consistía en la entrega voluntaria con partes de las cintas por el 
Presidente a Cox y a Charles Wriht, como representante de la Casa Blanca, con 
el fin de que las examinaran y decidieran qué fragmentos pudieran ser 
entregados al Jurador acusador. El 19 de octubre, el Presidente Nixon prometió 
entregar una recopilación, y al día siguiente despidió a Cox y suprimió la Oficina 
M Fiscal Especial, por lo cual el Fiscal General, Elliot Richardson, dimitió. Ante 
la amenaza del lmpeachment indujo al Presidente a entregar las grabaciones al 
Juez desde el 23 de octubre. En julio de 1974, el Comité Judicial de la Cámara 
de Representantes votó tres artículos del proceso de lmpeachment en los cuales 
entre otras se acusaba al Presidente de haber optado personalmente o 
mediante sus agentes o subordinados siguiendo un rumbo de conducta o plan 
encaminado para retrasar, impedir y obstruir la investigación acerca del 
problema Watergate. Sin embargo, Nixon frente al conocimiento seguro de tener 
que afrontar tal acusación, y ser en último caso destituido de su puesto, renunció 
el día 8 de agosto de 1974 a la presidencia antes que la Cámara determinara 
actuar. Posteriormente, el mismo fue indultado por el Presidente Gerald Ford. 
Por último, se presenta el juicio al Presidente de los Estados Unidos 
William Jefferson Clinton: Los antecedentes tienen lugar por la relación con la 
ex becaria de la Casa Blanca Monica Lewisnky. En enero de 1998, el escándalo 
llegó a la justicia. Clinton y Lewisnky niegan bajo juramento haber tenido 
relaciones sexuales, pero luego aparece una grabación en la que la ex becaria 
las admite. El fiscal Kenneth Star inicia una investigación por falso testimonio y 
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perjurio contra el Presidente. En agosto de 1998, a cambio de inmunidad, 
Lewisnsky reconoce haber tenido relaciones sexuales con Clinton. El 19 de 
diciembre de 1998 la Cámara de Representantes de los Estados Unidos votó a 
favor de enjuiciar al Presidente William Jefferson Clinton bajo dos de los cargos 
presentados por el Comité Jurídico de la Cámara, siendo la segunda vez en la 
historia que un Presidente es enjuiciado. El primer cargo fue haber cometido 
perjurio en su testimonio al gran jurado sobre su relación con la ex becaria de la 
Casa Blanca, Monica Lewinsky ,y el segundo cargo por obstrucción de la justicia 
al tratar de frustrar la investigación del Fiscal independiente Kenneth Star sobre 
el caso Lewinsky - En diciembre de 1998, la Cámara baja aprueba enjuiciarlo, 
pero en febrero de 1999, una mayoría republicano-demócrata en el Senado, que 
actúa de juez, finalmente lo absuelve de los cargos de perjurio y obstrucción de 
la justicia, ya que no se consiguió la mayoría necesaria de dos tercios para 
dictaminar la destitución. 
2.3.3.4 La Finalidad del Juicio Político. 
Es determinar la responsabilidad de los altos funcionarios en el ejercicio 
de sus funciones. Según la doctrina hay tres posiciones sobre la 
responsabilidad. 
2.3.3.4.1 	 Irresponsabilidad Total 
Derivado del hecho de que la monarquía es la manera como el hombre 
manifiesta su poder supremo, basado en el príncipe soberano, tal monarquía 
puede ser de dos clases: a) Absoluta: el soberano desempeña en forma 
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personal los poderes estatales, b) Constitucional: los diversos órganos actúan y 
cooperan con el Monarca derivado de lo señalado según una ley máxima. 
El esquema en que el Rey poseía el control del Poder Ejecutivo cambió 
hacia el siglo XIX, el Primer Ministro se convirtió en el verdadero jefe del 
Ejecutivo y el Rey adquirió una función simbólica. Pero en los sistemas 
monárquicos constitucionales el Rey o soberano no es responsable política y 
penalmente, y por consiguiente no puede ser sancionado en ningún lugar y 
tiempo. Tratando este tema nos opina Cuello Calón que: 
"La razón de esta responsabilidad, según la doctrina corriente, 
no es más que una consecuencia de la independencia recíproca 
de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial consagrado en las 
constituciones, pues la independencia del poder ejecutivo 
desaparecería si la persona del rey, que es su depositario 
pudiera ser juzgado por lo tribunales de justicia. Esta 
irresponsabilidad que se proclama para los monarcas 
constitucionales no se extiende, en principio, a los presidentes 
de los países de régimen republicanos" (Cuello Calón, 1961, 
pág. 245). 
También las Cartas Constitucionales monárquicas declaran que la imagen 
del rey no se puede violar, no únicamente en lo que respecta a su modo de 
actuar políticamente, en la cual hasta cierta manera deben responder sus 
Ministros, incluso también en lo que respecta al cometer los delitos comunes, 
ante lo que abarca la Inviolabilidad. En Gran Bretaña, la Corona está 
representada por la Reina, y la cual es teóricamente la Jefa del Estado, en tanto 
el Parlamento escoge al Primer Ministro y también es común que las funciones 
son desempeñadas por los Ministros que responden ante el Parlamento. Sin 
embargo, se exige la participación de la Reina así tenemos que ante el 
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Parlamento la Reina convoca, prorroga (suspende hasta la próxima sesión sin 
disolverlo), y disuelve el Parlamento. Y en vinculación con la justicia la Reina 
puede con el Consejo Ministerial conceder perdón o evidenciar clemencia a los 
sentenciados por determinado delito. De acuerdo con la ley, la Reina actuando 
como persona individual jamás puede actuar dentro de lo que es malo, ya que 
ella posee inmunidad opuesta a los procesos civiles o penales, y no se le puede 
aplicar demanda dentro de los proceso mencionados, ante los tribunales de 
justicia, sin embargo, de tal inmunidad no tienen derecho los demás miembros 
de la familia real. 
El autor Manzini citado por Humberto Barrera Salamanca dice sobre el 
párrafo anterior que: 
La inmunidad absoluta de que goza el rey, al encontrar su 
razón de ser no en la persona del monarca, sino en la 
institución, tiene carácter de prerrogativa y no de privilegio' 
(Barrera Salamanca, 1962, pág. 21). 
En el derecho español, el apartado tercero del precepto primero de la 
Constitución de 1978 dice que: "La forma política del Estado Español es la 
Monarquía parlamentaria", es decir, que la monarquía parlamentaria es una 
democracia coronada donde el Rey reina pero no gobierna, y realiza funciones 
de árbitro y moderador, pero se mantiene al margen de cualquier actividad 
relacionada con los tres poderes clásicos, el ejecutivo, legislativo y judicial. 
Por su parte, el articulo 56, párrafo 3 de la Carta citada indica que: 
'La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a 
responsabilidad. Sus actos estarán refrendados en (a forma 
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establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho 
refrendo, salvo lo dispuesto en el articulo 652.1 
Al establecer el artículo 56,3 que la personalidad del Rey es Inviolable ello 
significa que al Jefe de Estado se le está reconociendo un adecuado amparo 
civil y penal ante lo cual se evitará con todos los medios que su personalidad 
fuese sometido a juicio en el ámbito de la jurisdicción española; debiendo 
quedar claro que los limites de esa inviolabilidad sólo afectarán a la persona del 
Rey, pero no a su patrimonio y asimismo, tampoco quedarían cubiertos por la 
inviolabilidad los miembros de la familia real. 
Entretanto que la Irresponsabilidad del Rey significa que se exonera al 
Monarca de toda responsabilidad, no ya jurídica, sino política, por los actos que 
como tal Rey lleva a cabo. El Rey es irresponsable de sus actos porque nunca 
puede obrar solo ("The King cannot act alone", decían los británicos) y, en su 
lugar, responden quienes, mediante refrendo en sus diversas formas, asumiendo 
los actos regios. Entonces esta será la persona refrendante, quien asume la 
responsabilidad de todos los actos es la persona que los refrenda (Presidente 
del Congreso de los Diputados en el caso del nombramiento del Presidente del 
Gobierno, Ministros o Presidente del Gobierno). 
El argumento de la no responsabilidad del Monarca la hayamos en el 
hecho que en las gobiernos monárquicos parlamentarios el Monarca no detenta 
poder alguno, así como antes hemos explicado, y por tal razón no es 
responsable. Sus hechos han de ser autorizados por el Presidente del Gobierno, 
Ministro acordado o el Presidente del Congreso. Únicamente con el refrendo se 
completa y lograr validez y poder todos los actos del Rey, pero a su vez por 
medio de esta institución se elude la responsabilidad, de acuerdo como Jefe de 
Estado, llevando tal responsabilidad adecuadamente al individuo que lo 
refrenda. Estas posiciones expuestas sobre la Inviolabilidad e Irresponsabilidad 
del Monarca, consideramos que no pueden ser admitidas, ya que ninguna 
persona puede estar por encima de la Constitución ni la ley, y por lo tanto deben 
ser los primeros en ajustarse a las normas jurídicas y teniendo presente un 
principio general de que todos los ciudadanos somos iguales ante la ley: y en 
especial la ley penal. De ahí que esta posición se da cuando un funcionario es 
totalmente irresponsable por delitos políticos y delitos comunes, sin embargo, 
puede existir la irresponsabilidad política ilimitada, y el gobernante puede ser 
penalmente responsable como cualquier ciudadano. 
En relación al Presidente de la República, hemos comentado que va 
responder ante el cuerpo legislativo por ciertos actos de naturaleza política y 
algunos de tipo penal, mientras que Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia no tienen un régimen de excepción en cuanto a responsabilidad penal; 
de ahí, que son responsables por la comisión de cualquier delito tipificado en el 
Código penal y en las leyes penales especiales. 
2.3.34.2 	 Responsabilidad Limitada. 
La responsabilidad limitada se da cuando el funcionario de elevada 
jerarquía no es responsable políticamente, pero es responsable penalmente, o 
es irresponsable penalmente, pero responsable políticamente. La Constitución 
política istmeña trata el sistema de responsabilidad limitada. En el articulo 191, 
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N° 1 y  N° 2 se señalan las causales de naturaleza política por las cuales 
responde el Primer Mandatario, a excepción del N° 3 que consagra algunas de 
tipo penal. 
2.3.3.4.3 	 Responsabilidad ilimitada o Total 
La responsabilidad ilimitada o total contempla el hecho que el Presidente 
de la República, al igual que otros importantes funcionarios de la administración, 
responden por las infracciones a la Constitución y a las leyes. Algunos sostienen 
que es aplicable el articulo 18 de la constitución que expresa que: 
"Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por 
infracción de la Constitución o de la Ley. Los servidores públicos 
son por esas mismas causas y también por extra/imitación de 
funciones o por omisión en el ejercicio de éstas" 
Referente al tema, el Dr. Quintero manifiesta que: 
"Podría alegarse, en contra de los que acabamos de sostener, 
que según el artículo 20 de nuestra Constitución, los 
funcionarios públicos son responsables "por infracción de la 
Constitución o de la Ley". .y por "extralimitación de sus 
funciones o por omisión en el ejercicio de éstas." 
Podría invocarse, asimismo, el precepto más especial contenido 
en el tantas veces mencionado artículo 119, según el cual la 
Asamblea tiene facultad para juzgar al Presidente, entre otros 
actos, por aquellos ejecutados por éste que sean "violatorios de 
la Constitución y de las leyes". 
A esto respondemos, como ya advertimos, que ambas 
disposiciones (la del artículo 20 y la del 119) están supeditadas 
al artículo 148, por ser el específico. 
En consecuencia, las dos disposiciones citadas sólo pueden ser 
aplicables al Presidente en la medida en que se ciñan al referido 
artículo 148" (Quintero, 1967, pág. 547). 
2.3.4 Responsabilidad Penal 
El Primer Magistrado de la Nación debe ajustar su conducta a la 
Constitución y la Ley, y su incumplimiento puede traer como consecuencia 
sanciones no solamente de tipo político, sino penal. En el derecho penal, la ley 
es la principal fuente, significa que ninguna persona puede .ser castigada, sino 
por los hechos definidos como delitos en la misma, ni con penas que no hayan 
sido establecidas de manera legal. Rafael Márquez Piñero da una definición de 
la ley penal: 
11 como la manifestación de voluntad colectiva, expresada a 
través de los órganos constitucionales y publicada de 
conformidad con los preceptos vigentes, definiéndose en ella los 
delitos y estableciéndose y aplicándose las penas y las medidas 
de seguridad' ( Márquez Piñero, 1986, pág. 84). 
De ahí, que la infracción de la ley penal que cometan los particulares y 
los funcionarios públicos puede generar la denominada responsabilidad penal. 
Miguel Sapiain Urizar, citado por Maria Del Consuelo Rivera Soriano, al 
referirse a la responsabilidad penal manifiesta que: 
"es la que genera el ejercicio de la acción penal. Cuando nos 
referimos a esta responsabilidad penal de los funcionarios 
públicos, hablamos de aquella obligación que tiene el individuo 
investido de funciones públicas, frente a un delito cometido por 
él" (Rivera Soriano, 1975-1976, pág. 25). 
En relación a la responsabilidad penal de los miembros de los tres 
Órganos del Estado, entre los que están: el Jefe del Órgano Ejecutivo, los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, los Miembros de la Asamblea 
Nacional, pueden cometer actos delictivos en el ejercicio de sus funciones al 
igual que infracciones como cualquier ciudadano en particular. Esos actos 
delictivos en el ejercicio del cargo nos dice Humberto Barrera Salamanca que 
son: 
11 
aquellos que requieren determinada calidad en el sujeto 
activo (cuando, por ejemplo, sólo los puede cometer un 
funcionario público... "(Barrera Dominguez, 1962, pág. 47), 
Y también pueden cometer actos delictivos que no guardan relación con 
el cargo que desempeñan, como cualquier miembro de la sociedad, y que son 
los delitos comunes que define el mismo autor como: 
aquellos que no son cometidos en el ejercicio de funciones 
públicas, esto es, conductas punibles que atentan contra el 
común de las personas, sin que su ejecución afecte los 
intereses del Estado, ni dependa su perpetración del ejercicio de 
las funciones públicas" (Barrera Domínguez, 1962, pág. 46). 
Ya se ha señalado en relación al Presidente de la República su grado de 
responsabilidad, pero respecto a los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, dice el Dr. César Quintero Correa que: 
"En cuanto a los Magistrados de la Corte Suprema, la adicción 
subrayada establece claramente que la Asamblea sólo puede 
juzgar a tales magistrados por actos ejecutados en el ejercicio 
de sus funciones a) que perjudiquen el libre funcionamiento del 
poder público; b) que sean violatorios de la Constitución y las 
leyes" (Quintero, 1967, págs. 540-541). 
Sobre esta posición externada por el Dr. Quintero, es necesario indicar 
que las Carta constitucionales que han regido en Panamá no ha establecido las 
causales de responsabilidad ni política ni penal en las que puedan incurrir los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. En la situación que un Magistrado 
corneta un delito de responsabilidad oficial consideramos que le corresponde al 
Órgano Legislativo conocer y juzgar, pero si el Magistrado comete un delito 
común la Asamblea debe solamente limitarse a autorizar el juzgamiento por 
parte de la justicia ordinaria. 
2.3.4.1 Principio de Igualdad de las personas ante la Ley 
El principio de igualdad ante la ley, se encuentra relacionado al tema de 
la responsabilidad penal. Para comprender el mismo, debemos partir que 
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algunos autores estudiosos del derecho expresan que los nobles, y demás 
personas ubicadas en las altas esfera sociales experimentaban los castigos más 
benévolos cuando ocurría su ejecución, pero los plebeyos, es decir, los 
individuos mas modestos padecían toda una inmisericordia por el suplicio del 
cual eran víctimas. Estas desigualdades ante la ley fueron suprimidas a partir de 
la Declaración de los Derechos del Hombre de la Revolución Francesa de 1789, 
que consagró el principio de igualdad ante la ley, y que la Constitución consagra 
en los artículos 19 y 20 que dicen: 
ARTÍCULO 19. No habrá fuero o privilegios ni discriminación 
por razón de raza, nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, 
religión o ideas políticas' 
ARTÍCULO 20. Los panameños y los extranjeros son iguales 
ante la Ley. 
Al citar estos artículos, es importante destacar que en el derecho 
procesal penal se reconocen ciertas prerrogativas de carácter funcional, pero no 
en relación a la persona, sino por el ejercicio del cargó que las mismas 
desempeñan. Sobre el particular, manifiestan Campo Elías Muñoz R. y Aura E. 
Guerra de Villalaz que: 
"En nuestra opinión, en el derecho positivo panameño no existe 
ninguna exención de responsabilidad que derive de la persona. 
Encontramos, sin embargo, algunas prerrogativas de carácter 
funcional que constituyen excepciones a la regla de 
obligatoriedad de la ley penal y que surgen del Derecho 
Internacional y de la propia Constitución..." (Muñoz R., y Guerra 
deVillalaz, 1980, pág.164). 
Las excepciones a las que hacen referencia estos autores son las 
contempladas en el Articulo 15 y 16 del Código penal que disponen sobre el 
particular: 
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"Articulo 15: La ley penal panameña se aplicará sin distinción 
de personas, con excepción de: 
1) Los Jefes de Estado extranjero que se encuentran en el 
territorio nacional; 
2) Los Agentes Diplomáticos de otros Estados y demás 
personas que gocen de inmunidad según las 
convenciones internacionales vigentes en la República 
de Panamá; 
3) Los casos previstos en la Constitución Política'. 
En cuanto al numeral 1 significa que los Jefes de Estado extranjeros que 
se encuentran en el territorio no se les puede aplicar la ley penal panameña por 
un delito que hayan cometido. Esta excepción no implica impunidad a favor de 
los mismos, ya que ellos quedan sujetos a las leyes del país que representan y 
su aplicación es un problema del derecho penal interno del Estado que 
representan. Igualmente gozan de este privilegio los agentes diplomáticos que 
gozan de inmunidad, tal como lo consagra el artículo 298 del Código de 
Bustamante que dice: 
"Gozan de igual exención los Representantes diplomáticos de 
los Estado contratantes en cada uno de los demás, así como los 
empleados extranjeros y las personas de la familia de los 
primeros y que viven en su compañía". 
En relación a los casos previstos en la Constitución Política, está la 
Inmunidad de los miembros de la Asamblea Legislativa, actualmente Asamblea 
Nacional. 
2.3.4.2 Delitos Comunes y Oficiales, Faltas o Contraven-
ciones de Policía 
Es importante, considerar los delitos comunes y oficiales o causales de 
responsabilidad oficial, e igualmente las faltas o contravenciones administrativas 
de policía, ya que más adelante se observará que guardan relación con la 
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competencia de la Asamblea Nacional para conocer de las causas de naturaleza 
común, en las que incurra el Presidente de la República. El Código penal 
panameño en su articulo 1 dispone que: ' ...Las infracciones de la ley penal se 
dividen en delitos y faltas, las últimas las define y castiga el Código 
Administrativo". Se desprende de este artículo, que en la legislación positiva 
panameña, las transgresiones a la ley penal se clasifican en delitos y faltas o 
contravenciones de policía, éstas últimas reguladas en el Código Administrativo. 
En ciertas ocasiones la diferenciación entre delitos comunes y oficiales se 
presta a confusión por la terminología utilizada. Eduardo Andrade Sánchez 
expresa que: 
por delitos oficiales se entendían aquellos cometidos con 
motivo del desempeño del cargo público conferido. Delito 
común, por exclusión sería todo aquel que se cometiera sin 
relación con el desempeño de la función pública encomendada 
al funcionario" (Andrade Sánchez, 2004, pág. 5). 
En la legislación panameña, los delitos oficiales son aquellos en los que 
incurre el Presidente de la República, pero en el ejercicio de sus funciones, y los 
comunes son los que puede realizar en violación de las normas del Código penal 
y que no guardan relación con el cargo que desempeña como por ejemplo los 
delitos contra la propiedad, el pudor y la libertad sexual, la vida y la integridad 
personal (homicidio, lesiones personales), el patrimonio (hurto, robo, extorsión y 
secuestro, estafa), violencia doméstica, entre otros. 
Anteriormente hemos señalado que el artículo 191, en sus numerales 1 y 
2 de la actual Constitución describen las conductas de naturaleza oficial o 
política, mientras que el numeral 3 establece la responsabilidad penal del 
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Primer Mandatario de la Nación, por los delitos comunes como son: contra la 
Personalidad, Jurídica del Estado y contra la Administración Pública (peculado, 
concusión y exacción, corrupción de servidores públicos, abuso de autoridad e 
infracción de los servidores públicos). 
Desde otro ángulo, en la justicia administrativa de policía existen dos 
tipos o modelos de procesos: el correccional de policía y el civil de policía. Nos 
interesa el primero. En este proceso las autoridades de policía conocen y 
sancionan si hay lugar para ello, aquellas conductas que el Código 
Administrativo, al igual que otras leyes tipifican como faltas o contravenciones 
administrativas. Estas conductas pueden ser: provocaciones y amagos, 
embriaguez, riña, daños, estafa y lesiones entre otras. Igualmente están las 
faltas producto de colisiones de tránsito que son de naturaleza correccional y 
que la Corte Suprema de Justicia conoce atendiendo a la calidad de una de las 
partes en virtud de los que establece el articulo 87(2)(b) del Código Judicial. 
El concepto de falta aludido en dicho artículo según la Corte: 
incluye no sólo las causas disciplinarias sino aquellas causas 
que, tras lesionar el ordenamiento jurídico, no constituye delito, 
como seria, por ejemplo, los trámites a que dan lugar las 
colisiones vehiculares. 
De donde resulta que el vocablo "faltas" alude a un concepto 
más abarcador"(FalIo de 26 de noviembre de 1993. Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia. Magistrado Ponente José Manuel 
Faúndes, pág. 1). 
Si el Presidente de la República por suposición llegase a incurrir en una 
falta o contravención de Policía, opinamos que no puede ser sancionado por la 
autoridad administrativa de policía, ya que ni la Constitución ni la ley así lo 
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contemplan; sin embargo, los miembros de la Asamblea Nacional, los Ministros 
de Estado, los Procuradores Generales de la Nación y de la Administración, 
entre otros, si se les abre una causa administrativa de policía por la comisión de 
una falta, deben responder, tal como lo preceptúa la Constitución y el Código 
Judicial ante la autoridad competente de conocer sus faltas. Entonces, le 
corresponde al Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en virtud del artículo 86, 
ordinal 2, literal b conocer de las causas por delitos comunes o faltas cometidas 
en las que incurran: los Ministros de Estado, el Procurador General de la 
Nación, el Procurador de la Administración, los Miembros de la Asamblea 
Legislativa, y otros altos funcionarios de jerarquía, en virtud de la calidad de las 
partes y el mismo guarda relación con la función que desempeña el sumariado. 
Este artículo 86 del Código Judicial, ha tenido aplicación en Panamá, en 
casos seguidos a altos funcionarios del Estado, entre los cuales está el proceso 
penal seguido al Licenciado Rogelio Cruz Ríos, quién se desempeñaba como 
Procurador General de la Nación, en la década de los años noventa, y quien fue 
objeto de una denuncia penal el día 26 de octubre de 1992, por los señores 
Rodrigo Arosemena, Leo González, Eusebio Marchosky y Alvin Weeden, por el 
delito de concusión y el cual mediante sentencia de fecha 28 de octubre de 
1993, dictada por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, fue condenado a la 
pena de doce meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de funciones 
públicas por igual periodo, como autor del delito de abuso de autoridad tipificado 
en el articulo 336 del Código Penal. 
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Igualmente el articulo 86 del citado Código hace referencia a las faltas 
que cometan los altos dignatarios del Estado, entre ellos los Ministros y los 
legisladores, hoy día Diputados. En el caso de los legisladores, antes de las 
reformas constitucionales del 2004 a la Carta de 1972, éstos gozaban de 
inmunidad, la cual es un privilegio de que gozan los diputados al no ser llamados 
a juicio criminal o policivo, sin permiso de la Asamblea Legislativa de la cual 
forman parte. De ahí que la inmunidad sea esencialmente de tipo penal, es 
decir, rige con respecto a las leyes penales y frente a las autoridades judiciales y 
administrativas por actos delictivos del individuo investido del cargo de diputado. 
La misma estaba contemplada en el artículo 149 de la Constitución de 
1972 reformada por el Acto Constitucional de 1983 que disponía que: 
Cinco días antes de/período de cada legislatura, durante ésta 
y hasta cinco días después, los miembros de la Asamblea 
Legislativa gozarán de inmunidad. En dicho período no podrán 
ser perseguidos ni detenidos por causas penales o po/icivas, 
sin previa autorización de la Asamblea Legislativa." 
Es decir, que para investigar y procesar a un legislador se realizaba una 
especie de antejuicio ante el Órgano Legislativo, y que por mandato 
constitucional se iba a limitar, a determinar si había lugar a formación de causa 
en contra del legislador; por lo que comprobada dicha causa la Asamblea debía 
autorizar su enjuiciamiento ante el tribunal competente y este decidiera sobre su 
eventual responsabilidad por el delito imputado. 
En relación al punto, la Corte Suprema de Justicia mediante fallo de fecha 
12 de mayo de 1995 señalo que: 
40 
"La regla general entonces es que, cuando estamos ante la 
comisión de un delito o falta por parte de uno de los 
Legisladores, será necesario agotar el mecanismo de la 
autorización previa, que implica que el propio organismo 
determine si procede o no la investigación. El cumplimiento de 
este trámite es importante, pues de su decisión dependerá la 
suerte del proceso penal o policivo. Si se autorizara 
expresamente, habrá lugar a seguimiento de causa, pero si no 
se autoriza habrá que cerrar definitivamente las piezas 
procesales que se hayan adelantado sin el cumplimiento de ese 
acto fundamental de validez juridica"(FalIo de 12 de mayo de 
1995.Pleno de la Corte Suprema de Justicia. Magistrado 
Ponente Arturo Hoyos., organojudicial.go.pa/, pág. 2). 
Con las reformas Constitucionales del 2004, la autorización que antes 
otorgada la Asamblea Legislativa para la investigación y juzgamiento fue 
modificada, quedando el artículo 155 de la siguiente forma: 
"Los miembros de la Asamblea Nacional podrán ser 
investigados y procesados por el Pleno de la Corte Suprema de 
Justicia, por la presunta comisión de algún acto delictivo o 
policivo, sin que para estos efectos se requiera autorización de 
la Asamblea NacionaL.." 
En relación a la contravenciones o faltas, en las que estén involucrados 
altos funcionarios del Estado en la investigación, encontramos causas 
administrativas derivadas de accidentes de tránsito, y ante lo cual la Corte 
Suprema de Justicia (Pleno) tiene competencia atendiendo a la calidad de una 
de las partes involucradas, y en base al artículo 87, numeral 2, literal b del 
Código Judicial, por ejemplo, existen casos donde han estado involucrados 
altos funcionarios, como el Fiscal Electoral, Legisladores y Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia. En la situación particular de éstos últimos la Corte ha 
dicho por fallo de 7 de abril de 1997 que: 
...La Corte Suprema de Justicia, a través de todos los años de 
existencia, se ha adscrito competencia para conocer de 
cualquier controversia policiva en donde, en alguna forma, sea 
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parte algunos de los miembros de esa corporación, tales como 
asuntos de tránsito" (Fallo de¡ 7 de abril de 1995. Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia. Magistrado Ponente Raúl Trujillo 
Miranda, Registro Judicial de Abril de 1995, pág. 124). 
Es importante destacar que la Corte Suprema de Justicia se ha adscrito 
competencia en las diligencias de tránsito y procesos penales donde se 
encuentra involucrada persona que al momento de su juzgamiento desempeña 
el cargo de Vicepresidente de la República. Esta situación tiene sus 
antecedentes en un caso seguido al Vicepresidente de la República, Dr. Ricardo 
Arias Calderón y donde la Corte señaló que ante un vacío jurídico, en lo 
referente a una normativa que determinara la autoridad competente para 
conocer de las denuncias presentadas contra la figura del Vicepresidente de la 
República, era competente el Pleno. En su fallo de 4 de junio de 1992, 
manifestó que: 
Ante el vacío jurídico existente el Pleno de esta máxima 
corporación considera prudente analizar la normas 
constitucionales que regulan la figura jurídica de los 
Vicepresidentes de la República y al respecto observa que el 
artículo 180 establece en su numeral 2, entre las funciones de 
los Vicepresidentes de la República el asistir con voz, pero sin 
voto, a las sesiones del Consejo de Gabinete. Por otro lado, el 
Artículo 194 de nuestra Carta Magna establece que los 
Vicepresidentes forman parte el Consejo de Gabinete. Al 
Presidente de la República, quien preside el Consejo de 
Gabinete lo juzga la Asamblea Legislativa según lo establece el 
artículo 154 de la Constitución Nacional. Los demás miembros 
de dicho Consejo lo constituyen los Vicepresidentes y los 
Ministros de Estado. Sobre los Vicepresidente es evidente el 
vacío legal existente. Los Ministros de Estado, está claro, los 
juzga la Corte Suprema de Justicia en Pleno con fundamento en 
lo dispuesto en el artículo 87 del Código Judicial. Por ende, si a 
los miembros del Consejo de Gabinete los juzga esta máxima 
Corporación, a excepción del Presidente cuyo caso lo contempla 
taxativamente el artículo 154 ya mencionado, la Corte considera 
que, ante el vacío legal existente, lo procedente es, pues, 
establecer que el conocimiento de las causas por delitos 
comunes o faltas cometidas por los Vicepresidentes de la 
República, le corresponde igualmente al Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia"(FaIJo de 4 de junio de 1992. Pleno de la 
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Corte Suprema de Justicia. Magistrado Ponente Dr, Arturo 
Hoyos. Registro Judicial, junio de 1992). 
2.4 	 El Enjuiciamiento del Presidente de la República por la Comisión de 
Delitos Comunes en el Derecho Comparado. 
Ahora nos Corresponde estudiar el enjuiciamiento del Jefe de Estado, en 
el derecho extranjero. En este punto, dependiendo del sistema jurídico de cada 
país, observamos que el mismo es procesado y juzgado por el Parlamento por la 
comisión de delitos oficiales a través del juicio político, y por la justicia ordinaria 
cuando son delitos de naturaleza común. 
2.4.1 Estados Unidos Mexicanos 
En el derecho constitucional Mejicano, el enjuiciamiento de los altos 
Personeros del Estado, se realiza a través del juicio Político y la Declaratoria de 
Procedencia. En primer lugar, el juicio político se lleva ante el Congreso de la 
Unión, es decir, la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores, y tiene 
como finalidad sancionar a un número identificado y excluyente de altos 
funcionarios de la Federación y de los Estados, que desde el ejercicio particular 
de su cargo, empleo o comisión, hayan incurrido en actos u omisiones que 
producen perjuicio a los intereses públicos fundamentales y al buen despacho. 
Por su parte, la Declaratoria de Procedencia es un procedimiento por el 
cual el Congreso analiza si un servidor público que goza de determinada 
inmunidad procesal, es responsable de la comisión de un delito y, de serlo, lo 
pone a órdenes de la justicia ordinaria. 
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En México, los altos funcionarios del Estado, entre ellos el Presidente de 
la República gozan de una protección especial, denominada en la doctrina como 
Fuero Constitucional y el cual los protege de posibles acciones penales. 
La figura del Jefe de Estado, en el derecho mexicano, no está sujeta al 
juicio político contemplado en el articulo 110 de la Constitución Mejicana, pero sí 
es sujeto de responsabilidad penal, o sea que al mismo se le sujeta a un 
régimen especifico que solamente es aplicable a él, y que significa que 
únicamente durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado según el 
artículo 108 por el delito de traición a la patria y delitos graves del orden común. 
El mismo no es responsable por los delitos del orden común, al igual que por 
delitos oficiales y faltas administrativas. 
Los profesores Raúl Carranca Trujillo y Raúl Carranca y Rivas, citado por 
Márquez Piñero sobre este punto manifiestan que: 
"Entienden que, strlcto sensu, ello supone que el Primer 
Magistrado de la Nación, durante el tiempo de su encargo, 
estará exento de responsabilidad por delitos leves del orden 
común y por todos los del orden federal En relación con los 
delitos leves comunes, los autores citados estiman que la 
 
exención es perfectamente aplicable, pues seria inadecuado  
perturbar, su muy delicada función política por eventos 
irrelevantes y someterlo, por motivo fútil, al Poder Judicial. En 
cambio, dicho autores sostienen que en los delitos federales, de 
singular trascendencia en la vida nacional, la exención carece 
de solidez juridica"(Márquez Piñero, 1986, pág. 126). 
(Elsubrayado es nuestro) 
El juicio no se realiza ante los tribunales del Poder Judicial, sino que se 
conduce por ambas Cámaras del Congreso de la Unión. La de Diputados actúa 
en condición de Fiscal y la de Senadores se desempeña como Juez. 
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2.4.2 Argentina 
En la Argentina, las personas que están sujetas a la acusación por la 
Cámara Baja (Diputados), son: el Presidente! Vicepresidente! Jefe de Gabinete 
de Ministros, Ministros y, Miembros de la Corte Suprema (art. 53 de la Carta 
Magna). Este artículo contempla como causales y que dan lugar al juicio político 
el mal desempeño (negligencia o morosidad en el ejercicio de sus funciones), los 
delitos en el ejercicio de las funciones (necesita la incriminación legal de la 
conducta, es decir, que el Senado debe moverse dentro del marco del Código 
penal) y los crímenes comunes donde se esta juzgando no al funcionario, sino al 
ciudadano que comete crímenes comunes fuera de sus funciones. 
En la posición del juicio al Presidente de la República, este puede ser 
separado por resolución del Parlamento. La manera de hacerlo estriba en que la 
denuncia por juicio político puede comenzarla cualquier persona particular o un 
diputado. Si la delegación de juicio político comprende que no hay merecimiento 
para acusar ello se manifiesta mediante una opinión autorizada, aclarando de 
que según lo actuado ello no responde en la buena fama y honor de la persona 
a quien se acusa; sin embargo, si se da oportunidad a la solicitud, todas las 
actuaciones pasan a la junta o plenario de la Cámara de Diputados, la cual 
requiere una mayoría agravada por los dos tercios de los miembros presentes 
decidirá si prospera o no la acusación. En el caso de prosperar la acusación 
mediante los diputados se conforma una comisión de tres miembros de la 
Cámara con el objeto de que se mantenga la acusación en la Cámara alta. 
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Luego, en tanto que del enjuiciamiento se hace cargo el Senado, que va a 
juzgar en juicio público, es dirigido por el Presidente de la Corte Suprema, pero 
para declararlo es indispensable la mayoría de los dos tercios de los miembros 
presentes. El fallo solamente tiene efecto para destituir al acusado, y reafirmar 
su incapacidad para desempeñar otro puesto de honor, confianza o a sueldo en 
la Nación, sin embargo, el condenado estará sujeto a juicio y castigo, frente a los 
tribunales corrientes. 
2.4.3 Colombia 
La Constitución colombiana consagra una estructura donde el Presidente 
de la República, los Magistrados y el Fiscal General de la Nación, gozan de una 
protección constitucional denominada Fuero Constitucional. Esto equivale a 
afirmar que tales funcionarios no pueden ser investigados ni acusados por 
delitos cometidos con anterioridad al ejercicio de sus funciones o durante el 
periodo por el cual fueron elegidos, ante los jueces ordinarios, sino por los 
autoridad competente que señala la Constitución. 
Anteriormente, en la Constitución colombiana de 1886, el Jefe del 
Ejecutivo tenía una responsabilidad limitada ya que solamente respondía por los 
delitos que la Constitución estipulaba, y estos delitos tenían que ejecutarse 
durante el ejercicio de sus funciones como Presidente de la República; es decir, 
que si los cometía antes de llegar a la Presidencia, no podía ser juzgado por 
ellos. 
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En Colombia el Presidente de la República goza del privilegio del Fuero 
Constitucional, el cual está consagrado en el artículo 199 de la Carta 
Fundamental que dispone que: 
"El Presidente de la República durante el periodo para el que 
sea elegido, o quien se halle encargado de la presidencia, no 
podrá ser perseguido ni juzgado por delitos, sino en virtud de 
acusación de la Cámara de Representantes y cuando el Senado 
haya declarado que hay lugar a formación de causa 
Por sentencia C-148 de 19 de marzo de 1997 la Corte Constitucional de 
Colombia, al referirse al procedimiento para juzgar a los funcionarios que gozan 
del Fuero expresó que: 
"Tratándose de funcionarios que gozan de fuero especial, el 
Congreso adelanta dos tipos de actuaciones judiciales. La 
primera tiene lugar cuando se trata de acusación por delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones, o a indignidad por 
mala conducta. La segunda cuando se trata de acusación por 
delitos comunes. Es la propia Constitución la que otorga 
competencia al Congreso de la República para conocer de 
aquellas denuncias que, por delitos comunes, se formulen ante 
la Cámara- Comisión de Investigación y Acusación- contra 
funcionarios que gozan de fuero especial. 
Obviamente que, por disposición del propio ordenamiento, su 
competencia exclusiva se limita a instruir y acusar o no acusar; 
eljuzgamiento es competencia exclusiva de la h. Corte Suprema 
de Justicia, por lo que la acusación que profiera el Senado de la 
República, cuando se trata de delitos comunes, se constituye en 
el marco jurídico para desarrollar la etapa del juicio penal" 
(Sentencia C-148 de la Corte Constitucional de Colombia, 1997, 
pág. 1). 
Sobre el juzgamiento del Presidente de la República la Cámara de 
Representantés tiene competencia para investigarlo y acusarlo en virtud de lo 
que establece el artículo 178 que dice: 
"Acusar ante el Senado cuando hubiere causas 
constitucionales, al Presidente de la República o a quien haga 
sus veces, a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, a los 
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Miembros del Consejo Superior de la Judicatura, al Fiscal 
General de la Nación, al Procurador General de la Nación y al 
Contralor General de la República". 
En resumen, en la situación de los altos funcionarios dada su alta 
investidura, entre ellos el Presidente de la República, la Cámara de 
Representantes tiene la facultad de que de no existir mérito se termine la 
investigación y se ordene el archivo del expediente y si por lo contrario considera 
que existe mérito y fundamento suficiente se formule la respectiva acusación 
ante el Senado de la República a quién le corresponde juzgarlo de conformidad 
al articulo 174 de la Carta Magna, pero antes debe considerar y decidir sobre la 
procedencia de la acusación formulada por la Cámara, también le corresponde 
decidir, en pleno si la rechaza y ordena la cesación del procedimiento. 
Es relevante destacar que el artículo 97 de la Constitución colombiana 
hace referencia a los procesos seguidos ante el Senado. En el inciso 2 se 
expresa que: Si la acusación se refiere a delitos cometidos en ejercicio de sus 
funciones o indignidad por mala conducta, el Senado no podrá imponer otra 
pena que la destitución del empleo, o la privación temporal o pérdida absoluta de 
los derechos políticos, pero se le seguirá juicio criminal al reo ante la Corte 
Suprema, si los hechos le constituyen responsable de infracción que merezca 
otra pena" y el inciso 3 dice que: "Si la acusación se refiere a delitos comunes, el 
Senado se limitará a declarar si hay o no lugar a seguimiento de causa, y en 
caso afirmativo pondrá al acusado a disposición de la Corte Suprema". 
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Otro aspecto, es que la Corte Suprema de Justicia en virtud del artículo 
235 de la Constitución colombiana se le ha asignado la competencia para juzgar 
a los altos funcionarios, entre los cuales se destaca al Presidente de la 
República, o a quien haga sus veces por cualquier hecho punible que se le 
impute, conforme el articulo 175, numerales 2 y  3. 
De las transcritas normas se desprende que los citados funcionarios, 
dada su alta investidura, y la necesaria autonomía en el ejercicio de sus 
atribuciones, únicamente están sometidos al escrutinio y juicio del Senado de la 
República, cuando incurran en las faltas que la Constitución contempla 
(rendimiento no satisfactorio y mala conducta), y al de la Corte Suprema de 
Justicia (Sala penal), cuando se trate de la comisión de delitos. 
En sentencia N°, C-385 la Corte Constitucional de Colombia manifestó 
que: 
"La jurisprudencia de la Corte ha distinguido dos tipos de 
procesos, a partir de los preceptos de la Constitución que 
regulan en forma diferenciada los casos de acusación por delitos 
comunes (art. 175 numeral 3, de los que aluden a delitos 
cometidos en ejercicio de funciones o indignidad por mala 
conducta. Tratándose de los primeros la función del Senado se 
limita" a declarar si hay lugar o no a seguimientote causa, y en 
caso afirmativo, pondrá al acusado a disposición de la Corte 
Suprema", con lo cual dicha actuación constituye una condición 
o requisito de procedibilidad del proceso penal que debe 
adelantarse ante ésta. Y cuando se dan los segundos, de un 
lado , se determina la responsabilidad política del imputado, en 
el sentido de que el Senado puede imponer, únicamente, si 
fuere el caso, mediante sentencia la destitución del empleo o la 
privación temporal o pérdida absoluta de los derechos políticos, 
y de otro lado, al reo se le seguirá juicio criminal ante la Corte 
Suprema de Justicia, silos hechos lo constituyen responsable 
de infracción que merezca otra pena "(Sentencia N°, C-385 de 
1996, Magistrado Ponente Dr Antonio Barrera Carbonel. Corte 
Constitucional de Colombia). 
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2.4.4 Venezuela. 
Sobre los delitos en los que pueda incurrir el Presidente de la República 
en Venezuela, dice Claudia Nikkenee citada por Carlos Armando Figueredo que 
"el Presidente de la República, como cualquier ciudadano puede ser 
responsable por la comisión de delitos comunes y delitos también de 
derecho común cometidos con motivo del ejercicio de sus funciones..." 
(Figueredo, 1997, pág. 3). 
La competencia para enjuiciar y condenar al Presidente de la República 
de Venezuela, le corresponde a la Corte Suprema de Justicia como máximo 
Tribunal en la organización judicial venezolana. El artículo 266 de la citada 
Constitución dispone que: 
"Son atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia: 
1)  
2) Declarar si hay o no mérito para el enjuiciamiento del 
Presidente o Presidenta o quien haga sus veces, y en caso 
afirmativo, continuar conociendo de la causa previa 
autorización de la Asamblea Nacional, hasta sentencia 
definitiva", 
En relación al numeral 2 del articulo 266, para someter a enjuiciamiento 
al Presidente de la República, deben cumplirse dos condiciones previas que 
son: la Declaración de la Corte Suprema de Justicia, la cual determina la 
existencia de razones para encausar la responsabilidad del Presidente de la 
Republica, y que la doctrina denomina como antejuicio de mérito, que consiste 
en un examen previo sobre los actos del expediente, que concluirán en un 
pronunciamiento preliminar sobre la necesidad o no de iniciar un juicio penal. 
La otra condición es la autorización de la Asamblea Nacional 
	 para 
enjuiciar al Presidente de la República, siempre y cuando la Corte Suprema de 
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Justicia haya indicado que existen las pruebas de la comisión de algún delito 
para enjuiciar al mismo. El efecto político más importante de la autorización 
para enjuiciar al Presidente de la República, conferida por el Senado es su 
suspensión en el ejercicio de sus funciones. 
En Venezuela el primer juicio político a un Presidente en ejercicio ocurrió 
durante el gobierno de Carlos Andrés Pérez. El día 12 de marzo de 1993, el 
Fiscal General de la Nación lo acusó ante la Corte Suprema de Justicia, debido 
a la realización de delitos de peculado de partidas secretas y de malversación. 
La Corte se reunió el 20 de mayo de 1993 y  declaró que sí había indicios para 
enjuiciar al Mandatario según la Constitución y Carlos Andrés Pérez fue 
suspendido de sus funciones públicas y se encargó de la primera magistratura al 
Presidente del Senado, Octavio Lepage, en tanto el mismo Congreso designó a 
la persona que gobernaría el país con carácter interino hasta la finalización del 
periodo que correspondía a Pérez, en caso de que el juicio no le fuera favorable 
y la sentencia se produjera antes del 2 de febrero de 1994. La sentencia 
condenatoria de la Corte sucedió el 30 de mayo de 1996, sin la agravante de 
peculado. Por su edad Pérez fue condenado a prisión domiciliaria durante dos 
años. 
En este caso le correspondió al Senado autorizar definitivamente el 
enjuiciamiento del Jefe de Estado por parte de la Corte Suprema de Justicia. 
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2.5 	 La Competencia de la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente 
de la República por la comisión de Delitos comunes en el Derecho 
Panameño. 
Prosiguiendo nuestro trabajo jurídico revisaremos las normas 
constitucionales, legales y jurisprudenciales, que el transcurso del acontecer 
histórico del país se han establecido en relación a la responsabilidad y 
juzgamiento del Presidente de la República por la comisión de delitos comunes 
y por los delitos de responsabilidad oficial. Al tratar los delitos de naturaleza 
común, distinguimos que en las Constituciones panameñas que rigieron durante 
la época de unión a Colombia, el Constituyente istmeño fue oportuno al no 
consentir la irresponsabilidad de los funcionarios de elevada jerarquía, entre los 
cuales estaba el Presidente, instituyendo de esta manera un sistema especial de 
procesamiento penal y el organismo competente, que debía conocer el hecho, 
como lo era Jurado Supremo, o sea el Congreso, constituido en tribunal de 
justicia y la Corte Superior del Estado. También, en dichas Constituciones se 
estableció las causales de responsabilidad oficial, y las de naturaleza común. 
En otro aspecto, en las Constituciones de la era republicana, y el Código 
Judicial de 1987, el constituyente como el legislador no han establecido la 
autoridad y el procedimiento para el conocimiento de los delitos comunes que se 
le pudiera imputar al Primer Mandatario de la Nación, a excepción del Código 
Judicial de 1916, el cual en el artículo 86 indicaba que la Corte Suprema de 
Justicia era la encargada de resolver los delitos de naturaleza común, en que 
incurriera el Presidente de la República, previo el procedimiento de antejuicio, y 
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que fue derogado por la Ley N° 52 de 28 de marzo de 1925. Además la ley N° 
61 de 30 de septiembre de 1946, reformadora del libro l del Código Judicial 
suprimió la competencia de la Corte Suprema de Justicia para tener 
conocimiento de las causales de naturaleza común, imputable al Primer 
Magistrado de la Nación. Advertimos que el Código judicial de 1916, como el 
actual únicamente han desarrollado el texto constitucional por los delitos de 
responsabilidad oficial y ciertos delitos comunes. Conceptuamos que la ley debe 
complementar el texto constitucional estableciendo el procedimiento que debe 
seguir Ja Asamblea para conocer las causas de responsabilidad oficial y las de 
naturaleza común en las que pueden incurrir el Presidente de la República y los 
Magistrados de la Corte. 
2.5.1 Constituciones Panameñas del Siglo XIX 
Estas Constituciones, marcan un significativo avance sobre el tema de la 
responsabilidad y juzgamiento de los altos dignatarios del Estado, ya que en 
aquella época se delimitaban en parte las causas de responsabilidad oficial y 
las comunes, además se establecían los organismos competentes para conocer 
y juzgar estas causales. 
2.5.1.1 Constitución Istmeña de 1841 
El artículo 97 de la Constitución, señalaba que el Congreso se constituía 
en Jurado Nacional para el juzgamiento del Encargado del Poder Ejecutivo, los 
Magistrados del Tribunal Supremo, los cuales serían juzgados por infracción de 
la Constitución o de las leyes. 
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Por su parte, el artículo 109 indicaba que el Tribunal Supremo tenía 
competencia para conocer de las causas de responsabilidad contra el 
Presidente y Vicepresidente del Estado e igualmente le atribuía el conocimiento 
de las causas criminales por delitos comunes. 
2.5.1.2 Constitución del Estado Federal de Panamá de 1855. 
Según el articulo 40 de esta Constitución, la Corte Superior integrante 
del Poder Judicial del Estado, tenía dentro de sus facultades: 
"Conocer exclusivamente de las causas de responsabilidad que 
se sigan, al Gobernador, a los Magistrados de la Corte Superior, 
al Procurador¡ al Secretario de Estado, por delitos i culpas 
oficiales, después de suspendido por la Asamblea, previa 
declaratoria de haber lugar a formación de causa(1 a) i la de 
"Conocer exclusivamente de los juicios por delitos 
comunes contra el Gobernador, los Maqistrados de la Corte 
 
Superior, ¡ el Procurador del Estado... "(El subrayado es 
nuestro. 
2.5.1.3 Constituciones Panameñas que rigieron en el Istmo 
bajo la Constitución Colombiana de 1863 o de Río 
Negro. 
En el Istmo de Panamá, según esta Constitución de Río Negro, rigieron 
seis constituciones. La primera Constitución fue la de 1863 que contemplaba 
dentro del titulo IV al Poder Judicial, que era ejercido por dos instancias. La 
primera denominada el Jurado Supremo, que no era más que el Congreso 
constituido en Tribunal de Justicia. Disponía el artículo 64 que: 
El Poder Judicial del Estado se ejerce por un Jurado Supremo, 
por una Corte del Estado, por los Jurados Departamentales, por 
los Jueces del Distrito, i por los demás Tribunales i Juzgados 
que establezca la le¡". 
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El Jurado Supremo se conformaba de cinco ciudadanos que eran 
nombrados por la Asamblea y su función era: " Conocer de las causas por 
delitos comunes contra el Presidente, los Majistrados de la Corte, ¡ el Procurador 
del Estado' Y sus funciones se reducen en este caso, a "...declarar con lugar a 
formación de causa, decretar la suspensión, i entregar el encausado al Juez 
competente para su juzgamiento" ( Articulo 70, N° 1), Además entre otras 
funciones del Jurado Supremo estaba la de: "Conocer i decidir de las causas de 
responsabilidad contra el Presidente del Estado, sus Secretarios, Majistrados de 
la Corte i Procurador del Estado." (Artículo 70, N°2). 
Se deduce que el Jurado Suprema conocía de las causas por 
responsabilidad y las causas por delitos comunes, pero limitándose a declarar 
con lugar a formación de causa, decretar la suspensión y entregar al acusado al 
tribunal competente para ser juzgado por éste. Mientras que la Corte del Estado 
formada por tres Magistrados, tenía como función al tenor del artículo 72, N° 1: 
"Conocer¡ decidir de las causas por delitos comunes contra el Presidente del 
Estado, los Majistrados de la Corte i el Procurador del Estado". 
La Constitución de 1865 mantiene la misma estructura consagrada en la 
Constitución de 1863 sobre el juzgamiento del Presidente del Estado. 
Por su parte, la Constitución de 1868 tiene la variante con respecto a 
las Cartas anteriores, en que el artículo 90 no se refiere al Jurado Supremo, 
sino que expresa que el Poder Judicial del Estado se ejerce por la Asamblea 
Legislativa. 
Las funciones judiciales de la Asamblea se determinan en el artículo 59 
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"Son funciones judiciales de la Asamblea juzgar i sentenciar, 
decidiendo del hecho o hechos, ¡aplicando el derecho, en las 
causas de responsabilidad contra el Presidente del Estado, i su 
Secretario, los Majistrados de la Corte Superior¡ el Procurador 
del Estado. 
La le¡ determinará el procedimiento en estos juicios, en que no 
podrá imponerse pena sino con el voto de las dos terceras parte 
de los Diputados presentes en la Sección". 
Por otra parte, la Corte del Estado, en su artículo 99, N° 1, mantiene las 
mismas facultades que las Cartas Fundamentales de 1863 y  1865. 
En las Constituciones de 1870 y  1873, la Asamblea como la Corte del 
Estado, tenían las mismas funciones contempladas en la Carta de 1868. 
En el Texto Constitucional de 1875, existen algunas variantes en relación 
a las funciones judiciales adscritas a la Asamblea. En las Cartas de 1868, 1870 y 
1873 se determinaba que la Asamblea juzgaba y sentenciaba al Presidente del 
Estado, como también a otros altos funcionarios del Estado, por las causas de 
responsabilidad, pero en la Constitución de 1875, la Asamblea solamente se va 
a limitar a conocer, ya no va a juzgar ni a sentenciar. Por otro lado, la Corte 
Superior del Estado conserva la facultad de sustanciar y decidir las causas por 
delitos comunes que cometiera el Presidente del Estado, y otros funcionarios 
estatales. 
2.5.2 En las Constituciones Panameñas de la Era Republicana. 
Desde el 3 de noviembre de 1903, el Istmo de Panamá que formaba 
parte de la República de Colombia, obtuvo su separación política. Luego se citó 
a una Convención Nacional Constituyente con la finalidad de dar a la nueva 
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República una Carta Fundamental, y la misma fue expedida el 13 de febrero de 
1904, y  sancionada por el Poder Ejecutivo el 15 de febrero de 1904. 
2.5.2.1 En la Constitución de 1904. 
Al realizar el estudio de la Constitución de 1904 se resalta el hecho de 
que tuvo cierta influencia de la Carta colombiana de 1886. Un punto relevante de 
esta última es que el artículo 122 estipulaba la responsabilidad limitada del 
Presidente de la República ya que respondía por los delitos que la Constitución 
lo hacía responsable, y estos delitos tenían que ejecutarse durante el ejercicio 
de sus funciones de Presidente, Mas adelante, por Acto Legislativo N° 3 de 
1910, se subrogó el artículo 122 de la Constitución de 1886, y  se le atribuyó 
responsabilidad total al Jefe del Ejecutivo, estableciendo el artículo 130 que: "El 
Presidente de la República, o quien haga sus veces, será responsable por sus 
actos u omisiones que violen la Constitución o las leyes". 
Analizando la Carta Fundamental de 1904, vemos que en su articulo 66 
consagraba el denominado juicio político o lmpeachment. Establece éste articulo 
que: 
"Son funciones judiciales de la Asamblea Nacional. 
1 Conocer de las denuncias y quejas que se presenten contra 
el Presidente de la República o el Encargado del Poder 
Ejecutivo, en los casos en que sean responsables: los 
Secretarios de Estado, los Magistrados de la Corle Suprema de 
Justicia y el Procurador General de la Nación; 
20. Juzgar al Presidente de la República o al Encargado del 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con esta Constitución; a los 
Secretarios de Estado, a los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y al Procurador General de la Nación, cuando se les 
acuse de actos ejecutados en ejercicio de sus funciones, contra 
la seguridad del Estado, contra el libre funcionamiento de los 
Poderes Públicos o violatorios de la Constitución y leyes 
nacionales. 
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La Ley señalará los trámites que deban seguirse y las penas 
que hayan de aplicars&l 
Según lo expuesto, el articulo 66 determina la competencia de la 
Asamblea Nacional para juzgar a diversos funcionarios públicos de alta jerarquía 
dentro de los cuales está el Presidente de la República o el Encargado del 
Órgano Ejecutivo, anticipando, en esta forma, la posibilidad de que la persona 
que ocupará la posición de Jefe del Órgano Ejecutivo no fuera el Presidente de 
la República. También el artículo 66 de la Constitución de 1904 separó la función 
judicial del Órgano Legislativo en relación al Presidente de la República con 
respecto a otros funcionarios juzgables por dicha corporación, y diferenció las 
causas de responsabilidad para juzgar a los primeros y a los segundos 
respectivamente. El juzgamiento del Presidente de la Nación era por los actos 
ejecutados en el ejercicio de sus funciones. 
Por último, la Constitución de 1904 contenía en el articulo 66 la cláusula 
de reserva legal, en virtud de la cual el legislador estaba encargado de regular y 
desarrollar el precepto constitucional a través de la ley. 
Mientras que el artículo 78 de la Carta Constitucional fijaba las causales 
por las cuales debía responder el Presidente de la República ante la Asamblea 
Nacional. Disponía el artículo lo siguiente: 
"El Presidente de la República o quien lo sustituya en sus 
funciones, sólo es responsable en los casos siguientes: 
1°. Por extralimitación de sus funciones constitucionales; 
20. Por actos de violencia o coacción en las elecciones o que 
impidan la reunión constitucional de la Asamblea Nacional o 
estorben a ésta, a las demás Corporaciones o autoridades 
públicas que establece la Constitución, el ejercicio de sus 
funciones; 
Y. Por delitos de alta traición. 
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En los dos primeros casos, la pena no podrá ser otra que la 
destitución, y si hubiere cesado en el ejercicio de sus funciones 
el Presidente, la de inhabilitación para ejercer cualquier cargo 
público'l 
Para finalizar con la Carta de 1904, la misma no contenía ningún artículo 
especifico tal como lo hace con el Presidente de la República, que indicara las 
causales de responsabilidad política y penal en las que pudieran incurrir los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
2.5.2.2 Ley NO2 de 22 de agosto de 1916. 
Con esta ley se aprueba el Código Judicial de 1916, el cual entró en 
vigencia el 1 de julio de 1917. En el título III el articulo 54 regulaba las funciones 
judiciales de la Asamblea Nacional: 
"Son funciones judiciales de la Asamblea Nacional: 
10 Conocer de las denuncias y quejas que se presenten contra 
el Presidente de la República o Encargado del Poder Ejecutivo, 
los Secretarios de Estado, los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y el Procurador General de la Nación y los Diputados 
a la Asamblea Nacional, en los casos de que tratan los ordinales 
1°, 2 °, 3 0 y 5 ° del articulo 86. 
20 Juzgar al Presidente de la República o al Encargado del 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con la Constitución; a los 
Secretarios de Estado, a los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y al Procurador General de la Nación, cuando se les 
acuse de actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones, 
contra la seguridad del Estado o contra el libre funcionamiento 
de los poderes públicos o violatorios de la Constitución y leyes 
nacionales. 
El libro III de este Código señalará los trámites que deban 
seguirse en estos casos". 
El procedimiento para juzgar al Presidente de la República ante la 
Asamblea Nacional, en este caso por las causas especificadas en el articulo 78 
de la Carta de 1904 que complementaba el artículo 66 de la misma estaba 
regulado en el Título V (Juicios y procedimientos especiales), Capitulo Tercero 
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(Juicios ante la Asamblea Nacional). Este último subdividido en una Sección 
Primera (Acusación) que correspondía desde los artículos 2298 al 2309, la 
Sección Segunda (Sustanciación del Proceso) a partir del artículos 2310 al 2319 
y por último la Sección Tercera (Vista y decisión de la causa) que correspondía 
a los artículos 2320 al 2327. 
Por otro lado, el articulo 86 del Código Judicial fijaba el procedimiento en 
las causas criminales por delitos comunes imputables al Presidente de la 
República y otros funcionarios de elevada jerarquía. Establecía este artículo que: 
"La Corle Suprema conocerá privativamente y  en una sola 
instancia, de los asuntos siguientes: 
1. De las causas criminales por delitos comunes 
cometidos por el Presidente de la República o el 
Encargado del Poder Ejecutivo, los Secretarios de 
Estado, el Procurador General de la Nación y los 
Magistrados de la misma Corle Suprema estando en 
ejercicio de sus funciones; 
2. De las causas criminales por delitos comunes 
cometidos en cualquiera época por individuos que al 
tiempo en que deba decidirse del mérito del sumario 
tuvieren algunos de los empleos mencionados en el 
número anterior; 
3. De las causas contra los mismos individuos por fallas 
o delitos cometidos en ejercicio de las funciones de 
otros empleos que hayan desempeñado con 
anterioridad. 
5. De las causas que se sigan por delitos comunes en 
cualquier época por individuos que al tiempo en que 
deba decidirse del mérito del sumario tuvieren alguno 
de los destinos especificados en el número anterior o 
el de Diputado principal o suplente de la Asamblea 
Nacional. 
Para que la Corle conozca en los casos mencionados en los 
tres números anteriores, es preciso que la Asamblea Nacional 
ponga al acusado a disposición de la misma Corte, por 
considerar que hay mérito para proceder criminalmente contra él 
por el delito que se le imputa.-".  . 
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En relación al articulo 86, observamos que le corresponde a la Corte 
Suprema de Justicia la facultad de juzgar al Presidente de la República, por los 
delitos comunes. También el último parágrafo de este artículo contempla el 
procedimiento de antejuicio. El Capitulo cuarto se intitula: "De los antejuicios 
ante la Asamblea Nacional", el artículo 2328 preceptuaba que: 
"Siempre que haya de seguirse contra el Presidente de la 
República ) o el Encargado del Poder Ejecutivo) los Secretarios 
de Estado, el Procurador General de la Nación, los Magistrados 
de la Corte Suprema o Diputados a la Asamblea Nacional, 
alguna de las causas enumeradas en los ordinales 10,  2°, 3°y 50  
del artículo 86 de este Código, se celebrará un antejuicio ante la 
Asamblea Nacional, a fin de que ésta decida si hay mérito para 
el enjuiciamiento". 
Contempla este artículo la institución jurídica conocida como antejuicio, y 
el cual surgió en la Francia post revolucionaria como una forma de tratamiento 
diferenciado de la criminalidad de los Ministros. Consiste en un procedimiento 
que persigue levantar la inmunidad o prerrogativa funcional que ostentan 
funcionarios públicos de elevada jerarquía y que debido al cargo que ocupan 
tienen un sistema especial de juzgamiento debido a la probable comisión de 
delitos cometidos en ejercicio de sus funciones. De ahí, que constituye una 
especie de antesala parlamentaria de un proceso judicial, donde el Congreso 
acuerda o no, luego de una previa investigación, si existen indicios suficientes 
para levantarle el fuero a un determinado funcionario y será finalmente la 
justicia ordinaria la llamada a determinar si el funcionario cuestionado tiene 
responsabilidad penal o no. 
El procedimiento de antejuicio se desarrolla de la siguiente manera: 
Art. 2329.Todo delito que cometieren los funcionarios 
expresados produce acción popular, la cual puede intentarse 
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sin fianza, por cualquier ciudadano a quien la ley no prohiba 
este derecho' 
"Art. 2330. La querella será presentada ante la Asamblea 
Nacional y contendrá los requisitos de todo libelo acusatorio, 
mencionándose en él explícitamente la infracción a que se 
refiere". 
"Art. 2331. Si la Asamblea por mayoría absoluta de votos 
admitiera la querella, decretará la suspensión del funcionario 
acusado y lo pondrá a disposición de la Corle Suprema de 
Justicia 
"Art, 2332. Recibida que sea la acusación por dicho tribunal, 
procederá a levantar el sumario respectivo 
"Art. 2333. Con el resultado de éste, la Corte resolverá si es el 
caso de llamamiento ajuicio o de sobreseimiento. 
SI se dictare auto de enjuiciamiento, la Corte seguirá la causa 
en una sola instancia observándose lo dispuesto en el Capitulo 
Vde este Titulo" 
Significa según el artículo 2333 que si el máximo tribunal de justicia 
considera que debe llamarse a juicio al alto funcionario, debe ajustarse los 
parámetros del Capítulo Quinto que se denominaba: "Procedimiento en una sola 
instancia de la Corte Suprema". El articulo 2334 disponía que: 
"En los negocios criminales enumerados en los ordinales 1°, 20 y 
50 del artículo 86 de este Código, en que la Corte Suprema debe 
conocer en una sola instancia, se arreglará a lo prevenido en el 
Capítulo/, Título IV de este Código". 
Art. 2335. En los juicios enumerados en los ordinales 3.° y 4.°  
del mismo artículo se procederá de conformidad con los 
dispuesto en el Capítulo II de este Título 
Art2336. Contra las sentencias proferidas por la Corte Suprema 
en una sola instancia no queda más recurso que el de revisión. 
Posteriormente el capítulo sobre el procedimiento del antejuicio fue 
derogado por el artículo 10 de la Ley N° 52 de 28 de marzo de 1925 y se creó 
otra manera para determinar si existe mérito o no para el juzgamiento. La Corte 
conservó la competencia para conocer sin antejuicio de los delitos comunes 
imputados al Presidente de la República. El articulo 86 del Código Judicial fue 
reformado quedando de la siguiente manera: 
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"La Corte Suprema conocerá privativamente y en una sola 
instancia, de los asuntos siguientes: 
10. De las causas criminales por delitos comunes cometidos 
por el Presidente de la República o el Encargado del Poder 
Ejecutivo, los Diputados a la Asamblea Nacional y los 
suplentes de los mismos cuando estén ejerciendo sus 
funciones, los Secretarios de Estado, el Procurador General 
de la Nación y los Magistrados de la misma Corte Suprema, 
estando en ejercicio de sus funciones; 
20. 	 De las causas criminales por delitos comunes cometidos en 
cualquier época por individuos que al tiempo en que deba 
decidirse del mérito del sumado tuvieren alguno de los 
empleos mencionados en el número anterior. 
Para que la Corte pueda conocer de las causas por delitos 
comunes contra los que, al tiempo de decidirse sobre el mérito 
del sumario, están gozando de inmunidad como Diputados a la 
Asamblea Nacional, ya sean principales o suplentes, o contra el 
Presidente de la República o el Encargado del Poder Ejecutivo, 
es preciso que aquélla ponga al acusado a disposición de la 
misma Corte, mediante resolución aprobada por las dos terceras 
partes de los Diputados, que componen la Asamblea Nacional 
Esta resolución la dictará a petición de la Corte o de cualquier 
ciudadano panameño, acompañada de la prueba sumana del 
hecho o hechos delictuosos imputados". 
2.52.3 En la Constitución de 1941. 
La competencia de la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de la 
República se establecía en el artículo 89 que al tenor siguiente decía: 
"Son funciones judiciales de la Asamblea Nacional: 
10. Juzgar al Presidente de la República o a quien ejerza el 
cargo y a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
La Ley señalará los trámites que deban seguirse. 
20. Conocer de las denuncias que se presenten contra los 
Diputados a la Asamblea Nacional en los casos previstos 
en el artículo 82" 
Según la Carta de 1941, a la Asamblea Nacional le correspondía conocer 
de los juicios contra el Presidente de la República y los Magistrados de la Corte 
Suprema, excluyéndose de su radio de competencia a los Secretarios de Estado 
y al Procurador General de la Nación. Igualmente mantiene el precepto 
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constitucional de que la ley señalará los trámites que deben seguirse, pero 
elimina lo relativo a las penas a aplicar. 
Las causales de responsabilidad del Jefe del Ejecutiva, se fijaban en el 
artículo 113 de la Carta que expresaba que: 
El Presidente de la República o quien lo sustituya en sus 
funciones, sólo es responsable en los casos siguientes: 
10. 	 Por extralimitación en sus funciones constitucionales; 
20. Por actos de violencia o coacción en las elecciones o que 
impidan la reunión constitucional de la Asamblea Nacional 
o estorben a ésta o a las demás corporaciones o 
autoridades públicas que establece la Constitución, el 
ejercicio de sus funciones; 
3°. 	 Por delito de alta traición. 
En los dos primeros casos la pena no podrá ser otra que la 
destitución, y, si hubiere cesado en el ejercicio de sus funciones, 
la de inhabilitación para ejercer cualquier cargo público. En el 
último caso se aplicará el derecho común". 
Durante la Carta de 1941, el Código Judicial de 1916 se encontraba 
vigente. El artículo 86 establecía la competencia de la Corte Suprema de Justicia 
para juzgar al Presidente de la República por aquellos delitos de naturaleza 
común. 
2.5.2.4 En la Constitución de 1946 y  Ley N° 61 de 30 de 
septiembre de 1946. 
La Asamblea Nacional constituyente de 1945, aprobó esta Constitución, y 
que según algunos autores, es la más democrática que ha existido. El juicio 
político se regulaba en el artículo 119 de la Carta, y el cual en su forma original 
expresaba que: 
Son funciones judiciales de la Asamblea Nacional: 
10. 	 Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten 
contra el Presidente de la República y los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso 
—Administrativo y Juzgados, si a ello hubiere lugar, por 
actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones con 
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perjuicio del libre funcionamiento del poder público o 
Violatorios de la Constitución y las leyes, y 
20. Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten 
contra los Diputados a la Asamblea Nacional. 
La Ley establecerá los trámites que deban seguirse y las 
penas que hayan de aplicarse 
El ordinal primero del artículo 119 fue la base fundamental de los 
partidarios para enjuiciar al Presidente de la República José Ramón Guizado en 
1955 por parte de el Asamblea Nacional, por la comisión de delitos comunes, 
esto a pesar que tanto la doctrina y los sistemas constitucionales rechazan esta 
postura. Como veremos más adelante constituye el único caso en Panamá 
donde fue juzgado y condenado un Presidente de la República, por delito de 
naturaleza común. Esta situación se debió al fallo de 18 de enero de 1955 por el 
medio del cual la Corte Suprema de Justicia, manifestó que la resolución N° 35 
de 14 de enero de 1955, emitida por la Asamblea Nacional. La misma tenía 
potestad para juzgarlo por los delitos cometidos antes de acceder a la más alta 
magistratura. Respecto a esta interpretación del alto tribunal sobre el articulo 
119 de la Carta de 1946, nos dice Aura Guerra de Villalaz que: 
Esta disposición a solas, sin otro precepto constitucional, se 
prestaría a interpretaciones en el sentido de que cualquier 
hecho que corneta el Presidente que viole la Constitución y las 
leyes, ya sea un delito especial, cualificado o un delito común; 
es a la Asamblea Nacional a quien corresponde el conocimiento 
del caso, siempre y cuando lo ejecute en el ejercicio de sus 
funciones presidenciales. Empero, en un titulo posterior, que se 
ocupa del Órgano Ejecutivo, existe un articulo que hace 
mención de los casos taxativos en los que el Presidente de la 
República incurre en responsabilidad" (Guerra de Villalaz, 1961-
1982, $g. 184). 
Luego de esta explicación, con la reforma constitucional de 1956, el 
ordinal N° 1 del artículo 119, fue modificado y se eliminó como función judicial 
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de la Asamblea Nacional, el conocimiento de las acusaciones o denuncias 
contra los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, ya que 
este tribunal desapareció, y sus funciones le fueron asignadas a la Sala Tercera 
de la Corte Suprema de Justicia. Sólo se mantuvo la competencia en lo referente 
al Presidente de la República y los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
Las causales de responsabilidad del Presidente de la República se 
determinaban en el artículo 148: 
'El Presidente de la República sólo es responsable en los casos 
siguientes: 
10. Por extra/imitación de sus funciones constitucionales; 
20. Por actos de violencia o coacción en el curso del proceso 
electoral o que impidan la reunión de la Asamblea Nacional, o 
estorben a ésta o a las demás corporaciones o autoridades 
públicas que establece la Constitución en ejercicio de sus 
funciones; y 
30 Por delito de alta traición, 
En los dos primeros casos /a pena será destitución y de 
inhabilitación para ejercer cargo público por el término que fe la 
ley. 
En el tercer caso se aplicará el derecho común". 
Por medio de la ley N° 61 de 30 de septiembre de 1946 se reformó el 
Libro 1 del Código Judicial sobre Organización Judicial, y se excluyó de la 
competencia de la Corte Suprema de Justicia el juzgamiento de los delitos 
comunes cometidos por el Primer Magistrado de la Nación, únicamente se 
mantuvo sobre los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
Esta circunstancia trajo como consecuencia la existencia de un vacío 
legal, que consistía en no determinar a quién le correspondía juzgar al 
Presidente de la República, por la comisión de delitos comunes y la carencia de 
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un procedimiento para conocer dichas causas, solamente se desarrollo en los 
delitos de responsabilidad oficial. Al respecto nos dice José Antonio Sosa que: 
"Lo cierto es que en la actualidad, no existe un procedimiento 
vigente que indique con claridad cómo debe proceder el Órgano 
Legislativo cuando le toque conocer de las acusaciones o 
denuncias por delitos comunes contra el Presidente y los 
Magistrados de la Corte Suprema. En el caso de delito por 
responsabilidad oficial imputado al Presidente de la República, 
el Código Judicial vigente desarrolla un procedimiento a 
seguir.'(Sossa, 1970-191, pág. 58). 
Si acudimos a los antecedentes constitucionales, observaremos que en 
Panamá, tanto el constituyente encargado de redactar la Constitución, al igual 
que el Legislador que tiene como misión fundamental la elaboración de las 
leyes, no han evidenciado interés para realizar los ajustes necesarios con el 
objetivo de subsanar el aspecto de la competencia y el procedimiento para 
juzgar al Presidente de la República por la comisión de delitos comunes. Quizás 
esta postura pueda fundamentarse en que en los sistemas de corte 
presidencia lista, el Ejecutivo tenga cierta influencia en los demás Órganos del 
Estado, y especialmente sobre el Poder Legislativo, 
El problema del juzgamiento del Presidente de la República por delitos 
comunes, todavía se mantuvo en las leyes que posteriormente reformaron el 
Código Judicial de 1916, como han sido la ley N° 47 de 24 de noviembre de 
1956 que modificó el Titulo IV, Capítulo 1 (Personal y Atribuciones de la 
Corte).El articulo 18 establecía que al Pleno de la Corte Suprema de Justicia le 
correspondía conocer de las causas por delitos comunes cometidos por los 
Ministros de Estado, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, el 
Procurador General de la Nación y el Procurador Auxiliar, excluyendo al 
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Presidente de la República y a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, ya que dicho tribunal desapareció con la reformas 
constitucionales de 1956. 
Después la ley N° 1 de 20 de enero de 1959 en su articulo 39 modificó el 
articulo 18 de la ley 47 de 1956, estableciendo la competencia de la Corte para 
conocer de las causas por los delitos cometidos por los Ministros de Estado, el 
Procurador General de la Nación o el Procurador Auxiliar, Arzobispos Obispos y 
Gobernadores Eclesiásticos, excluyendo por primera vez a los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia. También la ley N° 11 de 23 de enero de 1963 
contemplo a los mismos funcionarios de la ley N° 1 de 1959. 
2.5.2.5 En la Constitución de 1972, Reformada por los Actos 
Reformatorios de 1978 y  por el Acto Constitucional 
de 1983. 
El surgimiento de esta Constitución de 1972, tiene sus antecedentes a 
raíz del golpe militar del 11 de octubre de 1968, que derrocó al Presidente 
Constitucional Dr, Arnulfo Arias Madrid. 
En el tema de la competencia, vemos que el artículo 142 de la 
Constitución de 1972, en su versión original modificó de manera integral el 
articulo relacionado con las funciones judiciales del Órgano Legislativo. Dicho 
artículo establecía que: 
"Las acusaciones o denuncias contra el Presidente y 
Vicepresidente de la República, los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, el Procurador General de la Nación, el 
Comandante Primer Jefe de la Guardia Nacional y el Procurador 
de la Administración competirán a una Comisión Judicial 
inteqrada por la Junta Directiva de la Asamblea Nacional de 
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Representantes de Corre qimientos y por tres Representantes de 
cada provincia y uno por la Comarca de San Blas, ele qidos por 
el pleno quienes los ¡uzqarán si hubiere mérito para ello, por 
actos viola torios de la Constitución y  de las leves ejecutados en  
el ejercicio de sus funciones.  
La ley establecerá el procedimiento y las penas aplicables'. (El 
subrayado es nuestro) 
Introduce este articulo como sujetos responsables ante el Órgano 
Legislativo al Vicepresidente de la República, al Procurador General de la 
Nación, al Procurador de la Administración, al Comandante Primer Jefe de la 
Guardia Nacional, pero este artículo 142 presenta la particularidad de que no se 
le otorgo la facultad judicial al Pleno de la Asamblea Nacional de 
Representantes de Corregimientos de convertirse en tribunal, sino solamente a 
una parte del Órgano Legislativo. 
Por otra parte, el articulo 171 de la Carta Magna estipulaba las causales 
de responsabilidad tanto del Presidente de la República como del 
Vicepresidente: 
"Artículo 171. El Presidente y Vicepresidente de la República 
sólo son responsables en los casos siguientes: 
1°. 	 Por extralimitación de sus funciones constitucionales; 
20. Por impedir la reunión de la Asamblea Nacional de 
Representantes de Corregimientos, por obstaculizar a ésta 
o a los demás organismos o autoridades públicas que 
establece la Constitución en el ejercicio de su funciones; y 
30 	 Por delitos contra la patria o contra la cosa pública. 
En los dos primeros casos, la pena será de destitución y de 
inhabilitación para ejercer cargo público por el término que fije la 
Ley. En el tercer caso, se aplicará el derecho común". 
Con los Actos reformatorios a la Carta en 1978, no hay cambios 
sustanciales a la Carta de 1972, pero con las reformas constitucionales de 
1983, se introducen modificaciones. En primer lugar, al Órgano Legislativo se le 
denominó Asamblea Legislativa. 
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Por su parte, el artículo 154 expresaba que: 
"Son funciones judiciales de la Asamblea Legislativa. 
10. Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten 
contra el Presidente de la República y los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia; juzgados, si a ello hubiere 
lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones 
en perjuicio del libre funcionamiento del poder público o 
viola torios de la Constitución o las Leyes. 
20. Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten 
contra los miembros de la Asamblea Legislativa y 
determinar si hay lugar a formación de causa, caso en el 
cual autorizará el enjuiciamiento del Legislador de que se 
trate por el delito que específicamente se le impute". 
Sin embargo, el acto reformatorio de la Constitución aprobado en 1983, 
sin explicación alguna eliminó del inciso del articulo 154 que contemplaban las 
Constituciones anteriores que preceptuaban que: "La ley señalará los trámites 
que deban seguirse y las penas que hayan de aplicarse". Es decir, se eliminó la 
cláusula de reserva legal que autorizaba al legislador para tomar alguna 
decisión. Esta disposición significa que la materia solo puede ser regulada o 
desarrollada por medio de la ley, recordando el principio general de derecho que 
dispone que la ley debe desarrollar los preceptos constitucionales. 
Por su parte, el artículo 186 disponía que: 
"El Presidente y los Vicepresidentes de la República sólo son 
responsables en los casos siguientes: 
10. 	 Por extralimitación de sus funciones constitucionales, 
21, Por actos de violencia o coacción en el curso del proceso 
electoral; por impedir la reunión de la Asamblea Legislativa; 
por obstaculizar el ejercicio de las funciones de ésta o de 
los demás organismos o autoridades públicas que 
establece la Constitución. 
30. Por delitos contra la personalidad internacional del Estado o 
contra la administración pública. 
En los dos primeros casos, la pena será de destitución y de 
inhabilitación para ejercer cargo público por el término que fije la 
Ley. 
En el tercer caso, se aplicará el derecho común". 
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2.5.2.6 Proyecto de Reformas Constitucionales de 1992. 
Durante la administración presidencial del Licenciado Guillermo Endara 
Galimany, fue presentado a consideración del pueblo panameño el Acto 
Legislativo N° 1 de 1992, por el cual se reformaba la Constitución de 1972. El 
artículo 140 con la reforma quedaba así: 
'El Órgano Legislativo estará constituido por una corporación 
denominada Asamblea Nacional cuyos miembros se denominan 
legisladores y serán elegidos mediante postulación partidista y 
votación popular directa 
También el articulo 154, sobre las funciones judiciales de la Asamblea 
Nacional quedaba de la siguiente forma: 
"Artículo 154. Son funciones judiciales de la Asamblea Nacional: 
10. 	 Conocer de las acusaciones y denuncias que se presenten 
contra el Presidente de la República o quien lo sustituya en 
sus funciones, en los casos previstos en el Articulo 186 de 
esta Constitución, así como de las presentadas contra los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, el Procurador 
General de la Nación y el Procurador de la Administración, 
y juzgarlos, si a ello hubiere lugar por actos ejecutados en 
el ejercicio de sus funciones. 
La Asamblea no podrá imponer a dichos funcionarios otras 
penas que la de destitución y la de inhabilitación para 
ejercer cargos públicos por el término que establezca la 
Ley, sin perjuicio de que sean juzgados y sancionados por 
la Corte Suprema de Justicia si se les imputare la comisión 
de delitos por los cuales deban responder de conformidad 
con la Constitución y las leyes. 
20. Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten 
contra los miembros de la Asamblea Nacional y determinar 
si hay lugar a formación de causa, caso en el cual 
autorizará el enjuiciamiento del Legislador de que se trate 
por el delito que específicamente se le impute' 
Al aludir a la responsabilidad del Presidente de la República, el artículo 
186 establecía lo siguiente: 
"Artículo 186. El Presidente de la República, o quien lo sustituya 
en sus funciones, sólo es responsable en los siguientes casos: 
1°. 	 Por extralimitación de sus funciones constitucionales. 
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20. Por actos de violencia o de coacción en el curso del 
proceso electoral; por impedir u obstaculizar el ejercicio de 
las funciones de la Asamblea Nacional o de las demás 
autoridades 	 o entidades públicas que establece la 
Constitución. 
30. 	 Por delitos contra la personalidad internacional del Estado o 
contra la Administración Pública. 
En los dos primeros casos será juzgado por la Asamblea 
Nacional y las penas no podrán ser otras que la destitución y la 
de inhabilitación para ejercer cargos públicos por el término que 
fue la Ley. 
En el tercer caso, la Asamblea Nacional se limitará a declarar si 
hay o no lugar a seguimiento de causa y en caso afirmativo 
pondrá al acusado a disposición de la Corte Suprema de 
Justicia, la cual lo juzgará en la forma y condiciones que 
determine la Ley' 
Con esta reformas constitucionales únicamente se permite a la Asamblea 
juzgar al Presidente o a quien lo sustituya por los actos detallados en el numeral 
1 y 2, es decir, que se contempla el principio del juicio político el cual indica que 
por delitos en ejercicio de sus funciones relacionado al cargo, el Presidente debe 
ser juzgado por el cuerpo legislativo y no se le puede imponer otra sanción que 
la destitución del cargo y la inhabilitación para ejercer cargos públicos por el 
tiempo que señale la ley. En lo relacionado al N° 3, por tratarse de delitos para 
los cuales la ley penal impone penas privativas de la libertad se le ha dado 
únicamente competencia a la Asamblea para que declare si hay lugar a la 
formación de causa y lo ponga a órdenes del tribunal competente, en este caso 
la Corte Suprema de justicia; es decir, introduce al antejuicio que regulaba el 
articulo 2328 del Código Judicial de 1916. 
Excluye dicho articulo la responsabilidad concerniente al Vicepresidente 
de la República, pero lo más sobresaliente es que con la reforma constitucional 
el ente encargado de juzgar al Presidente de la República, por los delitos 
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comunes, no únicamente por los establecidos en el numeral 3 del articulo 186, 
sino por los tipificados en el Código Penal es la Corte Suprema de Justicia. 
2.5.2.7 Acto Legislativo N° 1 de 27 de julio de 2004 que 
Reforma la Constitución Política de la República de 
Panamá de 1972. 
Con la Reforma Constitucional de 2004, el artículo 146 quedó así 
"El Órgano Legislativo estará constituido por una corporación 
denominada Asamblea Nacional, cuyos miembros serán 
elegidos mediante postulación partidista o libre postulación, 
mediante votación popular directa, conforme esta Constitución lo 
establece - - 
El cambio introducido es que la Asamblea Legislativa se va a denominar 
Asamblea Nacional tal como se contemplaba en la Cartas de 1904, 1941 y  1946. 
Otro aspecto es el concerniente a los Diputados. El articulo 155 de la 
Constitución política dispone que: 
"Los miembros de la Asamblea Nacional podrán ser 
investigados y procesados por el Pleno de la Corte Suprema de 
Justicia, por la presunta comisión de algún acto delictivo o 
policivo, sin que para estos efectos se requiera autorización de 
la Asamblea Nacional. La detención preventiva o cualquiera 
medida cautelar será determinada por el Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia. 
El Diputado Principal o Suplente podrá ser demandado 
civilmente, pero no podrá decretarse secuestro u otra medida 
cautelar sobre su patrimonio, sin previa autorización del Pleno 
de la Corte Suprema de Justicia, con excepción de las medidas 
que tengan como fundamento asegurar el cumplimiento de 
obligaciones por el Derecho de Familia y Derecho Laboral" 
Mientras que en el artículo 206 de la Carta, consagra las facultades 
constitucionales y legales de la Corte Suprema de Justicia, preceptuándose en 
su numeral 3 que puede: "Investigar y procesara los Diputados. Para efectos de 
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la investigación, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia comisionará a un 
agente de instrucción.. 
Se hace la observación de que la inmunidad como tal ya no existe, al 
disponer la Constitución que los Diputados pueden ser investigados sin 
necesidad de autorización de la Asamblea, es decir, que es el Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia el que puede comisionar al Ministerio Público, en este caso 
al Procurador o Procuradora para que investigue a los Diputados, pero para 
ordenar su detención la Corte es la que decide si procede o no. 
En lo relativo al Presidente de la Republica el articulo 160 de la Carta 
Fundamental quedó de la siguiente manera: 
Es función judicial de la Asamblea Nacional conocer de las 
acusaciones y denuncias que se presenten contra el Presidente 
de la República y los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, y juzgarlos, si a ello diere lugar, por actos ejecutados en 
el ejercicio de sus funciones en perjuicio del libre funcionamiento 
del poder público o violatorios de esta Constitución o las leyes" 
Este artículo tampoco hace referencia al sistema de asignarle al 
legislador la potestad de reglamentar el procedimiento a seguir e imponer las 
sanciones correspondientes, al incluir en el articulo pertinente la reserva 
contemplada en la Constitución de 1972. 
En la carta de 1972, según el artículo 186 el 	 Presidente y los 
Vicepresidentes de la República eran responsables por las causales estipuladas 
en la misma. Con las actuales reformas constitucionales, el artículo 191 quedo 
así: 
"Artículo 191. El Presidente y el Vicepresidente de la República 
sólo son responsables en los casos siguientes. 
10. 	 Por Extralimitación de sus funciones constitucionales. 
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20. Por actos de violencia o coacción en el curso del proceso 
electoral; por impedir la reunión de la Asamblea Nacional; 
por obstaculizar el ejercicio de las funciones de esta o de 
las demás organismos autoridades públicas que establecen 
la Constitución. 
30. 	 Por delitos contra la personalidad internacional del Estado o 
contra la Administración Pública. 
En los dos primeros casos, la pena será de destitución y de 
inhabilitación para ejercer cargo público por el término que fúe  la 
Ley. En el temer caso, se aplicará el derecho común". 
Algunos autores consideran que el articulo que establece la competencia 
del Órgano Legislativo para juzgar a los funcionarios y el que fija las causales 
de responsabilidad del Primer Mandatario, no tienen la debida concordancia, 
porque en ambos se tipifican conductas completamente diferentes, pero la 
jurisprudencia panameña es reiterativa al indicar que el Jefe de Estado responde 
por las causas contempladas en la Carta Magna, y por los actos realizados 
durante el ejercicio del cargo. Al respecto por fallo de 13 de septiembre de 1996, 
la Corte indicó: 
'En nuestro ordenamiento jurídico, la armónica colaboración, 
que no es otra cosa que el armónico ejercicio de funciones, está 
claramente establecida a través de diversas normas 
constitucionales y legales, que fijan las atribuciones de cada uno 
de los Órganos del Estado. Una de esas funciones que la 
Constitución Política establece, se refiere al juzgamiento de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia por parte del 
Órgano Legislativo, es decir, al ejercicio de funciones 
jurisdiccionales por parte de ese cuerpo político legislativo. De 
acuerdo con el numeral 1° del artículo 154 de la Constitución 
Política  el Órqano Leqislativo tiene la función de luz qer al 
Presidente de la República y a los Maqistrados de la Corte 
 
Suprema de Justicia por actos ejecutados en el ejercicio de sus 
funciones en periuicio del libre funcionamiento del poder público 
 
o violatorios de la Constitución o las leyes. Asimismo, de 
conformidad con el artículo 87(numeral 2, b,) del Código 
Judicial, corresponde al Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
conocer de las causas por delitos comunes o faltas cometidas 
por los Ministros de Estado y los Miembros de la Asamblea 
Legislativa ...(Fallo de 13 de septiembre de 1996. Sala Tercera 
de lo Contencioso Administrativa. Magistrada Ponente Mirtza 
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Franceschi de Aguiiera, pág. lO, www,organojudicial,gob.pa)(El 
Subrayado es nuestro) 
Después por fallo de 13 de mayo de 2004, el Pleno de la Corte Suprema 
de Justicia, al resolver una demanda de Inconstitucionalidad en relación a la 
investigación yjuzgamiento del Presidente de la República reiteró que: 
En síntesis, esta Superioridad es del criterio que el articulo 9 de 
la Ley N° 59 de 9 de diciembre de 1999, no infringe el articulo 
217 de la constitución Nacional, porque luego de acreditar el 
enriquecimiento injustificado, la Contraloría General de la 
República, remite lo actuado ante el Ministerio Público, que es la 
autoridad encargada de investigar y efectuar una calificación 
provisional ante la posible comisión de delitos. Cabe señalar 
que en los procesos iniciados por denuncias o acusaciones que 
sean del conocimiento de la Contraloría General, a través de la 
Dirección de Responsabilidad Patrimonial, rigen los factores de 
competencia que asigna la Constitución y la ley. Entre estos se 
encuentra la competencia fijada por la calidad de (as partes. Así 
tenemos que la Asamblea Leqislativa tiene competencia  
privativa para conocer de las acusaciones o denuncias que se  
presenten contra el Presidente de la República y los 
Maqistrados de la Corte Suprema de Justicia, para juzqarlos, si 
a ello hubiere luqar, "por actos ejecutados en ejercicio de sus  
funciones en perjuicio del libre funcionamiento del poder público 
o violatorios de la Constitución o las Leyes". (num 1, art. 154, 
Constitución Nacional). En consecuencia, se entiende con 
claridad que la Contraloría General de la República, a través de 
la Dirección de Responsabilidad Patrimonial, no tiene facultad 
para investigar al Presidente de la República y a los Magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia por denuncias. Esto implica 
también que no tiene facultad para remitir al Procurador General 
de la Nación alguna actuación o investigación iniciada en contra 
del Presidente de la República o de los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia"(Fallo de 13 de mayo de 2004. Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia. Magistrado Ponente César Pereira 
Burgos, pág., 4)(El subrayado es nuestro) 
2.5.2.8 Código Judicial de 1987 y  Reglamento Interno de la 
Asamblea Legislativa. 
El Código Judicial aprobado por la ley N°29 de 1984, fue reformado por la 
ley 18 de 1986 y entró a regir el 1 de abril de 1987. En relación al Presidente de 
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la República, mantuvo la posición de la Ley N° 61 de 1946, de eliminar la 
competencia de la Corte Suprema de Justicia para juzgarlo, por la comisión de 
delitos comunes. Vemos que en efecto, al Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
en su articulo 86, Acápite Segundo, Inciso b del Código Judicial sobre la 
competencia dispone que: 
'Ajustándose al procedimiento señalado para cada caso: 
a)  
b) De las causas por delitos comunes o faltas cometidas por 
los Ministros de Estado, el Procurador General de la 
Nación, el Procurador de la Administración, los Miembros 
de la Asamblea Legislativa, los Comandantes y Miembros 
del Estado Mayor de la Fuerza Pública, el Contralor 
General de la República y los Magistrados del Tribunal 
Electoral, o cometidos en cualquier época por persona que 
al tiempo de su juzgamiento ejerza algunos de los cargos 
mencionados en este literal; 
Por otro lado, en relación a la competencia para conocer de los procesos 
penales, el artículo 1982 del Código Judicial preceptúa que: 
"Son tribunales competentes para conocer de los procesos 
criminales la Corte Suprema de Justicia, los Tribunales 
Superiores de Justicia, los Jueces de Circuito, los Jueces 
Municipales y la Asamblea Legislativa en los casos 
contemplados en el artículo 154 de la Constitución". 
La regulación jurídica de los procesos especiales contra servidores 
públicos por delitos cometidos en el ejercicio del cargo, se contempla en el 
Título IX, del Libro Tercero del Código Judicial. El articulo 2464 dispone que: 
"Se sujetarán a los trámites ordinarios los procesos que se sigan 
contra servidores públicos por abuso en el ejercicio de sus 
funciones oficiales o por falta de cumplimiento de los deberes de 
su destino, para el efecto de imponerles la sanción 
correspondiente, y de que resarzan los perjuicios que hayan 
causado con sus abusos y omisiones, con excepción de los que 
tiene señalado un procedimiento especial en este Código". 
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Al analizar esta norma se desprende que debe tratarse de aquellos delitos 
que cometan los funcionarios públicos, pero en el ejercicio de sus funciones, ya 
sea por acción o por omisión. 
Es importante destacar que el artículo 2463de1 Código judicial dice que: 
"En los negocios sujetos a procedimientos especia/es son 
aplicables las disposiciones de los procesos penales ordinarios, 
en cuanto no se opongan a las dadas especia/mente para cada 
procedimiento". 
Por otra parte, el Capitulo II de los Procesos contra Servidores Públicos el 
articulo 2465 indica que: 
Los procesos contra servidores públicos se siguen ante la 
Asamblea Legislativa, la Corte Suprema de Justicia, los 
Tribunales Superiores y los Juzgados de Circuito 
En relación al Presidente de la República y a los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia , el procedimiento establecido para enjuiciarlos es por los 
actos que cometan en ejercicio de sus funciones, y tal como lo contempla la Ley 
adjetiva, es decir, el Código Judicial en el Título IX, Capitulo III, Libro III, pero en 
el caso del Primer Magistrado de la Nación, es por las causales descritas en el 
articulo 191 de la carta fundamental vigente, y en cuanto a los Magistrados del 
Supremo Tribunal, por los actos enumerados en el artículo 160 del texto 
constitucional. 
Este procedimiento regulado en el libro III del Código Judicial, ha sido 
objeto de ciertas críticas por parte del Dr. Quintero el cual expresa que: 
'A propósito de lo anterior, hay que hacer una aclaración. Se ha 
afirmado que el Capítulo III ya indicado, establece el 
procedimiento a seguir en los procesos penales especia/es de 
los cuales conoce la Asamblea Legislativa, por la sencilla razón 
de que la regulación de tales procesos se ha incluido dentro del 
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Libro III del Código Judicial, el cual se ocupa precisamente, del 
procedimiento penal, pero no porque la institución que se 
consagre en el numeral 1, del artículo 154 de la Constitución de 
base jurídica para considerar que se trata de una causa penal, 
de la cual, en ejercicio de las funciones judiciales, conoce la 
Asamblea Legislativa. 
Este mismo pecado no sólo lo cometió el Código Judicial 
vigente, sino que ya previamente se había incurrido en el Código 
Judicial aprobado en 1916, pero con las diferencias que más 
adelante se señalarán. 
De lo expresado por la Constitución en el numeral 1 de su 
articulo 154, lo único que se impone concluir es que se trata de 
una causa judicial, de la cual conoce la Asamblea Legislativa. La 
naturaleza jurídica de esta causa, es un asunto que está por 
verse" (Quintero Correa y Marchosky, 1997, págs. 6-7). 
A continuación haremos referencia al procedimiento 	 seguido por la 
Asamblea Nacional de Diputados cuando se encarga de juzgar al Jefe del 
Órgano Ejecutivo, por las causales enunciadas en el artículo 191 de la Carta 
Magna. La Sección P, se denomina de Instrucción y Sustanciación del Proceso, 
y que va de los artículos 2478 hasta el articulo 2485 del Código Judicial, 
mientras que la Sección 21, se intitula Vista y Decisión de la causa, que 
corresponde desde los artículos 2486 al 2492. 
En relación a la Instrucción y Sustanciación del Proceso, el procedimiento 
es el siguiente: 
El articulo 2478 expresa que: 
'Todo ciudadano puede acusar o denunciar ante la Asamblea 
Legislativa, al Presidente de la República y los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, para que se les juzgue, si a ello 
hubiere lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus 
funciones en perjuicio del libre funcionamiento del poder público 
o violatorios de la Constitución o las leyes. 
El querellante o el denunciante debe presentar la prueba del 
hecho sin lo cual no será admitida la querella o la denuncia'. 
Un aspecto relevante de este artículo es que el ciudadano debe presentar 
la prueba del hecho, es decir, la prueba sumaria, la cual pude constar por 
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cualquier medio probatorio que la acredite. Si no se acompaña o no consta por 
otro medio cualquiera debe ordenarse su archivo. El articulo 2467 del Código 
Judicial dispone que: 
"El que promueva querella por delito o denuncia de la clase a 
que se refiere el articulo 2464, deberá acompañar la prueba 
sumaria de su relato. En caso contrario si tal prueba no constara 
por otro medio cualquiera, se ordenará su archivo. Para efectos 
de este articulo se entiende por prueba sumaria cualquier medio 
probatorio que acredite el hecho punible atribuido". 
Mediante fallo de 8 de abril de 1997, la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia respecto a la prueba sumaria señaló que: 
"Al referirse al artículo 2471, la Sala ha dicho que "El artículo en 
mención se refiere a que la acusación por delito o denuncia 
promovida contra servidores públicos debe acompañarse de la 
prueba sumaría, la cual se define como cualquier medio 
probatorio que acredite el hecho punible atribuido. La falta de 
aprobación de la prueba sumaría, produce el archivo de la 
acusación o denuncia" (Fallo de 8 de abril de 1997, Registro 
Judicial, abril de 1997, pág. 189). 
Luego de lo anterior, continuamos señalando el procedimiento. El Artículo 
2479 dispone que: 
'La Comisión Judicial de la Asamblea Legislativa estará 
integrada de acuerdo con su Reglamento Intemo, La Asamblea 
Legislativa determinará si procede o no el juzgamiento de los 
funcionarios a que se refiere el articulo anterior, con vista a lo 
actuado por la Comisión Judicial". 
Dice el articulo 2480 que: 
"Presentada la querella o denuncia, el Presidente de la 
Asamblea advertirá a los Legisladores Comisionados el deber 
en que están de manifestar si tienen algún impedimento para 
conocer el proceso. 
Si alguno de los Legisladores Comisionados se declara 
impedido de acuerdo con las causales del articulo siguiente, la 
Comisión Judicial tomará en cuenta los impedimentos que 
alegue y resolverá sobre ellos, escogiéndose un nuevo 
legislador de acuerdo al Reglamento Interno de la Asamblea 
Legislativa' 
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Los impedimentos a los cuales se refiere el articulo 2480, son los 
enunciados en el artículo 2481 que expresa que: 
Son los únicos impedimentos para conocer de estos juicios: 
10. Haber tomado parte en los hechos sobre las cuales verse 
la imputación; 
20. Tener interés personal y directo en el acto que es materia 
de la imputación; y 
30. Tener parentesco dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad con el imputado o 
con el que ha hecho o promovido la imputación. 
Serán aplicables a los miembros del Pleno estos mismos 
impedimentos. 
Otro punto importante, es el referente a la calificación que 
realiza la Asamblea del sumario, dice el artículo 2482 que: 
La Comisión Judicial una vez admitida la denuncia o querella, 
la pasará con sus documentos al Procurador General de 
Nación para que informe sobre el mérito de ello, en un término 
no menor de diez (lO) días con las recomendaciones legales 
procedentes. Recibida la opinión del Procurador General de la 
Nación 	 la Comisión llevará el asunto al Pleno para la 
correspondiente calificación. Si el Pleno resuelve que debe 
proseguirse la causa dictará auto de enjuiciamiento; en caso 
contrario, dictará 	 sobreseimiento y ordenará el archivo del 
expediente. La resolución que se dicte será notificada al 
imputado y al querellante y no procederá contra ella recurso 
alguno. Antes de la calificación de que habla este articulo el 
Pleno designará de su seno un legislador, quien actuará como 
fiscal en el juicio cuando exista enjuiciamiento. Si se procede 
por querella, el querellante podrá actuar en 	 juicio como 
coadyuvante del Fiscal Legislador". 
El artículo 2483 preceptúa que: 
"Inmediatamente después de notificado el auto de 
enjuiciamiento proferido, se señalará fecha para la audiencia 
oral, que no podrá ser antes de cinco días, ni después de diez 
días"  
Referente a la celebración de la audiencia, el articulo 2484 dispone que: 
"Para celebrar la audiencia se seguirá todo el procedimiento del 
Plenario establecido en el Título III de este Libro con la 
advertencia de que donde diga Juez, se entenderá que es 
Asamblea Legislativa". 
8! 
Esta primera etapa de instrucción finaliza con el articulo 2485 que 
establece que: 
"En la discusión y votación sobre la culpabilidad de los 
funcionarios imputados se procederá según lo establecido en el 
Reglamento Interno de la Asamblea, adoptándose la decisión 
por mayoría absoluta de votos". 
Por otro lado, en la Sección 2a  denominada de la Vista y Decisión de la 
Causa, el articulo 2486 señala lo siguiente: 
"El día señalado para la celebración del juicio, deberán 
comparecer ante el Pleno de la Asamblea Legislativa el 
imputado, su defensor, el Legislador Fiscal y el querellante. 
La incomparecencia de este último no impide la continuación del 
acto". 
Por otro lado el artículo 2487 dice que: 
"Abierta la sesión, el Secretario hará la relación del proceso y 
leerá los documentos que quieran oír los Legisladores o pidan 
las partes". 
Mientras que el articulo 2488 dispone los siguiente: " Hecha 
la relación del proceso, la parte acusadora expondrá en forma oral 
su alegato y enseguida podrán hacer lo mismo el imputado y su 
defensor. Tanto la parte acusadora como el imputado y su 
defensor podrán hablar dos veces cada uno". En lo referente a los 
alegatos el artículo 2489 conceptúa que: "Concluidos los alegatos, 
la Asamblea procederá a discutir y votar la decisión que debe 
adoptar en la causa, la cual no podrá ser otra que la absolución o 
condena, con la imposición, en el último caso, de la sanción 
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correspondiente. Documentada la decisión se notificará a las 
partes y contra ésta no procede recurso alguno". 
Es importante comentar el articulo 2490 que expresa que: "Para declarar 
culpable al imputado será necesario las dos terceras partes de votos de la 
Asamblea Legislativa ". Anteriormente este artículo correspondía al 2494. El 
mismo fue objeto de una demanda de Inconstitucionalidad interpuesta por el 
Doctor Rafael Murgas Torraza, el día 17 de noviembre de 1992. Posteriormente 
a raíz del proceso penal seguido al Magistrado de la Corte Suprema de Justicia 
José Manuel Faúndes, por parte de la Asamblea Legislativa, el día 12 de 
noviembre de 1996, el Legislador Roberto Ábrego Torres, interpuso una 
Advertencia de Inconstitucionalidad en contra del artículo 2494. 
El Dr. Murgas Torraza sustentaba su demanda de Inconstitucionalidad 
porque el Código Judicial, al referirse a los procesos que se instauren en contra 
del Presidente de la República y los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, se exigen las dos terceras partes de los votos de la Asamblea para 
declararlo culpable, y que la Constitución al regular las funciones de la Asamblea 
Legislativa no exige las dos terceras partes de los votos. El demandante invocó 
como violados los artículo 154 y  186 de la Carta Fundamental. 
Por su parte, el legislador Ábrego en la Advertencia de 
Inconstitucionalidad en contra del articulo 2494 del Código Judicial, pidió al 
Supremo Tribunal declarar la inconstitucionalidad de este articulo porque era 
violatorio de los artículos 19 y  20 de la Constitución. Que la infracción radica en 
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que el artículo 2494 del Código Judicial violaba de manera directa los artículos 
que hemos citado y los cuales expresan que no habrá fueros ni privilegios. Que 
tanto los nacionales y los extranjeros son iguales ante la ley. Además que el 
artículo 2494 produce una desigualdad, ya que para juzgar a los Magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia y al Presidente de la República se requiere una 
mayoría calificada, en tanto que para otros funcionarios, tales como los Ministros 
de Estado, se requiere una simple mayoría. El Dr. César Quintero al presentar 
sus observaciones a la Consulta y a la demanda de Inconstitucionalidad 
manifestó que: 
"Una declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 2494 del 
Código Judicial borraría del todo el tenue sistema de balanzas y 
contrapesos contenidos en la Constitución vigente, para 
mantener la separación de los poderes. El papel que juega en 
este sistema de balanzas y contrapesos el artículo 2494 del 
Código Judicial confirma su constitucionalidad. Su desaparición 
podría dar lugar a que se coloque al país en una situación 
altamente peligrosa, pues pondría al órgano ejecutivo y al 
judicial a merced de una simple mayoría de la 
Asamblea"(Quintero, 1997, págs. 136-137). 
En virtud de ambas acciones, la Corte Suprema de Justicia las acumulo y 
por fallo del 20 de diciembre de 1999 expreso que el artículo 2494 no era 
inconstitucional. Dijo la Corte que: 
"La Corte considera que la circunstancia de que la Carta 
fundamental haya establecido, para casos concretos, una 
mayoría calificada, sólo refleja la voluntad y la finalidad del 
Constituyente de que en esos casos se requiera de dicha 
mayoría permitiendo al Legislador que en otros casos pueda 
exigir una mayoría calificada. 
El Pleno considera que perturbaría el sistema constitucional de 
la República que la permanencia del Presidente de la República 
y de la Corte Suprema de Justicia en sus cargos dependa del 
voto de una simple mayoría de la Asamblea NacionaL La Corte 
no puede alterar la estructura política establecida en la 
Constitución Nacional. El Doctor Arturo Hoyos en su obra la 
Interpretación Constitucional (Temis 1993) se refiere al principio 
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de concordancia de las normas constitucionales y expone que 
es "consecuencia de una interpretación sistemática de las 
normas constitucionales 
Según él, "los bienes constitucionalmente protegidos deben ser 
coordinados y frente a un caso concreto en que se pretende un 
conflicto el juez debe hacer ponderación a fin de establecer 
prioridad'l Por ello la interpretación constitucional descansa en 
un equilibrio entre los Organos del Estado y este equilibrio se 
afectaría si una simple mayoría de la Asamblea Legislativa los 
puede alterar. El silencio del constituyente no significa, en esta 
materia, una limitación para el legislador, De ahí que se impone ) 
y así lo recomendó el Codificador y lo aprobó el Organo 
Legislativo, la mayoría calificada para remover al Presidente de 
la República y a los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia de sus cargos'. 
Respecto a la Advertencia de inconstitucionalidad sigue 
señalando la resolución de la Corte que: 
'La Corte considera que el precitado articulo 2494 no viola los 
artículos 19 y 20 de la Constitución Nacional, ya que el requisito 
de la mayoría calificada no constituye privilegio personal, sino 
una prerrogativa especial concedida por el Constituyente a esos 
cargos. De ahí que si fue el Legislador el que estableció en el 
artículo 2494 del Código Judicial que los funcionarios que 
ocupen tales posiciones, solamente pueden ser condenados con 
una votación de las dos terceras partes de los miembros de la 
Asamblea Legislativa, ello se ha hecho en desarrollo y 
concordancia con el mandato constitucional"(Fallo del 20 de 
diciembre de 1999. Pleno de la Corte Suprema de Justicia, 
págs.81-82. Gaceta Oficial N° 23,973 del viernes 21 de enero de 
2000). 
Este fallo de la Corte Suprema de Justicia fue objeto de salvamento de 
voto por parte del Magistrado Suplente Publio Muñoz Rodríguez, y el cual hace 
referencia en particular a la demanda interpuesta por el Dr. Murgas Torraza. 
Fundamenta su salvamento en lo siguiente: 
A. Casi todas las constituciones de los países 
latinoamericanos coinciden en establecer, directamente, la 
mayoría calificada para juzgar al Presidente de la 
República y a los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, entre otros funcionarios importantes. 
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B. Nuestra Constitución Política, hasta el año de 1983, 
estableció un sistema distinto, o sea, que delegó en el 
Legislador la facultad de reglamentar el procedimiento a 
seguir e imponer las sanciones correspondientes, al incluir, 
en el articulo pertinente la reserva respectiva. 
La constitución de 1972, finalizaba su articulo 142 con el 
siguiente párrafo: LA LEY ESTABLECERÁ EL 
PROCEDIMIENTO Y LAS PENAS APLICABLES'. 
Sin embargo, el acto reformatorio de la Constitución, aprobado 
en 1983, sin explicación alguna, procedió a eliminar dicho 
párrafo y por tanto, la autorización para que el legislador, 
mediante Ley, tomare tales decisiones. 
Al parecer quedaban tales funcionarios en la misma posición en 
que se encuentran los legisladores al suspenderse su inmunidad 
para ser juzgados por la justicia ordinaria, donde se aplica el 
sistema de mayoría simple. 
Como en el proyecto que acoge, la mayoría, no se da una 
explicación, que a mi juicio, justifique la eliminación de dicha 
reserva por otras causas: y como la propia Corte Suprema de 
Justicia ha venido censurando el acto de rebasar el contenido de 
las disposiciones constitucionales(por ejemplo, en sentencia de 
7 de diciembre de 1994, 30 de octubre de 1992 y 14 de marzo 
de 19993(sic) ... pues desde este punto de vista el articulo 2494 
del Código Judicial rebasa la norma constitucional". 
A consecuencia del fallo, por oficio N° SGP -2280-99, la Corte Suprema 
de Justicia le informó a la Asamblea Legislativa que por sentencia del 20 de 
diciembre de 1999, el máximo Tribunal Constitucional resolvió la advertencia, 
estableciendo que el artículo 2494 del Código Judicial no era Inconstitucional. 
De ahí, que por Sentencia N° 1 de abril de 2000, el Pleno de la Asamblea 
Legislativa absolvió al Magistrado José Manuel Faúndes Rodríguez, de los 
cargos que por delito contra la libertad Individual, Abuso de Autoridad e 
Infracción de los Deberes de los Servidores Públicos, Delito de Usurpación de 
las Funciones Públicas y Delito contra la Autoridad Pública fueron deducidos en 
su contra en el auto de enjuiciamiento emitido en su contra. Consideramos 
necesario hacer la observación en relación con el Magistrado aludido, que fue 
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absuelto por el motivo de no haberse logrado las dos terceras parles que exige 
el Código Judicial, 
Luego de esta explicación y retomando el tema, tenemos que el artículo 
2491 de¡ Código Judicial establece que: 
"Cuando los legisladores hagan diversas proposiciones, acerca 
de la sanción que deba imponerse, se votarán en el orden de 
mayor a menor pena, hasta obtener la mayoría requerida, si 
respecto de ninguna de ellas se obtuviere dicha mayoría, se 
impondrá la menor 
Ya para terminar el procedimiento judicial seguido por la Asamblea 
Nacional, veremos que el artículo 2492 dispone que: 
'Aprobada y redactada la sentencia, se pondrá en los autos 
firmada por la Directiva y el Secretario de la Asamblea; se 
notificará a las partes y se comunicará al Órgano Ejecutivo para 
su publicación en la Gaceta Oficial y la ejecución de la misma 
Debemos aclarar que el Código Judicial se aplica en estos juicios, en 
concordancia con el Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa, ya que el 
mismo tiene jerarquía de ley, y es además un cuerpo de normas 
complementarias a las normas del Código Judicial que regulan el proceso penal 
ante la Asamblea Nacional. El artículo 46 de este Reglamento consagra que 
entre las comisiones permanentes de la Asamblea, se encuentran las de 
Credenciales, Justicia Interior, Reglamento y Asuntos Judiciales. Los deberes de 
la misma se establecen en el artículo 48, numerales 7 y  8 que expresaba: 
"Conocer, en primera instancia, sobre las situaciones previstas 
en el artículo 154 de la Constitución Política de la República "(N° 
7) y  "Emitir concepto, al Pleno de la Asamblea Legislativa, 
acerca de las acusaciones y denuncias que se presenten en 
contra del Presidente o Presidenta de la República, los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, los miembros de 
la Asamblea Legislativa y demás funcionarios que determinen la 
Constitución y leyes de la República"(N° 8). 
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En el Titulo IX denominado de las Sesiones Judiciales de la Asamblea 
Legislativa, Capítulo 1 "De las acusaciones o Denuncias ante la Asamblea 
Legislativa", el articulo 208 expresa que: 
"La Asamblea Legislativa podrá reunirse en sesiones judiciales, 
según lo establecido en el articulo 146 de la Constitución 
Política, por derecho propio sin previa convocatoria, para 
conocer de las acusaciones o denuncias a los funcionarios o 
funcionarias que ordena el artículo 154 de la Constitución y 
juzgarlos si a ello hubiese lugar". 
El artículo 209 del Reglamento conceptúa que: 
"Las sesiones judiciales podrán celebrarse en cualquier tiempo. 
Su celebración no alterará la continuidad y duración • de la 
legislatura, ni le pondrá término sino cuando la Asamblea 
Legislativa falle la causa pendiente". 
Para finalizar el articulo 210 señala que: 
"Las acusaciones o denuncias ante la Asamblea Legislativa se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 154 de la Constitución y 
demás". 
2.6 Precedentes de Enjuiciamientos seguidos a Presidentes de la 
República en Panamá. 
Anteriormente, se ha anotado que la Asamblea Nacional se encarga de 
juzgar al Primer Mandatario de la Nación y a los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, por los actos que ejecuten en el ejercicio de sus funciones. 
En Panamá, la Asamblea Nacional ha puesto en práctica sus funciones 
judiciales, al juzgar a cuatro Presidentes de la República, estando en el ejercicio 
de su cargo y también a dos Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Los 
Magistrados que fueron enjuiciados por dicho Órgano del Estado, fueron 
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Manuel A. Herrera, en 1938 bajo la Carta de 1904, al cual se le imputaba haber 
recibido dinero para omitir actos de sus funciones y el proceso penal en contra 
del Magistrado José Manuel Faúndes al cual hemos hecho referencia 
anteriormente. 
Como ejemplos de enjuiciamientos están los procesos seguidos al Dr. 
Arnulfo Arias Madrid en 1951, por el delito de Extralimitación de Funciones 
Constitucionales; el del Ingeniero José Ramón Guizado en 1955, al ser acusado 
de ser el autor intelectual del asesinato del Presidente Constitucional José 
Antonio Remón Cantera y que constituye el único caso en el cual se juzgó y 
condenó a un Presidente de la República por la comisión de un delito común; el 
seguido a Marcos Aurelio Robles en 1968, por el delito de Coacción Electoral, y 
finalmente el del Ingeniero Eric Arturo Del Valle, el cual no fue juzgado por la 
Asamblea Legislativa, sino que fue realmente destituido con su Vice Presidente. 
2.6.1 Juicio seguido al Dr. Arnulfo Arias Madrid. 
En el año de 1939, el Dr. Arnulfo Arias Madrid retornó al país para aceptar 
la candidatura presidencial, e inició de inmediato su campaña política. El 
candidato opositor era el Dr. Ricardo J. Alfaro, quien no pudo concurrir a las 
urnas, ante los atropellos de que fue víctima. En la campaña electoral de 1940, 
el Dr. Arnulfo Arias Madrid fue elegido Presidente constitucional de la República 
de Panamá y asumió el poder el 1 de octubre de 1940. 
El día 2 de enero de 1941, promulgó una nueva Constitución, que le 
prolongó el mandato presidencial por un período de seis años adicionales. 
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El 7 de octubre de 1941, el Presidente Arias Madrid tomó un avión de la Pan 
American Airways estacionado en France Field, con destino a Cienfuegos, 
República de Cuba, pero su ausencia fue el pretexto que dio origen para que el 
día 9 de octubre de 1941 fuera depuesto del mando presidencial el cual fue 
organizado por su Ministro de Gobierno y Justicia, Ricardo Adolfo De La Guardia 
quien justifico el derrocamiento del Dr. Arias por ser simpatizante de Adolfo Hitler 
y ello vulneraba las relaciones con los Estados Unidos. 
La Constitución de 1941 contemplaba tres causales que podía producir la 
falta absoluta del Primer Mandatario, y que eran la muerte, la renuncia aceptada 
y la destitución. Sobre este asunto nos comenta Fernando Berguido que: 
"Nada decía la Constitución sobre las ausencias del Presidente 
o si dichas ausencias debían ser consideradas como abandono 
del cargo. El Presidente no podía ser destituido ya que las 
únicas razones por las cuales podía ser destituido era por 
extralimitación de funciones o contra actos de violencia contra 
las corporaciones señaladas en la Constitución. 
El único articulo que podía ser aplicado, indirectamente, era el 
III que establecía que el Presidente podía: "separarse del 
ejercicio de sus funciones con licencia que le será concedida 
por la Asamblea Nacional y en receso de ésta, por la Corte 
Suprema de Justicia" (Berguido, 1987, págs. 78-79). 
Por otro lado, mediante la vigencia de la Constitución de 1946, el primer 
juicio de carácter político ocurrido en la República de Panamá, fue el seguido al 
Presidente de la República en funciones, Dr. Arnulfo Arias Madrid. Durante la 
campaña electoral del año 1948, fueron postulados a la Presidencia de la 
República Domingo Diaz Arosemena por el Partido Liberal, mientras que por el 
Partido Revolucionario Auténtico, el Dr. Arnulfo Arias Madrid. Realizados los 
comicios el día 30 de junio de 1948, el Jurado Nacional de Elecciones otorgó la 
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victoria electoral al ciudadano Domingo Díaz, a pesar de las numerosas 
irregularidades denunciadas por gran masa de dirigentes y correligionarios de la 
campaña del Dr. Arias. El Presidente Domingo Díaz murió el 25 de agosto de 
1949, ocupando la Presidencia de la República, el Primer Vicepresidente Dr. 
Daniel Chanis quien se mantuvo en el puesto hasta noviembre de 1949, como 
consecuencia de que tuvo problemas graves con el Jefe de la Policía Nacional, 
el militar José Antonio Remón Cantera. Inmediatamente después el Dr. Daniel 
Chanis retiró su renuncia como Presidente de la República ante la Asamblea 
Nacional, argumentado que había sido víctima de coerción u obligado por la 
Policía Nacional, dándole un tiempo señalado hasta las horas de la madrugada 
para que presentara su renuncia, porque de lo contrario la Presidencia de la 
República sería objeto de un ataque militar. Entonces el Presidente Chiari, que 
había tomado posesión ante la Corte Suprema de Justicia, le dirigió una consulta 
a dicho organismo y en la cual pedía que resolviera sobre la constitucionalidad 
de su actuación y la misma respondió por medio de una nota del 24 de 
noviembre de 1949 que según su concepto el Doctor Chanis continuaba siendo 
el Presidente de la República y la permanencia de Chiari en el poder era de 
carácter temporal. 
El Jurado Nacional de Elecciones instado por la Policía Nacional, ante la 
revuelta popular que causaron los hechos anteriores, decidió resolver la 
situación haciendo un recuento de votos de las elecciones de 1948 y decidió 
que el electo era el Dr. Arnulfo Arias Madrid quien ascendió a la Presidencia el 
día 24 de noviembre de 1949, pero fue derrocado el día 10 de mayo de 1951. 
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Ya en el ejercicio del cargo el Dr. Arias Madrid en 1951, por Decreto de 
Gabinete resolvió poner en vigencia la Constitución de 1941 y  derogar la de 
1946. Jorge Conte Porras dice que: 
"Al día siguiente, Lunes 7 de mayo se reunió el Consejo de 
Gabinete para derogar la Constitución de 1946; .. En las horas 
de la noche el Ministro de Gobierno y Justicia José Clemente 
Obaldía, y el Presidente Arias se dirigieron al país por una 
cadena de emisoras para comunicar que el Consejo de 
Gabinete había derogado la Constitución, disolvía la Asamblea 
y colocaba en estado de interinidad a los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia" (Conte Porras, 1980, pág. 150). 
En consecuencia el Consejo de Gabinete dictó un decreto de fecha 7 de 
mayo de 1951, por el cual se restablecía la Constitución panameñista de 1941. 
Como consecuencia de la expedición de este decreto, el Licenciado Elías 
Ramos Márquez presentó una acusación contra el Presidente de la República, 
por el delito de extralimitación de funciones constitucionales, consagrado como 
causal de responsabilidad, en el ordinal 1 del artículo 148 de la Constitución de 
1946, y la señalada en el ordinal 2 del citado artículo, en lo referente a impedir la 
reunión de la Asamblea Nacional. Este juicio seguido al Dr. Arnulfo Arias 
Madrid, se fundamentó en dos causales: La primera por extralimitación de 
funciones, y en • donde se indicaba que el Presidente de la República, se 
excedió en el uso de sus facultades al tratar de derogar la Constitución de 1946 
y restablecerla Carta de 1941. 
Luis E. Guinard cita al Doctor Felipe Juan Escobar quien al presentar su 
alegato ante la Asamblea Nacional, en el proceso seguido al Dr. Arias por el 
delito de extralimitación de funciones manifestó que: 
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"El título parece técnico, pero no es. Sencillamente nosotros 
usamos en el lenguaje corriente "extralimitarse' pasarse del 
límite. Las funciones que uno desempeña son las actividades 
que le han confiado la República y las Leyes al Presidente de la 
República; salirse de ellas es cometer un delito"(Guinard, 1992, 
pág.215). 
Otra causal fue la de impedir la reunión de la Asamblea Nacional, ya que 
por el citado decreto se disolvía el Cuerpo Legislativo. 
La Competencia de la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de 
la República, se enmarcaba en el numeral 1, del articulo 119 de la Constitución 
de 1946. El 9 de mayo de 1951, a las siete de la noche se reunió una mayoría 
de Diputados de la Asamblea Nacional en las oficinas del Diario La Nación. Se 
aprobó una resolución por unanimidad, en donde se exponía la razón de la 
reunión y los motivos del llamamiento a juicio en contra del Primer Magistrado de 
la Nación e igualmente fue aprobada otra resolución por la cual se decretaba 
la suspensión del cargo de Presidente de la República al Dr. Arias Madrid, y se 
llamaba al Primer Vicepresidente de la República para ocupar el cargo de Jefe 
de Estado. 
El día 25 de mayo de 1951, la Asamblea Nacional, actuando como 
Tribunal de Justicia dictó sentencia destituyendo del cargo de Presidente de la 
República al Dr. Arnulfo Arias Madrid, y le aplicó la pena de inhabilitación 
perpetua para ejercer cargos públicos, por el delito de extralimitación de 
funciones constitucionales. 
En este juicio político no se pueden pasar por alto los sucesos del día 10 
de mayo de 1951, donde falleció el mayor del Cuerpo de la Policía Nacional, 
Alfredo Lescano Gómez, en la Presidencia de la República, y por quien se 
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responsabilizó al Dr. Arias Madrid. Sin embargo, a pesar de que en el proceso 
se inculpó al Dr. Arias de haberle causado la muerte a un alto oficial, la 
Asamblea no le siguió juicio por este caso. Hacemos esta aclaración, ya que la 
sentencia dictada por la Asamblea Nacional, señalaba que la decisión no afecta, 
en ningún sentido, cualesquiera otros procesos que se sigan o puedan seguirse 
contra el acusado Arnulfo Arias Madrid ante los Tribunales Ordinarios de 
Justicia. 
Dentro del proceso seguido al Dr. Arias Madrid, tenemos que si bien la 
Asamblea Nacional tenia la facultad constitucional de juzgar al Presidente de la 
República, por la comisión del delito de extralimitación de funciones y el de 
impedir la reunión de la Asamblea Nacional, no podía suspenderlo de manera 
provisional del cargo de Presidente de la República.. 
Sobre este punto dice José Antonio Sossa que: 
"La Asamblea bajo ningún concepto estaba o ésta autorizada 
para suspender de su cargo a un Presidente por las causales de 
extralimitación de funciones o de actos de violencia o coacción 
en el proceso electoral o que impidan la reunión de la Asamblea 
Nacional, causales estas que se señalan en los ordinales 1 y  2 
del artículo 148 de la Constitución Nacional, donde se establece 
que en los casos mencionados la pena será de destitución y de 
inhabilitación para ejercer cargo público por el termino que fije la 
ley"(Sossa, 1970.1971,pág. 100). 
Además, otra irregularidad en la que cayó la Asamblea Nacional fue que 
le impuso al Dr. Arias Madrid, la interdicción perpetua para ejercer cargo público. 
En este aspecto, en ausencia de una ley especial que fijara el término de 
interdicción por la comisión de las conductas tipificadas en los numerales 1 y  2 
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del articulo 148 de la Cada Fundamental de 1946, los Diputados se acogieron al 
artículo 25 del Código penal que disponía que: 
La interdicción perpetua de derecho priva del derecho de elegir 
y de ser elegido, como del ejercicio de cualquier otro derecho 
político; de ejercer cualquier entidad que forme parle de ellos, 
priva de los grados y dignidades que confieran el Estado o las 
entidades públicas y de la aptitud para ejercer la tutela o la 
curatela. 
La interdicción temporal se refiere a los mismos derechos de 
que trata el inciso anterior, por un tiempo no menor de un mes ni 
mayor de un año. 
En ciertos casos que determina la ley, se puede privar a un 
individuo del derecho de ejercer determinada profesión u oficio 
por tres días a dos años". 
Como se observa, el articulo 25 del Código penal no consagraba la pena 
para las conductas establecidas en los numerales 1 y  2 del artículo 148 de la 
Constitución de 1946, porque el articulo sólo se ¡imita a definir en que consistía 
la pena de interdicción cuando era perpetua, y en que radicaba cuando era 
temporal. Esta inhabilitación perpetua fue anulada por medio de la resolución N° 
1 de 3 de octubre de 1960 de la Asamblea Nacional. 
Para terminar en su fallo, la Asamblea Nacional señaló que su decisión 
no afectaba cualesquiera otros procesos seguido al Dr. Arias Madrid, pero no 
dice en base a qué precepto constitucional y legal hacía la advertencia, ni indicó 
a qué clase de supuestos delitos se refería, ni las disposiciones qué los creaban 
ni las que establecían las correspondientes penas. 
2.6.2 Juicio seguido al Ingeniero José Ramón Guizado 
El día 1 de octubre de 1952, tomó posesión del cargo de Presidente de la 
República, el Coronel José Antonio Remón Cantera, mientras que el Ingeniero 
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José Ramón Guizado y Don Ricardo Arias Espinoza como Primer y Segundo 
Vicepresidente, respectivamente. El 2 de enero de 1955, en horas de la noche, 
fue asesinado el Presidente Constitucional de Panamá, Coronel José Antonio 
Remón Cantera en el Hipódromo Nacional Juan Franco. En vista de la situación 
la Asamblea Nacional se reunión esa misma noche y le dio posesión del cargo 
al Primer Vicepresidente de la República, Ingeniero José Ramón Guizado, el 
cual hasta ese momento desempeñaba el cargo de Ministro de Relaciones 
Exteriores. Después, el 12 de enero de 1955, el Licenciado Rubén Miro Guardia 
declaró que él, completamente sólo, sin ningún tipo de colaboración había 
cometido el homicidio del Presidente Remón, pero el 14 de enero del mismo 
año, el Licenciado Miró al ampliar su declaración indagatoria manifestó que el 
asesinato había sido planeado de manera conjunta con el Ingeniero Guizado. 
El Ingeniero Guizado ante la acusación de Miró, remitió nota a la 
Asamblea 	 Nacional donde solicita licencia para separarse del cargo de 
Presidente de la República, pero la Asamblea negó la solicitud, por el 
contrario ordenó mediante resolución N° 35 del 15 de enero de 1955, la 
suspensión del cargo, ordenó su detención y llamó al señor Ricardo Arias 
Espinoza, en su calidad de Segundo Vicepresidente para que tomará posesión 
del cargo de Presidente, igualmente ofició a la Guardia Nacional para que 
procediera a detener al Ingeniero Guizado y ponerlo a órdenes de la Asamblea 
Nacional. Varios diputados, entre ellos el Dr. Carlos Iván Zúñiga, se 
pronunciaron en contra de la resolución. Señalaba el Dr. Zúñiga que el delito por 
el cual se acusaba al Ingeniero Guizado, por ser un delito común no era de la 
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competencia de la Asamblea Nacional, además, que al momento del crimen, el 
Ingeniero Guizado no ejercía el cargo de Presidente de la República, sino que 
era Ministro de Relaciones Exteriores, y su juzgamiento por los delitos y faltas 
correspondía a la Corte Suprema de Justicia, según el artículo 74 de la Ley N° 
61 de 30 de septiembre de 1946 que modificó el libro 1 del Código Judicial. Por 
consiguiente, que debía declinarse el asunto, pero su proposición fue rechazada. 
Esta posición adoptada por la Asamblea Nacional refleja de manera 
alguna el criterio de que la misma podía enjuiciar al Primer Mandatario de la 
Nación por la comisión de delitos comunes y por ende imponer penas de prisión, 
posición que ya hemos criticado a lo largo del desarrollo de la investigación. 
En vista de la posición adoptada por el Órgano Legislativo, el abogado 
Alejandro Piñango, interpuso ante la Corte Suprema de Justicia, una demanda 
de Inconstitucionalidad contra la Resolución N° 35 de 15 de enero de 1955, 
proferida por la Asamblea Nacional que suspendía al Ingeniero Guizado del 
cargo. El impugnante no recurrió la resolución por la falta de competencia de la 
Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de la República por delitos 
comunes, sino porque la misma carecía de facultad para conocer de las 
denuncias o acusaciones contra el Presidente de la República por actos 
ejecutados con anterioridad a la fecha en que entró al ejercicio de sus funciones, 
pero el fallo de la Corte confirmó la actuación de la Asamblea Nacional. En el 
mismo el Supremo Tribunal estableció que la competencia para juzgar al 
Presidente de la República por delitos cometidos antes de acceder, a la más alta 
magistratura correspondía a la Asamblea Nacional y en efecto la misma lo juzgó 
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y condenó. El fallo de fecha 18 de enero de 1955, citado por el Dr. Edgardo 
Molino Mola expreso que: 
"El artículo 119 de la Constitución Nacional debe interpretarse 
en el sentido de advertir en él dos proposiciones: la primera de 
circunscribirse a las faltas o delitos cometidos por el Presidente 
de la República en ejercicio de sus funciones, con perjuicio del 
libre funcionamiento del poder público; la sequnda cuando al 
Presidente le imputan la comisión de hechos violatorios de la 
Constitución o las leves; hechos que bien pudo haber realizado 
en ejercicio de su alta investidura o con anterioridad a la fecha 
en que ejercía el carqo'1  
"Ello es así, porque de otro modo quedarían sin sanción las 
infracciones del Códíqo Penal, va que un ciudadano puede 
ejecutar actos delictuosos y Ile qar a la Presidencia de la 
República sin que entonces pudiese deducírsele 
responsabilidad".  
"La Asamblea tiene competencia exclusiva en los casos en que 
se denuncia al Presidente de la República por razón del alto 
cargo de que está investido sin que sea preciso determinar el 
momento en que ejecutó el hecho que se le imputa" (Molino 
Mola, 1998, pags. 607-608). (El subrayado es nuestro). 
En este fallo, la Corte interpreta que le correspondía a la Asamblea 
Nacional, la competencia para juzgar al Jefe de Estado por cualquier delito 
común, pero observamos que el artículo 191 de la Constitución de 1946 se 
refiere a varios funcionarios y entre los cuales esta el Primer Magistrado de la 
Nación y que el articulo 148 establece de manera clara las causales de 
responsabilidad, por la cual el Órgano Legislativo puede juzgar al mismo, pero la 
Corte en su fallo no incluyó el mismo. Esta tesis de la Corte, creemos no guarda 
compatibilidad con lo señalado por la doctrina constitucional en el sentido que 
el Legislativo no le corresponde juzgar los delitos comunes que pueda cometer 
el Presidente de la República, pero silos delitos funcionales u oficiales. 
Luego de expuesto lo anterior, hay que referirnos a otros aspectos del 
proceso Guizado, como es la retractación del sindicado Rubén Miró quien había 
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indicado que el Presidente José Ramón Guizado había planeado el crimen del 
Coronel José Antonio Remón Cantera. Rubén Miró remite una carta el día 17 de 
febrero de 1955 al Dr. Harmodio Arias, Director del diario El Panamá América, y 
en la cual relata que fue objeto de coacción moral en la madrugada del día 14 de 
enero. En dicha carta manifiesta que: 
A la media hora se me presentó a mi celda el 
Comandante Vallarino, acompañado por el Mayor Pinilla, 
y en tono que no admitía dudas, me dijo que él sabia 
que Guizado estaba metido en esto y que si yo no aclaraba 
esto de una vez, ordenaban el arresto inmediato de Magdalena 
(mi esposa) y mi hijo Tomás. Ante esta alternativa no me quedó 
otro camino que levantarme a las cuatro de la mañana y 
hacerle cargo a Guizado con base en una visita que yo hice 
en el Ministerio el día 19 de noviembre'(Zúñiga Guardia, 
1957,pág. 51). 
Un punto relevante es en relación a la posición adoptada por el Fiscal 
designado por la Asamblea Nacional, Licenciado Eligio Crespo y el cual hace un 
análisis de la confesión dada por Rubén Miró a tenor del artículo 2157 del 
Código Judicial de 1916 que preceptuaba que: 
"La confesión hecha por el procesado en presencia del Juez o 
funcionario de instrucción y por ante el Secretario hace plena 
prueba contra él, y es por sí sola bastante para condenar, 
siempre que por otra parle esté suficientemente comprobado el 
cuerpo del delito". 
Mientras que el artículo 2158 del citado Código preceptuaba que: 
"Contra la confesión rendida de la manera expresada en el 
artículo anterior, no se admitirá otra prueba que la de haber sido 
hecho por error evidente, o en estado de enajenación mentar". 
Hay que tener claro que la Asamblea Nacional no estaba juzgado a 
Rubén Miró, sino que el mismo era juzgado por la justicia ordinaria y por lo tanto 
la confesión de Miró sólo hacía plena prueba contra él y no contra el Ingeniero 
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Guizado, y por esta razón condenarlo. Es preocupante cuando Miró se retracta 
de su confesión, por medio de la carta enviada al Doctor Harmodio Arias Madrid 
,el día 17 de febrero de 1955, y  en la cual afirmaba que había sido objeto de 
coacción para implicar al Ingeniero Guizado en el hecho, porque de lo contrario 
arrestarían a su esposa y a su hijo. 
Pero ante tales irregularidades en el proceso, la Asamblea Nacional por 
sentencia del 29 de marzo de 1955, llegó a la conclusión que Guizado había 
sido cooperador en el crimen perpetrado en contra del Coronel José Antonio 
Remón Cantera y lo sentenció a la pena principal de diez años de cárcel, la cual 
fue reducida a seis años y ocho meses de prisión y a la destitución del cargo de 
Presidente de la República, y a las penas accesorias de interdicción de 
funciones públicas por el mismo tiempo, es decir, seis años y ocho meses y al 
pago de costas y gastos procesales. 
Luego de la culminación del proceso Guizado, el día 21 de octubre de 
1957 se inició por la justicia ordinaria, ante el jurado de conciencia la audiencia 
del sindicado Rubén Miró y los otros imputados como autores materiales del 
crimen. El 6 de diciembre de ese año, el jurado de conciencia absolvió a Miró y a 
todos los demás acusados de ser los autores materiales. Esta absolución 
produjo la situación paradójica de que los supuestos autores principales habían 
sido absueltos , mientras que el supuesto cooperador llevaba casi tres años de 
prisión. 
Antes del inicio del juicio seguido a Rubén Miró, los defensores del ex 
Presidente Guizado remitieron a la Corte Suprema de Justicia un escrito en 
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donde pedían la revisión de la sentencia contra Guizado, pero el mismo fue 
negado. A raíz de la absolución de Rubén Miró, el defensor de Guizado, el Dr. 
Felipe Juan Escobar solicitó a la Asamblea Nacional la revisión de la sentencia, 
pero la misma la rechazó de plano, al considerar que no tenía competencia para 
conocer sobre los recursos de declaratoria de nulidad y de revisión de 
sentencias, dictadas por delitos comunes; ya que dicha competencia radicaba 
exclusivamente en la Corte Suprema de Justicia. Por su parte, el día 11 de 
diciembre de 1957 el Procurador General de la Nación, Licenciado Hermógenes 
de la Rosa, presentó un recurso de revisión ante la Corte Suprema de Justicia 
con el fin de lograr lo que había sido negado por la Asamblea, y la Corte resolvió 
la petición de revisión de la sentencia ejecutoriada el 29 de mayo de 1955 
proferida por la Asamblea Nacional, dejando sin efecto dicha resolución y 
ordenando la libertad inmediata del Ingeniero José Ramón Guizado. 
En este proceso consideramos que la Asamblea Nacional lo que tenia 
que hacer era suspender del cargo de Presidente de la República, al Ingeniero 
Guizado y ponerlo a órdenes de las autoridades competentes para ser juzgado 
por el delito común de homicidio. 
Por otro lado, observamos una anomalía en el sentido que la sentencia 
impuesta al Ingeniero Guizado era incorrecta, porque la Asamblea, no puede 
aplicar penas distintas a la destitución e inhabilitación para el ejercicio de 
funciones públicas por el término que fije la ley. 
101 
2.6.2.1 Posiciones sobre la Competencia e Incompetencia 
del Órgano Legislativo para juzgar al Presidente de la 
República por la Comisión de Delitos comunes 
Corresponde ahora examinar las distintas posiciones sobre la 
Competencia e Incompetencia de la Asamblea Nacional, para juzgar las causas 
por delitos comunes, en las que incurra el Jefe del Órgano Ejecutivo, y las 
cuales se presentan a continuación: 
2.6.2.1.1 	 Dr. Carlos Iván Zúñiga Guardia 
Conceptúa este jurista que: 
"Hay controversia aún sobre la competencia de la Asamblea 
Nacional para conocer procesos por delitos políticos en los 
cuales el Presidente de la 	 República tenga alguna 
responsabilidad. Y, preguntamos, cesa  misma controversia 
histórica existe sobre la facultad del órgano Legislativo para 
conocer procesos contra el Presidente de la República por 
delitos comunes? ¿Los sistemas constitucionales americanos o 
europeos le conceden al Órgano Legislativo funciones judiciales 
para encausar y condenar a un Presidente de la República por 
delitos comunes? 
Hay duda en lo que atañe a los delitos políticos pero en lo que 
se refiere a los delitos comunes, todos los sistemas 
constitucionales conocidos y todas las opiniones autorizadas 
nieqan rotundamente la posibilidad de darles facultades al 
Órqano Leqislativo para enjuiciar a un Presidente por delitos 
comunes" (Zúñiga Guardia, 1957, pág. IT) (El subrayado es 
nuestro) 
Sobre esta posición, consideramos que le asiste razón al Dr. Zúñiga 
Guardia, ya que debemos tener presente que el cuerpo legislativo es 
eminentemente político. Por consiguiente, en los delitos de naturaleza política la 
Asamblea Nacional debe limitarse a la destitución del Primer Magistrado de la 
Nación del cargo, pero cuando se trata de delitos comunes, debe proceder a la 
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suspensión provisional del cargo, y poner al funcionario a órdenes del Judicial 
para que lo juzgue. 
	
2.6.2.1.2 	 Dr. Felipe Juan Escobar. 
Este jurista desempeñó el cargo de abogado defensor del Presidente 
José Ramón Guizado, en su alegato ante la Asamblea Nacional manifestó que 
la misma no tenía competencia para juzgarlo por la comisión de delitos 
comunes. 
	
2.6.2.1.3 	 Dr. Ricardo J. Alfaro. 
Es citado por el Dr. Julio Linares, dice el Dr. Alfaro, en un cuestionario 
que él mismo se formula al referirse al articulo 119 de la Constitución Nacional 
de 1946, sobre las funciones judiciales de la Asamblea Nacional que: 
"De lo dispuesto taxativamente en el artículo 148 parece 
desprenderse que la Asamblea no puede aplicar el derecho 
común por delitos comunes cometidos por el Presidente de la 
República o algún otro de los funcionarios, que menciona el 
ordinal 1° del articulo 119 de la Constitución. 
Eliminando el Presidente de la República de la disposición 
contenida en el art 9) del articulo 74, de la ley 61 de 1946, al 
contrario de lo que estatuía al ordinal 10 del artículo 86 del Libro 
1 del Código Judicial, subrogado por dicha ley, no existe hoy 
disposición alguna en virtud de la cual puede la Asamblea o la 
Corte juzgar al Presidente por un delito común .(Linares, 
1959-60, pág. 234). 
Consideramos que la posición del Dr. Ricardo J Alfaro tiene base jurídica, 
ya que las constituciones de la era republicana únicamente establecen las 
causales de responsabilidad de naturaleza política y penal del Primer Magistrado 
de la Nación; y además, observamos un vacío jurídico al no estar determinado a 
qué autoridad le corresponde juzgarlos por la comisión de otros delitos de 
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carácter penal, y no a los señalado en la Carta. Esta problemática puede 
deberse a la falta de voluntad del constituyente o del legislador, razón por éstos 
deben encaminarse a legislar sobre la materia a efecto de incluir al Presidente, 
como uno de los funcionarios que por su jerarquía, sus actos delictivos, pasan a 
ser conocimiento de la Corte Suprema de Justicia. 
	
2.6.2.1.4 	 Aura E. Guerra de Villalaz 
En su trabajo de graduación, al tratar el tema nos dice que: 
"Del examen de las disposiciones constitucionales y legales que 
constituyen el Derecho positivo panameño, podemos afirmar 
que no existe norma alguna que le atribuya a la Asamblea o a 
otro de los Tribunales ordinarios, competencia para conocer de 
los delitos comunes por el Presidente de la República"(Guerra 
de VilIalaz, 1961-1962, pág.192). 
Esta posición se parece a lo expresado por el Dr. Ricardo J. Alfaro, ya 
que en la actualidad no existe norma constitucional ni legal, que le otorgue 
facultad al Legislativo o a la Corte Suprema de Justicia, para el enjuiciamiento 
del Jefe de Estado. 
	
2.6.2.1.5 	 Dr. Julio E. Linares 
Conceptúa este prestigioso jurista lo siguiente: 
"Resumiendo todo lo expuesto resulta que la Asamblea 
Nacional, en nuestra opinión, no debe conocer de los delitos 
comunes imputados al Presidente de la República o a algún 
Magistrado de la Corte Suprema de Justicia ni de las 
acusaciones y denuncias que se presenten contra dichos 
funcionarios por actos ejecutados con anterioridad a la fecha en 
que entraron a ejercer sus funciones"(Linares, 1959-60, pág. 
238). 
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Sobre esta tesis del Dr. Linares, podemos indicar que tiene fundamento, 
ya que cuando se trata de delitos comunes imputados al Primer Mandatario de 
la Nación antes de ocupar el cargo o estando en posesión del mismo, la 
Asamblea Nacional sólamente debe limitarse a suspenderlo del cargo y remitirlo 
al Pleno de lá Corte Suprema de Justicia para que lo enjuicie. 
2.6.2.1.6 	 Dr. César A. Quintero 
Al tratar el tema el Dr. Quintero señala que: 
"En Panamá, en cambio, el artículo 148 de la Constitución no 
contempla la responsabilidad del Presidente de la República por 
delitos comunes, salvo, en todo caso, el de alta traición, ya que 
el propio articulo 148 parece clasificarlo como tal, al establecer 
que tratándose de ese delito, "se aplicará el derecho común 
Por tanto, en nuestro país al Presidente no es justiciable por 
delitos comunes, mientras no se inserte en la Constitución un 
precepto que específicamente establezca qué autoridad o 
autoridades, y en qué forma, han de juzgarlo por tales delitos; o 
mientras no se dicte, al menos, una ley formal a este respecto. 
En cuanto a delitos oficiales, el Presidente de la República en 
Panamá sólo es responsable por los que menciona el articulo 
148y nada más". (Quintero, 1967, pág. 547). 
Lo manifestado por el Dr. Quintero tiene asidero jurídico, ya que la 
Constitución fija las causales de responsabilidad política y penal aplicables al 
Presidente de la República, mientras que no se determina en los actos de 
naturaleza común el tribunal competente para juzgarlo. 
2.6.2.1.7 Dr. Erasmo de la Guardia 
El Dr. Erasmo de La Guardia, al referirse al proceso Guizado expresa 
que: 
"Tiénese, entonces, que al expedirse la ley 61 de 1946 a la 
Corte no se le asignó bajo el capitulo relativo a sus atribuciones, 
el conocimiento de los delitos comunes cometidos por el Primer 
Magistrado como lo hacía el Código Judicial. Más bien ese 
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conocimiento le fue asignado a la Asamblea Nacional, según se 
deduce de la reproducción del Art. 119 de la carta política. 
Por ello, entre otras razones, me ha parecido siempre que a la 
fecha del crimen del ex Presidente Ramón correspondía a 
nuestra Cámara Legislativa juzgar al Ingeniero Guizado en su 
carácter de Primer Magistrado suspendido en el ejercicio de sus 
funciones"(De La Guardia, 1963-65, pág.320). 
La posición del Dr. Erasmo De la Guardia es criticada por el Dr. Quintero 
n los términos siguientes: 
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• . . es inadmisible que, en un Estado de derecho, el Jefe del 
mismo goce de absoluta impunidad por la comisión de delitos 
comunes. 
Sin embargo, no podemos compartirla interpretación demasiado 
amplia, que el doctor de la Guardia se ve forzado a hacer del 
articulo 148 y, sobre todo del 119, para lograr su propósito. 
Y es que ambos artículos regulan materia penal, en la que, 
como es sabido, no cabe de interpretación extensiva, sino 
siempre la restrictiva"(Quintero, 1967, pág. 561). 
2.6.2.1.8 Dr. José Narciso Lasso de la Vega 
En el juicio seguido al Ingeniero Guizado, se desempeñó como acusador 
particular . En su alegato adujó la competencia de la Asamblea Nacional en 
todos los casos en donde se acusara al Presidente de la República, aunque se 
trataran de delitos comunes. Manifestó que la competencia de la Asamblea 
Nacional, había sido impuesta por la Corte Suprema de Justicia, y que el Órgano 
Legislativo aceptó esa competencia para evitar el desprestigio de la Corte. 
2.6.3 	 Juicio seguido a Marcos Aurelio Robles 
En la elecciones de 1964, el Dr. Arnulfo Arias Madrid fue postulado por el 
partido panameñista como su candidato presidencial, mientras que una coalición 
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de partidos encabezada por el Liberal, presentó a Marcos Aurelio Robles. Tras 
protestas de fraude electoral Marcos Aurelio Robles fue declarado ganador. 
Durante su gobierno, a finales de 1967 empezó la campaña electoral para 
los comicios presidenciales del año siguiente. Nuevamente el Partido Liberal en 
el gobierno, tenía como abanderado al Ingeniero David Samudio, el partido 
panameñista al Dr. Arnulfo Arias Madrid y la Democracia Cristiana al Dr. 
Antonio González Revilla. Durante el proceso electoral, el apoyo oficial a la 
candidatura de Samudio se hizo evidente, ya que se utilizaron los recursos del 
Estado, como también se ejercieron actos violentos de coacción para ayudar al 
Ingeniero Samudio en la campaña política. A raíz de todo esto, el 29 de febrero 
de 1968, el Dr. Antonio González Revilla presentó cargos de Coacción Electoral 
en contra del Presidente Marcos A. Robles, por violación al ordinal N° 2, del 
articulo 148 de la Constitución Nacional de 1946. 
En consecuencia, el Órgano Legislativo designó una Comisión 
Investigadora. La misma, luego de evaluar las pruebas, llamó al Presidente de la 
República, para que rindiera indagatoria, pero el mismo no se presentó; por el 
contrario en declaraciones a la televisión, dijo que desconocía la actuación de la 
Asamblea Nacional, además rechazaba su competencia. 
La comisión investigadora, luego de efectuar múltiples diligencias, 
comprobó los cargos, y el 8 de marzo de 1968 rindió su informe, recomendando 
la admisión de la acusación formulada por el Dr. González Revilla. Ese mismo 
día, el Jefe del Ejecutivo interpuso un Amparo de Garantías Constitucionales en 
contra de la decisión de la Asamblea Nacional, pero como el Órgano Judicial 
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estaba de vacaciones, le correspondió al Juez Segundo Municipal del Distrito de 
Panamá tramitar el recurso hasta que la Corte lo resolviera. El juez ordenó a la 
Asamblea Nacional, suspender el juicio, pero la Asamblea Nacional rechazó 
dicha orden y prosiguió con el trámite del mismo. El 24 de marzo de 1968, la 
Asamblea Nacional, luego de comprobar los cargos, declaró culpable al 
Presidente Robles por 29 votos condenatorios y una abstención; la del Diputado 
Carlos Iván Zúñiga Guardia, por el delito de Coacción Electoral y en violación 
del artículo 148, ordinal N° 2 y el articulo 102, ordinal 5 de la Constitución, 
ordenando su destitución del cargo y la inhabilitación para ejercer cargos 
públicos por el término de dos años. En este caso, igualmente se fijó la 
inhabilitación al Presidente Robles por dos años, pero tal como hemos 
manifestado anteriormente no existía una ley especial para fijar la inhabilitación 
de las infracciones de carácter constitucional, por lo tanto no se podía hacer uso 
de analogía y señalar una pena no prevista en la ley y que se fundamenta en la 
regla de derecho penal "Nulla Pena Sine Lege". 
Como efecto y consecuencia de los hechos anteriores fue llamado a 
ocupar el cargo de la Primera Magistratura de la 
	
Nación, el Primer 
Vicepresidente Max Del Valle, sin embargo, el Presidente Robles respaldado 
por la Guardia Nacional, no acató la Sentencia de la Asamblea Nacional, que lo 
destituía del cargo, y además la Corte Suprema de Justicia, acogió el Amparo 
a su favor. 
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2.6.4 Destitución del Presidente de la República Eric Arturo Del 
Valle 
El 25 de febrero de 1988, el Presidente de la República, Eric Arturo Del 
Valle, destituyó al Ministro de Gobierno y Justicia, Rodolfo Chiari de León, 
reemplazándolo con el Licdo Jaime Alemán Healy. Inmediatamente el Jefe del 
Ejecutivo en coordinación con el Ministro de Gobierno, por decreto separaron del 
cargo de Comandante de las Fuerzas de Defensa, al General Manuel Antonio 
Noriega, y en su reemplazo fue designado el Coronel Marcos Justines 
Fernández. Este decreto, fue rechazado por la jefatura del cuerpo castrense, 
quienes manifestaron su apoyo al General Manuel Antonio Noriega, ya que el 
decreto entraba en contradicción con las disposiciones de la Ley 20 de las 
Fuerzas de Defensa. 
En vista de lo ocurrido anteriormente, la Asamblea Legislativa, por 
resolución administrativa destituyó en menos de veinticuatro horas al Presidente 
Eric Arturo Del Valle y al Vicepresidente de la República, Dr. Roderick Esquivel, 
y nombró como Ministro Encargado de la Presidencia al ciudadano Manuel 
Solís Palma. En la situación del Dr. Esquivel tuvo desavenencias con los 
militares, y la causal invocada para su destitución fue el abandono del cargo 
desde el 8 de septiembre de 1987, en violación a la Constitución y las leyes; 
desatendiendo sus obligaciones y el cumplimiento de sus deberes, violando el 
ordinal 2do del articulo 180 de la Constitución. En el caso de éste, la Asamblea 
Legislativa no era competente ni para juzgarlo ni para destituirlo, pues si el 
articulo 186 fija las causales de responsabilidad conjuntamente con las del 
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Presidente de la República, el articulo 154 de la Carta que consagra las 
funciones judiciales de la Asamblea Legislativa no contemplaba como facultad 
enjuiciar y destituir al Vicepresidente de la República, e igualmente el Código 
Judicial no regulaba a quien le correspondía el juzgamiento del Vicepresidente 
de la República. En relación a este tema la Corte Suprema de Justicia en los 
procesos de tránsito seguidos a los que al momento de su juzgamiento 
desempeñen el cargo de Vicepresidente de la República (Proceso de tránsito 
seguido a Arturo Ulises Vallarino) a dicho que: 
Previa sustanciación de la causa, resulta conveniente advertir 
que la competencia en el presente caso la asume el Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia, en virtud de un interpretación 
extensiva que ha venido haciendo la Corte(véase sentencia del 
Pleno de 4 de junio de 1992), del artículo 87, numeral 2, literal 
"b" del Código Judicial, a falta de disposición expresa que 
disponga a quién corresponde el conocimiento de procesos por 
delitos o faltas de personas que, al momento de su cargo 
desempeñen el cargo de Vicepresidente de la República" (Fallo 
de 19 de diciembre de 2000. Pleno de la Corte Suprema de 
Justicia. Magistrado Ponente Rogelio Fábrega Zarak, pág. 1). 
Aclarado este punto sobre el Vicepresidente y retornando al tema, debe 
indicarse que la resolución de la Asamblea Legislativa infringió el procedimiento 
a seguir en los juicios que son de su competencia, y tal como lo establecía el 
artículo 2482 del citado Código. El Licenciado José de Jesús Góndola, presentó 
un Recurso de Inconstitucionalidad en contra de la decisión de la Asamblea 
Legislativa y sobre el mismo el Dr. Edgardo Molino Mola manifiesta que por fallo 
de 13 de septiembre de 1990, la Corte Suprema de Justicia consideró que: 
"La resolución N° l-D de 25 de febrero de 1988, vició todo este 
procedimiento, ya que, sin acusación o denuncia ante la 
Comisión Judicial, sin prueba del hecho, sin traslado al 
procurador, sin reunirse para la calificación del sumario, sin que 
existiera apertura de causa criminal y sin reunirse por segunda 
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vez en la fecha de la audiencia que debía señalar, convocó a 
unas sesiones que ni siquiera en la parte resolutiva denominó 
sesiones judiciales. 
Todo lo expuesto amerita considerar que efectivamente la 
mencionada resolución N °I-D de 25 de febrero de 1988, violó el 
artículo 32 de la Constitución Nacional y, a su vez, el articulo 
146 de la misma, ya que no se reunían los requisitos para las 
sesiones judiciales," (Molino Mola, págs. 609-610), 
2.6.5 Proceso penal seguido al Dr. Ernesto Pérez Balladares, por 
parte de la Corte Suprema de Justicia. 
Para comprender el proceso seguido al Dr. Ernesto Pérez Balladares por 
parte de la Corte Suprema de Justicia, hay que recurrir en primera instancia a la 
doctrina. En la misma se hace referencia a la responsabilidad penal por delito 
común u oficial, en la cual pueden incurrir los altos funcionarios del Estado. El 
procesamiento de dichos funcionarios conlleva dos instancias: Por el Órgano 
Legislativo y por la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, hay que observar 
tres situaciones: 
1) Procesamiento durante el ejercicio del cargo público: Tratándose de 
delitos comunes u oficiales, ante el cual el Presidente de la República 
u otros altos funcionarios sean sindicados, si el proceso se inicia 
durante el de ejercicio de funciones públicas son indispensables las 
garantías políticas o condiciones de procedibilidad que las 
constituciones señalan como la acusación y autorización por los 
organismos a intervenir oportunamente, ante de los sucesos 
conocidos por la justicia ordinaria. 
2) Procesamiento del Presidente de la República durante el ejercicio del 
cargo por delitos cometidos antes de asumir sus funciones: El hecho 
de estar presentes las mismas razones que acreditan que el 
juzgamiento, ya sea por delitos comunes u oficiales, sea que se 
acuse al Presidente de la República, no puede realizarse por la 
justicia ordinaria, sin que anticipadamente el organismo llamado a ello 
haga la acusación, y autorice tal juzgamiento, basado en la 
suposición de que el juicio o proceso se comience durante el mandato 
presidencial. 
3) Procesamiento fuera del lapso del ejercicio del cargo público: Ya no 
se justifican las 	 condiciones de procedibilidad (intervención del 
Parlamento para acusar y autorizar el juzgamiento), para que la 
justicia ordinaria pueda juzgar al Jefe de Estado o a cualquiera otro 
alto funcionario de la Nación, por los delitos oficiales o comunes, que 
cometiera durante el tiempo de sus funciones públicas, si es que la 
acción penal se inicia luego de que el alto funcionario cesó en el 
ejercicio del cargo. 
Los antecedentes del proceso seguido al Dr. Ernesto Pérez Balladares, 
se dan a raíz de una investigación seguida a varias personas, entre las que 
están: el Dr. Arístides Royo Sánchez, Ricardo De la Espriella y otros. Por 
resolución de fecha 7 de abril de 1983, el Ministerio Público, empezó las 
investigaciones para esclarecer las denuncias formuladas por los diarios del 
país, sobre posibles irregularidades y malos manejos de fondos destinados a la 
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construcción de la autopista Arraiján--Panamá y el puente sobre el Canal de 
Panamá. El proceso fue legalmente tramitado, y posteriormente el 31 de mayo 
de 1994, el Fiscal Segundo del Primer Circuito Judicial de Panamá, remitió la 
investigación al Juzgado Primero de Circuito de lo Penal del Primer Circuito 
Judicial, con la petición de un Sobreseimiento definitivo a favor de los 
sindicados. El Juzgado se inhibió del mismo, ya que en la fecha en que se dictó 
la correspondiente resolución el 16 de junio de 1994, el Dr. Ernesto Pérez 
Balladares, quien ya había sido indagado anteriormente, fue elegido Presidente 
de la República. Posteriormente, la Procuraduría General de la Nación, por 
vista N°65 de 28 de diciembre de 1994, remitió el sumario al Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia donde solicitaba se dictará un sobreseimiento definitivo, a 
favor de los imputados. Por resolución de fecha 7 de abril de 1995, el Pleno de 
la Corte Suprema de Justicia, declaró que la acción penal estaba prescrita, y 
en consecuencia sobreseyó al Dr. Ernesto Pérez Balladares González Revilla, 
que desempeñaba en esa fecha el cargo de Presidente de la República. En la 
referida resolución de fecha 7 de abril de 1995 la Corte indicó que: 
11 
• Si bien algunos estudiosos del Derecho constitucional y del 
Derecho Penal difieren sobre la facultad del juzgamiento del 
Presidente de la República y de los Magistrados de la Corle 
Suprema de Justicia, en cuanto a quien le corresponde su 
juzgamiento por delito común, no es menos cierto que todos 
coinciden en cuanto a que el Presidente de la República sólo es 
responsable ante la Asamblea Legislativa por los casos 
establecidos en el articulo 186 de la Constitución Política de la 
República y los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia 
sólo responderán ante ese Órgano Legislativo por actos 
ejecutados en el ejercicio de sus funciones, en perjuicio de/libre 
funcionamiento del poder público o viola tono de la Constitución 
o las leyes. 
Para algunos autores la responsabilidad del Presidente 
exigida a través de un juicio implica fundamentalmente un 
problema de tipo político. De aquí la importancia que la 
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Constitución se haya encargado de definir, como lo hace en el 
articulo 186, cuales son los casos por los cuales responde el 
Presidente de la República ante el órgano Legislativo. 
Es vital reconocer que tanto los preceptos constitucionales como 
la ley tienen como fundamento la tutela de los derechos sociales 
e individuales que garanticen la vida en un ambiente de paz, 
dignidad y libertad. Por ello no es posible 	 que ningún 
funcionario, no importa su jerarquía, esté al margen de ellas. 
Tanto el Presidente de la República como los Maqistrados de la  
Corte Suprema de Justicia son entonces, responsables por la 
infracción del Códiqo Penal, sin importar la posición que 
ostentan. Ahora bien, siquiendo el mismo esquema establecido 
para el caso de infracciones de policía dado el alto carqo 
público que ocupan, la competencia para conocer de estas 
infracciones corresponde necesariamente a la Corte Suprema 
de Justicia"(Falla de 7 de abril de 1995. Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia. Magistrado Ponente Raúl Trujillo Miranda, 
Registro Judicial, abril, 1995, págs. 124-125). (El subrayada es 
nuestro). 
Analizando la resolución de 7 de abril de 1995(proceso seguido al Dr. 
Pérez Balladares) y el fallo del 13 de enero de 1955(proceso Guizado), 
observamos que en este último la Corte expreso que la Asamblea Nacional era 
competente para juzgarlo, ya que los hechos bien pudo haberlo realizado en el 
ejercicio de su alta investidura, o con anterioridad a la fecha cuando ejercía el 
cargo; mientras que en el caso seguido al Dr. Pérez Balladares, la Corte 
Suprema de Justicia se declaró competente para conocer la acusación, 
expresando que se trataba de actos anteriores a su condición de Presidente, y 
que no habían sido ejecutados en el ejercicio de sus funciones. 
De ahí que por vía jurisprudencia¡ esta posición ha sido establecida en 
Panamá por el Supremo Tribunal, ya que se ha adscrito competencia para 
juzgar al Presidente, Vicepresidente y a los Magistrados de la Corte, pero ni la 
Constitución, ni la ley, le otorgan facultad al Órgano Judicial para enjuiciar al 
Presidente de la República, por la comisión de delitos comunes, ya que éste 
solamente debe responder por las causas del articulo 191 del Texto 
Fundamental. 
CAPÍTULO TERCERO 
MARCO METODOLÓGICO 
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3.1 	 Tipo de Investigación 
Definir el tipo de estudio a realizar es fundamental en el proceso de 
investigación, de ahí, que se hace indispensable indicar la información que se 
requiere para el mismo y el tipo de análisis que se debe hacer. 
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Este estudio se enmarca en una investigación de tipo descriptiva. Segun 
Octavio Castillo Sánchez, en su manual de Técnica de Investigación 
Bibliográfica, el estudio descriptivo es aquel: "que estudia los fenómenos desde 
el punto de vista presente; describe la naturaleza de un problema (fenómeno o 
hecho) desde cualquier ángulo." 
	
3.2 	 Fuentes de Información. 
En su parte operativa, la investigación está dirigida a la recolección de 
datos. Se utilizarán las siguientes fuentes de información para la elaboración de 
este trabajo: 
3.2.1 Fuentes Materiales 
Utilizaremos como fuentes materiales los estudios doctrinales existentes, 
la Constitución, la legislación nacional y extranjera, trabajos de graduación 
artículos de revistas folletos, Códigos , leyes, registros judiciales. 
3.2.2 Fuentes Secundarias. 
Dentro de las fuentes secundarias se aplicarán encuestas a docentes 
que imparten clases en la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas del Centro 
Regional Universitario de Veraguas; igualmente a Jueces de Circuito y 
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Municipales penales, Fiscales de Circuito, Personeros y Defensores de Oficio 
que desempeñan labores en la provincia de Veraguas. 
3.2.3 Fuentes de Datos. 
Tenemos una amplia fuente de datos que ayudarán al desarrollo de la 
investigación como: libros, tesis, revistas, constituciones, diccionarios jurídicos, 
jurisprudencia, obras de derecho comparado e Internet. 
3.3 	 Sistema de Variables. 
Las variables son de gran utilidad para el desarrollo de la investigación, 
ya que obtenemos con ellas una información que responde a cuestionamientos 
relacionados con el problema, objeto de investigación. 
Las respuestas permiten detalles informativos que responden a las 
alternativas que se desean y es que las mismas pueden determinar 
precisamente el efecto o causa y son propensas a medición. 
Hemos seleccionados las siguientes variables: 
• Variable Independiente: En Panamá existe un vacío jurídico para 
juzgar al Presidente de la República, por la comisión de delitos 
comunes. 
• Variable Dependiente: Debido a la falta de voluntad política del 
Legislador. 
Estas serán desglosadas utilizando criterios conceptuales, instrumentales. 
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3.4 	 Definición Conceptual. 
Juzgar: Enjuiciar, examinar, considerar, dictaminar en un asunto o 
negocio. 
Presidente de la República: En el sistema republicano, es el titular del 
Poder Ejecutivo. 
Delitos comunes: Es aquel sancionado por la legislación penal ordinaria, 
es decir, por el Código penal. 
Voluntad: Potencia o facultad que lleva a obrar o a abstenerse. 
Política: Arte de gobernar, o alarde de hacerlo, dictando leyes y 
haciéndolas cumplir, promoviendo el bien público y remediando las necesidades 
de los ciudadanos y habitantes de un país. 
Legislador: El que forma o prepara las leyes. 
	
3.5 	 Definición Instrumental. 
Con esta definición se propone determinar cuáles serán los instrumentos 
a utilizar para recolectar información. En este caso se empleará como 
instrumentos de medición, la encuesta. 
	
3.6 	 Población y Muestra 
En la estadística, la población y la muestra representan toda aquella 
universalidad de personas que se tendrán en cuenta para la aplicación del 
instrumento utilizado, con el propósito de hacer posible la recaudación de 
información seleccionada, que será esencial y necesaria para el desarrollo final 
de nuestra investigación. 
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La población objeto del estudio la conforman 21 Docentes (abogados) 
que dictan cursos de derecho en la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas del 
Centro Regional Universitario de Veraguas; igualmente está constituida por 
personas involucradas en la Administración de Justicia penal en Veraguas, tanto 
en la Esfera Circuital como Municipal, distribuidos de la siguiente manera: dos 
(2) Jueces de Circuito, cinco (5) Fiscales de Circuito, tres (3) Defensores de 
oficio, once (11) Jueces Municipales Penales (mixtos), doce (12) Personeros 
Municipales y que suman una población de 54 personas. 
La muestra invitada estaría conformada por cuatro (4) Docentes 
Universitarios, cuatro (4) Fiscales de Circuito, dos (2) Jueces de Circuito, tres (3) 
Defensores de Oficio y dos (2) Jueces Municipales Penales que da un total de 
15 personas que corresponde al 27% de la población. 
POBLACIÓN MUESTRA PORCENTAJE 
21 Docentes (derecho) 4 26.67 
2 Jueces de Circuito 2 13.33 
5 Fiscales de Circuito 4 26.67 
3 Defensores de Oficio. 3 20.00 
11 Jueces Municipales 2 13.33 
12 Personeros 0 0.0 
Total 15 100.00 
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3.7 	 Tipo de Instrumentos. 
El instrumento utilizado para recolectar los datos será una encuesta que 
consiste en un conjunto de preguntas de SÍ y NO. Las preguntas serán abiertas 
y cerradas. El instrumento será dirigido a Docentes de Derecho, Jueces de 
Circuito Penales, Fiscales de Circuito, Defensores de Oficio y Jueces 
Municipales. 
3.7.1 La Encuesta. 
La encuesta fue el instrumento utilizado para lograr la información 
necesaria para el desarrollo del estudio, y por consiguiente, se escogió 
específicamente a personas dotadas de un gran conocimiento relacionado con el 
tema, objeto de la investigación. 
	
3.8 	 Tratamiento de la Información. 
El tratamiento utilizado es una estadística descriptiva donde se elaboraran 
gráfica y cuadros resúmenes. 
CAPITULO CUARTO 
ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 
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4.1 	 Presentación de Resultados 
La información se obtuvo mediante la aplicación de una encuesta a cinco 
categorías de Funcionarios Judiciales y Docentes Universitarios, divididos de la 
siguiente manera: Dos (2) Jueces de Circuitos Penales, tres (3) Defensores de 
Oficio, cuatro (4) Fiscales de Circuito, dos (2) Jueces Municipales, y cuatro (4) 
Docentes Universitarios que imparten cursos de Derecho en el Centro Regional 
Universitario de Veraguas. Esta muestra está constituida por 15 personas 
consultadas, que representan una muestra del 27% de un universo total de 54 
funcionarios que laboran en la provincia de Veraguas en las diferentes instancias 
judiciales y universitarias. 
Los resultados obtenidos serán representados en cuadros y gráficas, lo 
cual facilitará arribar a las conclusiones que se plantean en el informe final. 
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CUADRO N ° 1 
1. Conoce por qué delitos juzga la Asamblea Nacional al Presidente de la 
República 
FUNCIONARIOS Total % SÍ NO % 
Jueces de Circuito 2 100.00 2 100.00 - - 
Defensores de Oficio 3 100.00 3 100.00 - - 
Fiscales de Circuito 4 100.00 4 100.00 - - 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
- Docentes Universitarios 4 100.00 4 100.00 - 
Total 15 100.00 15 100.00 - 
FUENTE 
	
Instrumento aplicado a Jueces de circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
En relación a la pregunta N° 1 acerca del conocimiento de los delitos por 
los cuales la Asamblea Nacional juzga al Presidente de la República, todos los 
encuestados (15) respondieron afirmativamente, lo que representa un 100% en 
forma global. 
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CUADRO N 0 2 
2. ¿Tiene competencia la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de 
la República por la comisión de delitos oficiales o políticos? 
FUNCIONARIOS Total SI NO 
Jueces de Circuito 2 100.00 2 100.00 - - 
Defensores de Oficio 3 100.00 3 100.00 - - 
Fiscales de Circuito 4 100.00 4 100.00 - - 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 4 100.00 - - 
Total 15 100.00 15 100.00 - 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de Circuito, Fiscales de circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
A la pregunta N° 2 sobre la competencia de la Asamblea Nacional para 
juzgar al Presidente por delitos oficiales o políticos, todos los encuestados (15) 
también respondieron afirmativamente, lo que representa un 100% en forma 
global. 
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CUADRO N 03  
3. 	 ¿Puede la Asamblea Nacional juzgar al Presidente de la República por la 
comisión de delitos comunes? 
FUNCIONARIOS Total % SI % NO % 
Jueces de Circuito 2 100.00 2 100.00 - - 
Defensores de Oficio 3 100.00 2 66.67 1 33.33 
Fiscales de Circuito 4 100.00 3 75.00 1 25.00 
Jueces Municipales 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Docentes Universitarios 4 100.00 3 75.00 1 25.00 
Total 15 100.00 11 73.33 7 26.67 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de circuito, Fiscales de circuito! Defensores de 
Oficio!  Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
Según se observa en el cuadro N O  3 en donde se presentan los resultados 
a la pregunta sobre si la Asamblea puede juzgar al Presidente por delitos 
comunes, los dos (2) jueces de circuito que representan el 100.00% contestaron 
que sí; de los defensores de oficio, dos (2) que representan el 66.67% dicen que 
sí mientras uno (1) que representa el 33.33% opina que no; ¡os fiscales de 
circuito, tres (3) que marcan el 75.00% dicen que si y uno (1) o sea, el 25.00% 
contestó negativamente; los jueces municipales se repartieron el 50.00% (1) 
para el sí y  50.00% (1) para el no. Finalmente, entre los docentes universitarios, 
tres (3) que representan el 75.00% dicen que si y uno (1), 25.00% dice que no. 
(Ver gráfica N° 1) 
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Se debe advertir que entre las consideraciones que sustentaron las 
respuestas afirmativas los encuestados opinaron que: 
* El artículo 160 de la Constitución Nacional vigente, establece que la 
Asamblea Nacional sólo puede juzgar al Presidente de la República, por 
actos violatorios de la Constitución y las leyes. 
Por su parte; dentro del grupo del No, varios coincidieron que: 
* El artículo 191 de la Constitución Nacional vigente establece en los 
numerales 1. y 2 las causales de responsabilidad oficial o política, y que 
solamente el numeral 3, describe taxativamente algunas conductas de 
naturaleza común. 
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GRÁFICA N ° 1 
¼ ASAMBLEA NACIONAL PUEDE JUZGAR AL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA POR LA COMISIÓN DE DELITOS COMUNES 
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CUADRO N°4 
4. ¿Consideras que el artículo 18 de la Constitución Nacional establece las 
Causales de Responsabilidad Penal del Presidente de la República? 
FUNCIONARIOS Total SÍ % NO % 
Jueces de Circuito 2 100.00 - - 2 100.00 
Defensores de Oficio 3 100.00 2 66.67 1 33.33 
Fiscales de Circuito 4 100.00 1 25.00 3 75.00 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 - - 4 100.00 
Total 15 100.00 5 33.33 10 66.67 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
La pregunta N " 4 propone como tema el articulo 18 de la Constitución 
Nacional que señala: "Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infracción de la Constitución o de la Ley. Los servidores 
públicos lo son por esas mismas causas y también por extralimitación de 
funciones o por omisión en el ejercicio de éstas". Las respuestas sobre si este 
artículo establece causales de responsabilidad penal para el Presidente, indican: 
los dos jueces de circuito, (2) o sea, el 100.00% dicen que no; de los defensores 
de oficio, dos (2) que significan el 66.67% dicen que sí y uno (1) representando 
el 33.33% dice que no: los fiscales de circuito, uno (1) que es el 25.00% afirma y 
tres (3) que representan el 75.00% niegan: los dos (2) jueces municipales, que 
representan el 100.00% contestan si; y todos los docentes universitarios (4) 
dicen que no. 
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Quienes contestaron negativamente, sostienen que: 
* El articulo 18 de la Constitución Nacional, es una norma programática. 
Mientras que el grupo que contesto afirmativamente considera que: 
* En general, el Presidente de la República es un servidor Público que puede 
ser sujeto de responsabilidad penal. 
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GRÁFICA N°2 
EL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL ESTABLECE LAS 
CAUSALES DE RESPONSABILIDAD PENAL DEL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA 
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CUADRO N°5 
	
S. ¿Conoce cuál es el procedimiento que debe seguir la 	 Asamblea 
Nacional 	 por 	 los 	 delitos 	 de 	 responsabilidad 	 oficial 	 o 	 políticos 	 y 
comunes, cometidos por el Presidente de la República? 
FUNCIONARIOS Total SI % NO 
Jueces de Circuito 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Defensores de Oficio 3 100.00 2 66.67 1 33.33 
Fiscales de Circuito 4 100.00 4 100.00 - - 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 4 100.00 - - 
Total 15 100.00 13 86.67 2 13.33 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de Circuito! Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
En esta pregunta acerca del conocimiento que se tiene del procedimiento 
que debe seguir la Asamblea para juzgar al Presidente, un (1) juez de circuito 
respondió que si, mientras el otro dijo que no, representando cada uno el 
50.00%; dos (2) defensores de oficio, que significan el 66.67%, respondieron 
afirmativamente y uno (1) con un 33.33%, dijo que no; todos los fiscales de 
distrito (4), o sea, el 100.00% dice que sí conoce el procedimiento, al igual que 
los dos (2) jueces municipales 100.00%, quienes también afirman conocerlo; de 
la misma forma tos cuatro (4) docentes universitarios, 100.00%, dicen que si 
conocen el procedimiento. (Ver gráfica N 0 3) 
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CUADRO N 0 6 
6. ¿Debe incluirse en la legislación positiva panameña, el 	 Procedimiento 
de Antejuicio para que el Presidente sea 	 juzgado por la 	 Corte 
Suprema? 
FUNCIONARIOS Total % Sí % NO % 
Jueces de Circuito 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Defensores de Oficio 3 100.00 3 100.00 - - 
Fiscales de Circuito 4 100.00 - - 4 100.00 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 2 
8 
50.00 
53.33 
2 
7 
50.00 
46.67 Total 15 100.00 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
Frente al interrogante sobre si se debe incluir en la legislación positiva 
panameña el procedimiento de antejuicio para que la Asamblea Nacional decida, 
si hay o no lugar a seguimiento de causa en contra del Presidente de la 
República por la comisión de delitos comunes y pueda ser juzgado por la Corte 
Suprema de Justicia, los dos (2) jueces de circuito, es decir, el 100.00% dice que 
si; un (1) defensor de oficio que representa el 33.33% también lo afirma, 
mientras que los otros dos (2), 66.67%, lo niegan; todos los fiscales de circuito 
(4) lo niegan; de los jueces municipales, uno (1) lo afirma y el otro (1) lo niega, 
representando cada uno el 50.00%; finalmente, todos los docentes universitarios 
(4) lo niegan. 
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Quienes contestaron que si, argumentaron que: 
* Que es más propio del Órgano Judicial, la función pública de 
administrar justicia, ya que el Órgano Legislativo es un ente 
eminentemente político. 
* Que se debe incluir el procedimiento de Antejuicio para que el 
Presidente de la República, sea suspendido por la Asamblea Nacional, 
y puesto a órdenes de la Corte Suprema de Justicia para ser juzgado 
por delitos comunes.. 
Por parte de quienes contestaron que no, la sustentación es que: 
* El Presidente de la República no debe ser juzgado por la Corte 
Suprema de Justicia, ya que éste mediante acuerdo con el Consejo de 
Gabinete y el cual preside, es el que nombra a los Magistrados de la 
Corte Suprema, por lo tanto, no existe garantía de imparcialidad por 
parte de este organismo. 
* La Corte Suprema de Justicia debe encargarse de tramitar el 
procedimiento de antejuicio con respecto al Presidente de la 
República, dicha institución debe ponerlo a órdenes de la Asamblea 
Nacional para ser juzgado por los delitos comunes. (Ver gráfica N°4) 
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GRÁFICA N°4 
INCLUSIÓN EN LA LEGISLACIÓN POSITIVA PANAMEÑA, DEL 
PROCEDIMIENTO DE ANTEJUICIO PARA QUE EL PRESIDENTE SEA 
JUZGADOPOR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
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CUADRO N O  7 
7. ¿Le compete a la Asamblea Nacional conocer de los delitos comunes 
cometidos por el Presidente de la 	 República antes de ejercer sus 
funciones? 
FUNCIONARIOS Total % Si % NO 
Jueces de Circuito 2 100.00 2 100.00 - - 
Defensores de Oficio 3 100.00 1 33.33 2 66.67 
Fiscales de Circuito 4 100.00 - - 4 100.00 
Jueces Municipales 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Docentes Universitarios 4 100.00 - - 4 100.00 
Total 15 100.00 4 26.67 11 73.33 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de Circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
Ante la pregunta N ° 7 acerca de la competencia por parte de la Asamblea 
Nacional para conocer los delitos comunes cometidos por el Presidente antes 
de ejercer sus funciones, los dos (2) jueces de circuito, es decir, el 100.00% 
contestaron que sí; los defensores de oficio, uno (1) que representa el 33.33% 
dice que si mientras los otros dos (2) con el 66.67% dicen que no; todos los 
fiscales de circuito, (4) o sea el 100.00%, niegan dicha competencia; los jueces 
municipales, uno (1) contestó que sí mientras que el otro contestó que no 
representando cada uno el 50.00%; todos los docentes universitarios (4) que es 
el 100.00% contestaron negativamente. (Ver gráfica N ° 5). 
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GRÁFICA N ° 5 
COMPETENCIA DE LA ASAMBLEA NACIONAL PARA CONOCER DE LOS 
DELITOS COMUNES COMETIDOS POR EL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA ANTES DE EJERCER SUS FUNCIONES 
oSí o No 
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CUADRO N 0 8 
8. ¿Existe algún procedimiento para que la Asamblea 	 Nacional conozca 
sobre las acusaciones o denuncias por delitos comunes imputados al 
Presidente de la Republica? 
FUNCIONARIOS Total % Sí NO % 
Jueces de Circuito 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Defensores de Oficio 3 100.00 - - 3 100.00 
Fiscales de Circuito 4 100.00 3 75.00 1 25.00 
Jueces Municipales 2 100.00 1 50.00 1 50.00 
Docentes Universitarios 4 100.00 1 25.00 
40.00 
3 
9 
75.00 
60.00 Total 15 100.00 6 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de circuito, Fiscales de circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
Las respuestas a esta pregunta indican que un (1) juez de circuito dice que 
sí mientras el otro dice que no, representando cada uno el 50.00%; todos los 
defensores de oficio (3), o sea el 100.00% niegan que exista tal procedimiento; 
tres (3) fiscales de circuito, que son el 75.00% dicen que si existe y uno (1) que 
es el 25.00% lo niega; un (1) juez municipal, opina que sí existe el 
procedimiento, mientras el otro (1) lo niega, representando cada uno el 50.00%; 
un (1) docente universitario, que es el 25.00% contestó que sí existe el 
procedimiento mientras que tres (3) representando el 75.00% lo niega. (Ver 
gráfica N 0 6) 
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GRÁFICA N ° 6 
EXISTENCIA DE ALGÚN PROCEDIMIENTO PARA QUE LA ASAMBLEA 
NACIONAL CONOZCA SOBRE LAS ACUSACIONES O DENUNCIAS POR 
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CUADRO N 09 
9. ¿txíste un vacío juricuco en eu aerecno positivo panameno para juzgar 
al Presidente de la República por delitos comunes y que exige cambios 
a la Constitución y a la ley? 
FUNCIONARIOS Total SÍ % NO 
Jueces de Circuito 2 100.00 2 100.00 - - 
Defensores de Oficio 3 100.00 3 100.00 - - 
Fiscales de Circuito 4 100.00 2 50.00 2 - 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 4 100.00 - - 
Total 15 100.00 13 86.67 2 13.33 
FUENTE 	 Instrumento aplicado a Jueces de Circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
Según el cuadro N O  9, a esta pregunta, todos contestaron afirmativamente, 
o sea el 100.00%, con excepción de los fiscales de circuito, de los cuales, dos 
(2) que representan el 50.00% contestaron que sí existe el vacío jurídico y los 
otros dos (2) que es el 50.00%, dijeron que no existe. 
La sustentación de las respuestas afirmativas de los consultados indica 
que: 
* La Constitución Nacional y la ley no señalan cual es el procedimiento a 
seguir para juzgar al Presidente de la República por la comisión de delitos 
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comunes, a excepción del numeral tres del artículo 191, que indica algunos 
delitos de naturaleza penal, que son juzgados por la Asamblea Nacional. 
* Que tanto la Constitución y la ley deben reformarse para que el Jefe de 
Estado sea juzgado ya sea por la Asamblea Nacional o la Corte Suprema 
de Justicia. 
Quienes contestaron negativamente alegan: 
* Que no existe tal vacío jurídico, ya que el Presidente de la República, 
puede ser juzgado por la Asamblea Nacional de conformidad con el artículo 
160 de la Constitución el cual se refiere a los actos violatorios a la 
Constitución y las leyes. (Ver gráfica N ° 7) 
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GRÁFICA N°7 
EXISTE UN VACÍO JURÍDICO EN EL DERECHO POSITIVO PANAMEÑO 
PARA JUZGAR AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR DELITOS 
COMUNES Y QUE EXIGE CAMBIOS A LA CONSTITUCIÓN Y A LA LEY 
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CUADRO N°10 
10. ¿Existe distinción entre delitos oficiales cometidos por el Presidente de 
la 	 República en razón del ejercicio de su cargo y delitos comunes 
cometidos como un simple particular? 
FUNCIONARIOS Total % SÍ % NO 
Jueces de Circuito 2 10000 1 50.00 1 50.00 
Defensores de Oficio 3 100.00 3 100.00 - - 
Fiscales de Circuito 4 100.00 3 75.00 1 25.00 
Jueces Municipales 2 100.00 2 100.00 - - 
Docentes Universitarios 4 100.00 4 
13 
100.00 - - 
Total 15 100.00 86.67 2 13.33 
FUENTE: 	 Instrumento aplicado a Jueces de Circuito, Fiscales de Circuito, Defensores de 
Oficio, Jueces Municipales y Docentes Universitarios. 
A esta pregunta, con excepción de un (1) juez de circuito que representa el 
50.00% y  un fiscal de circuito que representa el 25.00%, quienes opinan que no 
existen distinción alguna entre las dos clases de delito, todos los demás 
contestaron afirmativamente, lo que representa un 100.00% para los defensores 
de oficio, los jueces municipales y los docentes universitarios, quedando el 
50.00% para el otro juez de circuito y el 75.00% para los restantes tres (3) 
fiscales de circuito. 
Quienes contestaron afirmativamente sustentan que: 
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* Los delitos Oficiales tienen que ver con las funciones directas del 
Presidente de la República en el ejercicio del cargo, y los delitos comunes 
aquellos que comete como cualquier particular. 
* Los delitos Oficiales son los derivados del ejercicio del cargo, y los delitos 
comunes son aquellos ejecutados como cualquier ciudadano como por 
ejemplo: Homicidio, lesiones personales, violencia doméstica, hurto, robo, 
etc. 
* El delito Oficial compete su juzgamiento a La Asamblea Nacional y los 
delitos comunes a la jurisdicción ordinaria. 
Quienes contestaron negativamente sustentan que la Constitución 
Nacional y las leyes no hacen la diferenciación entre delitos Oficiales y delitos 
comunes. 
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GRÁFICA No 8 
EXISTE DISTINCIÓN ENTRE DELITOS OFICIALES COMETIDOS POR EL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN RAZÓN DEL EJERCICIO DE SU 
CARGO Y DELITOS COMUNES COMETIDOS COMO UN SIMPLE 
PARTICULAR 
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CONCLUSIONES 
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Terminado el estudio sobre La Competencia de la Asamblea Nacional 
para juzgar al Presidente de la República, por la Comisión de Delitos Comunes, 
llegamos a las siguientes conclusiones: 
> En situaciones especiales, el Órgano Legislativo ejerce jurisdicción y 
competencia, cuando se encarga de enjuiciar al Presidente de la República y 
a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, por los actos ejecutados 
en el ejercicio de sus funciones, pero en el caso del Presidente, por las 
causales enumeradas en el articulo 191 de la Carta Magna vigente. 
> El juicio político persigue la remoción o destitución del funcionario y su 
inhabilitación para ejercer cargos públicos; sin embargo, serán los tribunales 
ordinarios de justicia los encargados de juzgarlo por la responsabilidad penal 
y civil. 
)' En la historia constitucional de las Estados Unidos de América, tres 
Presidentes fueron objeto de lmpeachment, entre los cuales están: Andrew 
Johnson, Richard Nixon y William Jefferson Clinton. 
> El Presidente de la República responde ante el Órgano Legislativo por actos 
de naturaleza política y otros de carácter penal. 
> Las posiciones sobre la Inviolabilidad e irresponsabilidad del Monarca no 
pueden ser admitidas, ya que ninguna persona puede estar por encima de la 
ley. 
» En el derecho colombiano, si la acusación se refiere a delitos comunes, el 
Senado se limita a declarar si hay o no lugar a seguimiento de causa, y de 
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ser afirmativo, el alto funcionario, o sea el Presidente de la República, es 
juzgado por la Corte Suprema de Justicia. 
En el Código Judicial de 1916, se establecía el procedimiento de antejuicio, 
mediante el cual la Asamblea Nacional autorizaba a la Corte Suprema de 
Justicia para juzgar al Presidente de la República , por la comisión de delitos 
comunes. 
> La ley N° 52 derogó el procedimiento de antejuicio contemplado en el 
Código Judicial de 1916. La ley NO 61 de 1946, que reformó el Código 
Judicial de 1916, excluyó de la competencia de la Corte Suprema de 
Justicia, la facultad de juzgar al Primer Magistrado de la Nación, por la 
comisión de delitos comunes. 
- La ley N° 1 de 20 de enero de 1959, excluye por vez primera a los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, para ser juzgado por dicho 
tribunal por delitos comunes. 
» El Código Judicial vigente no señala el procedimiento a seguir por el Órgano 
Legislativo, cuando debe conocer de las acusaciones o denuncias por 
delitos comunes en los que incurra el Presidente de la República, y 
únicamente lo establece respecto a los actos ejecutados en el ejercicio de 
sus funciones; es decir, por las causales del articulo 191 de la Carta 
Fundamental. 
> En el proceso penal seguido al Presidente José Ramón Guizado, la 
Asamblea Nacional no era competente para juzgarlo, ya que él mismo 
ejercía el cargo de Ministro de Relaciones Exteriores, y según el Código 
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Judicial, el ente encargado de juzgar a los Ministros de Estado era la Corte 
Suprema de Justicia. 
» Los autores panameños, concuerdan que no existe tribunal competente en 
nuestro país, que se encargue de juzgar al Presidente de la República, por 
la comisión de delitos comunes. 
> 
	
	 La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre la competencia para 
enjuiciar al Primer Magistrado de la Nación, no ha sido uniforme, ya que en 
el proceso seguido al Ingeniero José Ramón Guizado por el homicidio del 
Presidente José Antonio Remón Cantera, mantuvo la tesis que la Asamblea 
Nacional era competente para juzgarlo por la comisión de delitos comunes, 
mientras que en el proceso penal seguido al Dr. Ernesto Pérez Balladares se 
declaró competente para juzgarlo, indicando que se trataba de actos 
anteriores a su condición de Presidente, y que no habían sido ejecutados en 
el ejercicio de sus funciones. 
> Dentro de los resultados de la encuesta aplicada a los docentes 
universitarios y funcionarios judiciales sobresalen los aspectos siguientes: 
• El artículo 191 de la Carta fundamental fija en los numerales 1 y  2 
las causales de responsabilidad oficial o política y únicamente el 
numeral 3 describe algunas conductas de naturaleza común. 
• Que es más propio del Órgano Judicial, la función pública de 
administrar justicia, ya que el Órgano Legislativo es un ente político. 
• Que la Corte Suprema de Justicia debe encargarse de tramitar el 
procedimiento de antejuicio, en relación al Presidente de la 
149 
República, y que la misma debe ponerlo a órdenes de la Asamblea 
Nacional, para ser juzgado por delitos comunes. 
Que no existe tal vacío jurídico, ya que el Jefe del Ejecutivo, puede 
ser juzgado por la Asamblea Nacional, de conformidad con el 
artículo 160 de la Constitución, y el cual se refiere a los actos 
violatorios a la Constitución y las leyes. 
RECOMENDACIONES 
'SI 
A continuación se presentan las recomendaciones, después de haber 
terminado el proyecto de investigación: 
» La Asamblea Nacional es un organismo eminentemente político, por lo 
tanto la función jurisdiccional que ejerce, debe limitarse al conocimiento 
de delitos políticos y no a delitos comunes imputados al Jefe de Estado. 
> La Asamblea Nacional al conocer de los hechos punibles (delitos 
comunes), que se le imputen al Primer Magistrado de la Nación, debe 
limitarse solamente a separarlo del cargo, mientras que el proceso penal 
se ventilaría ante la Corte Suprema de Justicia. 
- El legislador debe restablecer el procedimiento de antejuicio, que se 
estipulaba en el Código Judicial de 1916. 
> La Constitución Nacional debe reformarse para establecer que el 
Presidente de la República es responsable por cualquier hecho que viole 
el Código penal. Además debe incluir el procedimiento judicial a seguir 
por la Asamblea Nacional y el Órgano Judicial para el enjuiciamiento del 
Presidente. 
Debe reformarse el Código Judicial, a fin de darle competencia a la Corte 
Suprema de Justicia para enjuiciar al Presidente de la República, por la 
comisión de delitos comunes, tal como lo consagraba el Código Judicial 
de 1916, en el artículo 86. 
> Debe regularse también aquellas causas que vía jurisprudencia¡, la Corte 
Suprema de Justicia se ha adscrito competencia para juzgar al Presidente 
y Vicepresidente de la República, como también a los Magistrados del 
Tribunal Supremo. 
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Proyecto de Acto Legislativo N° 1 de 1992 Por el cual se reforman el preámbulo, 
denominaciones de algunos títulos, capítulos y artículos de la 
Constitución de la República de Panamá. 
ANEXOS 
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UNIVERSIDAD DE PANAMÁ 
VICERRECTORIA DE INVESTIGACIÓN Y POSTGRADO 
CENTRO REGIONAL UNIVERSITARIO DE VERAGUAS 
PROGRAMA DE MAESTRÍA EN DERECHO PROCESAL 
ENCUESTA 
Instrumento dirigido a: 
Docentes Universitarios 
Fiscales de Circuito 
Defensores de oficio 
Jueces municipales Penales 
Personeros Municipales 
Jueces de Circuito Penales 
Le agradezco llenar la presente encuesta destinada a recabar información sobre el 
tema: LA COMPETENCIA DE LA ASAMBLEA NACIONAL PARA .JUZGAR 
AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR LA COMISIÓN DE DELITOS 
COMUNES", con la cual optaremos al título de Maestría en Derecho Procesal. 
La información proporcionada será manejada con discreción y confidencialidad. 
Gracias 
Marque con un gancho la alternativa que considere correcta. 
¿Conoces por qué delitos juzga la Asamblea Nacional al Presidente de la 
República? 
sí 	 No 
2. ¿Tiene competencia la Asamblea Nacional para juzgar al Presidente de la 
República por la comisión de delitos oficiales o políticos? 
sí r1 	 No  
3. ¿Puede la Asamblea Nacional juzgar al Presidente de la República por la 
comisión de delitos comunes? 
Sí 
	
No 
Por qué: 
59 
4. ¿Consideras que el artículo 18 de la Constitución Nacional el cual indica que ftos 
particulares sólo son responsables ante las autoridades por infracción de la 
Constitución o de la ley. Los servidores públicos lo son por esas mismas causas y 
también por extralimitación de funciones o por omisión en el ejercicio de éstas", 
establece las causas de responsabilidad penal del Presidente de la República? 
sí E] 	 No [T 
Explique: 
5. ¿Sabes cuál es el procedimiento que debe seguir la Asamblea Nacional por los 
delitos de responsabilidad oficial o políticos y comunes, cometidos por el 
Presidente de la República? 
6. ¿Piensas que de incluirse en la legislación positiva panameña, el procedimiento de 
antejuicio, para que la Asamblea Nacional decida, si hay o no lugar, a seguimiento 
de causa en contra del Presidente de la República por la comisión de delitos 
comunes y pueda ser juzgado por la Corte Suprema de Justicia? 
sí FI 	 NoL 
Por qué: 
7. ¿Le compete a la Asamblea Nacional conocer de los delitos comunes cometidos 
por el Presidente de la República antes de ejercer sus funciones? 
8. ¿Existe en el ordenamiento jurídico panameño algún procedimiento que indique 
cómo debe proceder la Asamblea Nacional para conocer de las acusaciones o 
denuncias por delitos comunes imputados al Presidente de la República? 
sí 
	
NoL. 
9. ¿Existe un vacío jurídico en el derecho positivo panameño para juzgar al Presidente 
de la República por delitos comunes y que exige cambios a la Constitución y a la 
ley? 
Sí fl 	 No 
Explique: 
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lO. 	 ¿Distingues entre delitos oficiales cometidos por el Presidente de la República en 
razón del ejercicio de su cargo y los delitos comunes cometidos como un simple 
particular? 
Sí [1 	 No [11 
Por qué 
